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INTRODUCCIÓN 

 

Toda investigación historiográfica 

se enlaza con un lugar de producción socioeconómica, política y cultural. 

Implica un medio de elaboración circunscrito por determinaciones propias: 

una profesión liberal, un puesto de observación o enseñanza, 

una categoría especial de letrados, etcétera. 

Se halla, pues, sometida a presiones, ligada a privilegios, 

enraizada en una particularidad. 

Precisamente en función de este lugar los métodos se establecen, 

una topografía de intereses se precisa 

y los expedientes de las cuestiones que vamos a preguntar a los documentos 

se organizan 

 

Michel De Certeau 

 

 

A partir de la segunda mitad del siglo XIX, el estado cordobés se empieza a consolidar 

dentro del marco del afianzamiento del estado nación. Luego de la batalla de Caseros y 

sancionada la Constitución Nacional en 1853, la construcción republicana empieza a ser un 

hecho, y las provincias dentro de ese orden recién asegurado, luego de las llamadas presidencias 

fundacionales, adquirían rasgos estatales modernos que las diferenciaban marcadamente del 

periodo anterior. 

La definición territorial, institucional-administrativa, identitaria y económica, requisitos 

indispensables para la conformación de esa tipología estatal, eran procesos abiertos y 

dinámicos, que estaban en la agenda de quienes gobernaron la provincia luego de sancionada 

la Constitución Provincial de 1855. No obstante dentro de ese dinamismo político tendiente a 

consolidar estados liberales existieron algunas permanencias del antiguo orden colonial, y aun 

del periodo prehispánico, en diferentes ámbitos de la realidad histórica durante el siglo XIX. 

La propuesta de esta investigación es estudiar una de ellas: la permanencia, rugosa y abigarrada 

(como se verá en el análisis) del “pueblo de indios de San Marcos” en el contexto de la 

consolidación y afianzamiento del estado cordobés. 

Este pueblo de indios, ubicado al noroeste provincial –y uno de los seis1 que permanecieron 

durante gran parte del siglo XIX y que fueron registrados por la historiografía hasta el momento 

(Tell y Castro Olañeta 2011)– presenció y corporizó en una escala micro, el dinámico, 

controversial y caleidoscópico proceso de modernización de ese siglo; y el objetivo central de 

esta investigación es entender y explicar la dinámica que adquirieron las relaciones entre la 

comunidad indígena y el estado cordobés, desde mediados del siglo XIX hasta su 

                                                 
1 Los otros son Quilino, Pichana, Soto, La Toma y Cosquín. 



 

desarticulación territorial, cuando el régimen de tenencia de tierras comunal fue desarmado 

desde diferentes dispositivos hegemónicos, a favor de un régimen liberal-capitalista de tierras. 

Existen pocos estudios históricos acerca de la desestructuración y desamortización de las 

comunidades indígenas en Córdoba en el periodo post Conquista del “Desierto”, y menos aún 

el estudio de un caso en el que se visibilice la agencia indígena en consonancia con la 

imposición territorial como artefacto hegemonizante. 

Es así que la visibilización y análisis de esa agencia indígena permitirá comprender cómo 

algunas prácticas, y acciones individuales y colectivas, son estrategias de resistencia y cohesión 

social singulares, en un ámbito no favorable para los sectores indígenas, y aún más: es lo que 

catapulta los actuales procesos de comunalización que han sido impugnados desde miradas 

culturalistas y biologicistas. 

El cruce del análisis de fuentes documentales de diversos archivos –bajo la atenta mirada 

del aporte decolonial– y la historia oral, conjuntamente con la siempre deseada (y discutida) 

interdisciplinariedad que complementa a la historia como saber científico, permiten responder 

las preguntas que guían esta investigación. Y, en resumidas cuentas, posibilitan también 

interpretar que la comunidad de indios de San Marcos, si bien fue desamortizada en cuanto a la 

tenencia de tierras, no quedó se extinguió, como recién se sugirió. 

Una última advertencia, para nada menor, es la que estructura esta introducción a la 

investigación. Y es aquella que, relacionada con las continuidades que recién se nombraban y 

con la sólida advertencia de Michel De Certeau que custodia este primer apartado, es pertinente 

evidenciar: el autor de este estudio es bisnieto de dos de los comuneros indios de San Marcos 

que fueron “descomunalizados” a mediados de la década del noventa del siglo XIX. Por lo que 

la elección de la temática, el propio lugar de enunciación –categoría y nudo conceptual que es 

traspolado luego a otros “enunciantes”–, las perspectivas adoptadas, las entrevistas realizadas 

a sus familiares y otros informantes, como así también los aspectos de clase, género y etarios 

que atraviesan al investigador, han sido objetivadas y puestas en consideración desde la 

reflexividad en lo metodológico, lo teórico y lo ideológico. 

Durante todo el proceso de indagación del pasado, se practicó un ejercicio de reflexión 

constante, para nada simple, y desde un enfoque relacional como apunta Guber (1991, p.48 y 

ss.) en el que el sujeto cognoscente (inserto en un trama de relaciones sociales precisas, portador 

de sentido común y teoría, y constructor de un modelo explicativo de conexiones tendenciales) 

y aquello que se descubrió (en este caso el pasado de la comunidad de indios de San Marcos) 

se interpenetraron e interaccionaron de un modo consciente y objetivable. 



 

 Este esfuerzo epistemológico, que vale la pena visibilizar, ha ralentizado la investigación, 

pero también ha sido soporte de sinceras deliberaciones y pensamientos desde el punto de vista 

historiográfico. Es que si bien a prima facie se erigió como un escollo a sortear, al transcurrir 

la investigación, se transformó en un mojón desde donde se ejercitó esa reflexividad; operación 

no siempre practicada por quienes escriben historia, pero siempre deseable en esos términos. El 

ejemplo silencioso de Marc Bloch escribiendo su célebre “Apología para la historia o el oficio 

del historiador” en las trincheras que resistían el avance del nacionalsocialismo alemán y su leal 

consejo a los historiadores jóvenes al confesar lo “programático” del libro (Bloch, 1982, p.51) 

ha sido quizás la constelación a seguir en materia de reflexión historiográfica y vivencia de 

determinado proceso histórico. También hace unos años, Jacques Le Goff, en un libro 

inobjetable por sus aportes al quehacer histórico, citando al historiador belga Leopold Génicot, 

advirtió que si bien la objetividad era una utopía, la neutralidad era una urgencia, al postular 

que “la imparcialidad es deliberada [y] la objetividad [es] inconsciente”. De tal manera que el 

investigador histórico “no tiene derecho a perseguir una demostración a despecho de los 

testimonios, a defender una causa, sea cual fuere. Debe establecer y hacer manifiesta la verdad, 

o lo que cree que es la verdad. Pero le es imposible ser objetivo, hacer abstracción de sus 

concepciones de hombre...” (1991b, p.32). 

En ese sentido, a partir del dialéctico proceso de escritura y pensamiento, como sostienen 

los dos historiadores franceses que animaron a objetivar aquella pertenencia familiar a la que 

se hacía referencia, se estructuró el presente estudio. Que, con lógicos límites, estableció una 

explicación del pasado y un pequeño aporte a la historiografía cordobesa. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

I. ENFOQUES TEÓRICOS, EPISTÉMICOS Y 

METODOLÓGICOS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

 

     

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

I.1. FUNDAMENTOS Y ESTADO DE CUESTIÓN 

 

 

La presente investigación se inscribe dentro de los abordajes etnohistóricos como 

especialización del saber histórico, y hace manifiesta, en lo metodológico y lo teórico, una 

actitud de apertura y hospitalidad a saberes de otras ciencias sociales como la geografía, la 

antropología y la filosofía decolonial. Tales contactos interdisciplinarios, permiten abordar 

hermenéuticamente los documentos escritos y las fuentes orales, las producciones 

historiográficas y al objeto de estudio –la comunidad de indios de San Marcos– desde nuevas 

miradas y enfoques, en el mismo sentido que parte de la historiografía cordobesa de los últimos 

años; que, está agendando, nuevas formas de historiar (Bixio 2009, Bompadre 2015, Debernardi 

2011 y 2012, Tell y Castro Olañeta 2011, entre otros). Es lícito decir (y advertir) que esta 

perspectiva interdisciplinaria, pero convencidamente histórica, ha permitido que una narración 

cimentada y transversalmente estructurada a partir de reflexiones historiográficas y 

epistemológicas, esté nutrida, subrepticiamente, de preocupaciones que sin dudas desvelan al 

autor y a toda una generación de cientistas ante la imposibilidad de concebir al conocimiento 

en compartimentos estancos. 

Amén de ello, los abordajes etnohistóricos desarrollados en el país, desde los últimos 

cuarenta años, han facilitado la emergencia de diversas líneas de investigación, de las que aquí 

se priorizan, desde lo conceptual y metodológico: aquellas que trabajan las interacciones en las 

áreas de frontera, el papel de los aborígenes en la construcción de la nación, las estrategias 

estatales hacia estos sectores subalternos y las relaciones inter e intraétnicas a lo largo de la 

historia. Esta perspectiva descrita, es compartida por historiadores como Ana M. Lorandi 

(2012), Ingrid de Jones y Lorena Rodríguez (2005), Roxana Boixadós (1999 y 2012), Silvia 

Ratto (1996), Enrique Mases (2002) y Walter Delrío (2002 y 2005); y antropólogos como Marta 

Becchis (1992), Ana M. Ramos (2009) y Claudia Briones (2008), entre otros tantos.2 

En el ámbito provincial, esta matriz investigativa y teórica, que no es unívoca sino 

multidimensional y caleidoscópica, cuenta con escasos estudios si tomamos los últimos treinta 

años de la historiografía cordobesa.  Sin embargo, desde el siglo XXI, no pocos trabajos y 

grupos de investigación histórica son los que se han nutrido de esos criterios historiográficos, 

                                                 
2  Muchas de las investigaciones de estos etnohistoriadores se publican en la revista “Memoria Americana. 

Cuadernos de Etnohistoria” de la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires, cuya dirección 

está a cargo de Ana María Lorandi. Esta revista difunde desde 1991, numerosas producciones históricas y 

antropológicas acerca de la temática aborigen. 



 

sirviendo particularmente como marco referencial, y, dando la posibilidad de insertar a la 

presente investigación en ese carril. Beatriz Bixio (2009, y Bixio y González Navarro, 2009) 

interpreta que en los últimos años, esas aproximaciones etnohistóricas en colaboración de otras 

disciplinas3 han brindado novedosas posibilidades de lectura del pasado y, como muestra de 

ello, son sugerentes las investigaciones de Constanza González Navarro, Romina Grana y 

Valeria Iarza (2009), Isabel Castro Olañeta (2006 y 2011) y Sonia Tell (2008, 2011, 2012, 2014, 

2015). Asimismo, en el sur provincial, la Universidad Nacional de Río Cuarto, a partir de 

múltiples investigaciones se ha preocupado por las relaciones intra e interétnicas en la frontera 

sur provincial desde el periodo borbónico hasta la denominada “Conquista del Desierto”. 

Proponiendo genuinos abordajes históricos desde la arqueología “de frontera”, la antropología 

cultural, y la “nueva historia política” entre otros, han priorizado –igual que Bixio y el grupo 

de Castro Olañeta y Tell– el análisis crítico de las fuentes coloniales y republicanas, situándolas 

en su lugar de producción social. Marcela Tamagnini (2009 y 2016) y Graciana Pérez Zavala 

(2005, 2007 y 2009), Ana María Rocchietti (2011), y María Elizabeth Rustán (2010 y 2005), 

Alicia Lodeserto y Nicolás Debernardi (2011 y 2012) son algunos de los investigadores, que 

producen desde Río Cuarto, en tal sentido. 

Aun así, pocas de estas producciones históricas se han ocupado y examinado las últimas 

décadas del siglo XIX, fijándose en un caso. Salvo el prematuro –y estimulante– trabajo Roxana 

Boixadós en 1999 que ha analizado el  pueblo de indios de La Toma, hoy barrio Alberdi, en el 

corazón de la ciudad capital provincial.  Mas, con respecto al objeto de estudio motivo de esta 

investigación, sólo uno de los trabajos de Sonia Tell (2012), ha puntualizado en San Marcos, 

aunque no hacia finales del siglo XIX, sino más bien en el periodo previo –si se quiere adoptar 

tal periodización– mostrando la agencia comunera en el momento bisagra entre la formación 

colonial y la republicana. De allí, que el presente estudio cobra relevancia, ya que propone 

indagar a la comunidad de San Marcos durante las últimas décadas del siglo XIX. Asimismo es 

justo plantear –cómo no decirlo– que tanto Tell como Castro Olañeta han investigado en 

profundidad y desde la perspectiva de la larga duración a los pueblos de indios, emplazándolos 

en determinadas coordenadas espaciales y temporales, por lo que sus producciones serán 

vertebrantes de esta investigación; aunque, hay que admitir que la perspectiva que se adopta 

aquí es otra. Por consiguiente, resta acotar que el presente trabajo de indagación del pasado, 

considera sustancial la política de tierras cordobesas del periodo como constructora de territorio 

                                                 
3 Particularmente Bixio propone analizar la realidad histórica desde el lenguaje, pensándolo como un hecho que 

construyó realidad. En tal sentido analiza las “asignaciones de identidad” como constructos históricos productores 

de “verdad” en la época colonial. Ver Bixio (2009) 



 

y el sustrato ideológico desde donde se despliegan tales diseños performativos. 

A diferencia de los abordajes etnohistóricos, esa política ha sido pormenorizada 

tempranamente en Córdoba por varios historiadores, desde el punto de vista disciplinar. Aníbal 

Arcondo (1969) ha indagado al estado cordobés a finales del siglo XIX y principios del siglo 

XX en un trabajo que hoy puede considerarse como clásico de la historiografía cordobesa, 

dando pie a interpretar al territorio desde tales operaciones estatales. Más en el presente, la 

historiografía económica local de los últimos años, realizando otras preguntas hacia el pasado 

y ponderado variables de análisis antes no tenidas en cuenta, ha permitido reflexionar desde 

algunos criterios que en esta investigación se adoptan: surgen como prioritarios los estudios de 

Luis Tognetti (1999, 2008, 2010, 2012a, 2012b y 2013) en tal sentido. El diseño de las políticas 

de tierras y la construcción territorial, han sido investigados también desde la geografía crítica 

(Cechetto y Zusman 2012, y Rabboni 2012), estableciendo contundentes afirmaciones acerca 

del territorio como construcción histórica y geográfica, que sirven para completar los abordajes 

propiamente históricos que se señalaron. 

Esta constelación de miradas entre lo económico, lo territorial y lo etnohistórico se conjuga 

y articula con la óptica decolonial, que pretende repensar epistémica y filosóficamente la 

“naturaleza” de las ciencias sociales, sus categorías de análisis, y razonar –contradicción 

mediante– acerca de los locus de enunciación de las mismas. Si se considera que el estado 

cordobés, como los demás estados modernos, son producto de múltiples causas, entre las que 

se destaca el rol de las ciencias en relación a su construcción –legal, territorial, histórica, 

administrativa, etc.–; el aporte de la perspectiva decolonial, es sustancial. De esta manera, y a 

modo de andamiaje historiográfico, los trabajos de Aníbal Quijano (1999), Walter Mignolo 

(2002 y 2003), Edgardo Lander (2000), y Silvia Rivera Cusicanqui (2010 y 2015), han 

permitido volver a pensar desde dónde y cómo se construye el conocimiento social, la 

colonialidad del saber y del poder, las producciones conceptuales, las fuentes orales y las 

escritas, como así también el fenómeno histórico “estado provincial”. De tal modo, 

reconociendo por un lado que los documentos son creaciones humanas que pueden (y deben) 

ser historiadas; y que esos productos del pasado llevan “la estampa de la mentalidad de sus 

creadores” (Moreyra, 1995, p.25), es que se considera al abordaje decolonial, como deseable 

en términos historiográficos, y complementario de los anteriores. 

 

 

 



 

I.2. ENFOQUE CONCEPTUAL Y TEÓRICO 

 

 

En este apartado se establecerán algunas precisiones con respecto a las categorías 

conceptuales que peregrinan y estructuran la presente investigación. Pero antes hay que aclarar 

que tales conceptualizaciones analíticas serán enunciadas, aplicadas y reflexionadas dando la 

oportunidad de cotejar el trabajo de archivo y la teoría histórica con lo ya hipotetizado por la 

historiografía; de tal manera, que serán guías para el oficio de historiar, o expectativas, como 

gustaba decir a Edward Palmer Thompson. Este espíritu dialógico y de reflexividad recorre la 

investigación, hermanado con apreciaciones y consideraciones de índole epistemológico; frutos 

de la prudente labor con fuentes escritas y orales. 

Mas, luego de esos enunciados, es evidente que las relaciones interétnicas deben ser 

precisadas con certeza. Al respecto Marta Becchis (1992) postula que es necesario entender la 

dinámica histórica de grupos o unidades culturales desde una perspectiva relacional, no como 

elementos aislados y estáticos sino en permanente diálogo y (re)construcción, en el marco de la 

consolidación del estado nación. Ergo, es útil también incluir, la estatalidad provincial, y para 

ello es válido tener en cuenta el planteo de Claudia Briones (2008) quien afirma que la 

identificación de los contextos y los procesos formadores de etnicidades específicas, es un 

requisito fundamental para comprender las políticas de aboriginalidad y las geografías estatales 

de inclusión/exclusión. 

Así entendida la aboriginalidad es un tipo de alteridad producida desde el poder, que 

jerarquiza horizontal y verticalmente a los ciudadanos, permitiendo definir la economía política 

de producción de “otros internos”. Tales alteridades pueden pensarse como confecciones en las 

que subyacen nociones e ideas previas sobre los sujetos producidos étnicamente, y permiten –

siendo esto sustancial para la disciplina histórica– la creación de un tipo de realidad histórica 

entre muchísimas otras, que no debe confundirse con “la” verdad. Las políticas de 

aboriginalidad emplazan también a los sujetos marcados como “indios” en determinadas 

coordenadas geográficas (lo territorial) y temporales (lo histórico), habilitando o no, su 

existencia en esa cartografía colonial o republicana en términos de legitimidad. Es en este 

último sentido que es preciso pensar que se entiende por colonialidad. 

El lado oscuro de la modernidad, dirá Mignolo (2003, p.39), es la colonialidad. Y la 

colonialidad del poder es el dispositivo que produce y reproduce la diferencia colonial. Ésta 

consiste en clasificar, complementariamente a lo planteado por Briones, grupos de gente o 



 

poblaciones e identificarlos con sus “faltas” o “excesos”, y permite marcar la diferencia y la 

inferioridad con respecto a quien nomina y clasifica. Es por ello que la colonialidad del poder 

es el lugar epistémico de enunciación en el que se describe y se legitima el poder. Tal propuesta, 

que parece alejada de la ciencia histórica, revela lo contrario, ya que admite que si no se 

reflexiona acerca de la consagración del sistema-mundo, y por ende de la modernidad, no se 

terminará de sepultar a la colonialidad. De tal manera resultaría muy difícil la comprensión de 

la subjetividad colonial de las élites; y aún más, de las formaciones sociales. Es por ello que se 

entiende que el corte revolucionario de principios del siglo XIX, no relegó a la colonialidad al 

pasado; sino que en tal sentido, más que forma de dominación de una etapa histórica, se perfiló 

como continuidad que debe ser visibilizada e historiada en las diversas esferas de lo social. 

Mignolo dirá que “la reflexión sobre América Latina y la modernidad pasó por alto que lo que 

estaba en juego en la modernidad era, en realidad, nuevas formas de colonialidad” (2002, p.202) 

De tal modo, la colonialidad como constitutiva de la modernidad, imagina un “otro” –entre 

otras operaciones– para la expoliación, como propuso Aníbal Quijano (1999). Como se 

explicará más adelante, los discursos científicos que permitieron la construcción estatal 

moderna, fueron pergeñados desde una subjetividad eurocéntrica que ponderaba ciertas 

concepciones del mundo, negando de esa manera otras posibles. 

Sin embargo, estas formas “otras” de hacer cognoscible y habitable el mundo, también 

deben entenderse históricamente y emplazarse en sus contextos. Allí cobra relevancia el 

concepto de “agencia” por un lado y el de “indio” por otro. Se dirá del primero, que es producto 

de un debate en las ciencias sociales entre “individualistas metodológicos” y “holistas”, como 

Peter Burke ha señalado de manera pedagógica (2007, p.184). Aunque, más allá de esas 

escuelas que ponen énfasis ora en la estructura, ora en la capacidad de acción humana, hay que 

precisar que la agencia es un concepto central para la historia ya que ha sido estructurante de la 

mayoría de las investigaciones sociales luego de los denominados giros “cultural” y 

“lingüístico”. Si bien es difícil de acotar, porque se deriva del también impreciso concepto de 

agency en el ámbito anglosajón –que surge a partir de los años 70 para “darle vida” a los “sin 

voz”– a grandes rasgos, hace referencia a la capacidad adaptativa, negociativa, y/o a las formas 

de resistencia que llevan adelante los sectores subalternos en contextos de dominación. Y ha 

dado muestras que es preciso repensar y resituar las relaciones con las estructuras, habilitando 

la percepción del juego dialéctico entre ambas formas de concebir lo social y lo histórico. De 

tal manera, esta categoría, permite comprender la capacidad de acción de un sujeto (individual 

o colectivo) “a partir de una interacción dinámica entre autonomía individual y determinación 



 

estructural” (Yopo, 2012. p.190). Aunque es también relevante destacar que esas acciones –en 

este caso indígenas– deben ser pensadas en un determinado territorio, “como intervenciones en 

los procesos por los cuales se transforma continuamente la realidad y se ejerce el poder” 

(Grossberg, 2003, p.168). En segundo lugar, la categoría de “indio”, que estará imbricada a la 

anterior en la investigación, también requiere algunas precisiones que se detallan a 

continuación. 

“Indio” es, irrefutablemente, una categoría colonial establecida y asignada para el conjunto 

heterogéneo de pueblos, naciones y comunidades, que vivían en lo que hoy se conoce como 

América antes de la llegada de los conquistadores hacia finales del siglo XV (Bonfil Batalla, 

1972). Es decir, como metatérmino, fue producido por la colonia para garantizar el control 

social y la dominación, y al ser concebidas a priori como culturalmente homogéneas, tiene 

inercialmente un carácter unificador y reductor (Boccara en Bompadre, 2015, p.57-58); que 

deshabilita pensar la diversidad de situaciones y la pluralidad de prácticas, discursos y formas 

de vida, que existieron en América antes y durante la invasión y conquista. 

Mas, se decide utilizar para la investigación por dos razones, que son en realidad 

sustanciales y prioritarias, y que pueden pensarse como permanencias de particulares 

duraciones entre el periodo tardo colonial y los tiempos republicanos: la primera de ellas se 

fundamenta en que en la mayoría de los documentos consultados en archivo, es el estado 

cordobés quien utiliza esa nominación como marcación de alteridad al llamar “comunidad de 

indios” o “comunidades indígenas” a los pueblos de indios que habían sobrevivido hacia finales 

del siglo XIX en el territorio provincial. Y por otro lado, y también desde el punto de vista 

documental, porque los mismos comuneros adscribían para el caso de San Marcos a esa 

filiación, como se verá más adelante. Es decir, no sólo fue una definición exterior que marcaría 

a ciertos sujetos de una manera unívoca mediante una identidad asignada (Bixio, 2009, p.20) 

sino que fueron los propios comuneros quienes autoadscribieron a ella. Resta decir, para pasar 

a otra categoría, que las etnohistoriadoras Ingrid de Jones y Lorena Rodríguez (2005, p.10) han 

propuesto que tales rotulaciones étnicas, impuestas por los estados colonial y/o republicano, se 

dieron en el marco  y a partir de relaciones asimétricas y de dominación, y que de tal modo la 

nominación del colonizado como “indio” fue acompañada por adjetivaciones que sirvieron para 

imponer y legitimar diferentes territorializaciones, relaciones de producción, y superestructuras 

políticas, como han sugerido Bixio (2009) y Bompadre (2015). 

Asimismo, el caso en estudio recupera inicialmente la propuesta de Tell y Castro Olañeta 

(2011) con respecto a los pueblos de indios. Es decir, se piensa a tales pueblos, como una 



 

“unidad social, territorial y jurisdiccional” que poseía algunos atributos: “un régimen particular 

de usufructo en común de las tierras asignadas (...) un conjunto de autoridades compuesto por 

cacique y cabildo indígena; y la obligación de los sujetos de responder a una carga tributaria” 

(p.235-236). En tal caso, la comunidad indígena de San Marcos, al pervivir durante el periodo 

republicano, sería una continuidad abigarrada del pueblo de indios en un territorio fruto de la 

experiencia colonial. Entendiendo por abigarramiento, una propuesta para repensar la 

dominación por un lado y el mestizaje por otro, aunque desde coordenadas distintas ya que 

facilita la reflexión en torno a “la coexistencia de varios tiempos históricos (...) modos de 

producción, cosmovisiones, lenguas, procesos de reproducción y, sobre todo, estructuras de 

autoridad y formas de autogobierno” (Valenti Nigrini en Aguiluz y Ríos, 2006, p.27), como se 

evidenciará más adelante. Estos criterios, que se adoptarán para la reflexión historiográfica del 

pasado cordobés, contemplan las heterogeneidades y las mezclas –no precisamente sanguíneas– 

en el marco de procesos de dominación y como conflicto sin resolución que “refleja la idea de 

sociedades sobrepuestas, como colores que coexisten sin mezclarse y que sólo se enlazan en 

varios puntos y de mala manera (Valenti Nigrini en Aguiluz y Ríos, 2006, p.27). 

Lo ya dicho permite postular también la idea de linaje como axioma teórico, ya que el 

trabajo con actas de bautismo y censos, permitió la reconstrucción de algunos linajes familiares.  

Sobre él existen numerosas discusiones que giran en torno a los también difíciles de definir 

conceptos de “descendencia”, “parentesco”, “consanguineidad”, entre otros. Esta investigación, 

siguiendo a Ana Margarita Ramos (2009) y a Eduardo Viveiros de Castro (2013), se centrará 

en delimitar al linaje, no como filiación y descendencia sanguínea (Radcliffe Brown 1986) sino 

desde nuevas perspectivas para los estudios de parentesco, que incluyen afectos, lealtades, 

filiaciones adoptivas, compromisos, vínculos interpersonales y memorias, como formas de 

configuración de grupos más allá de lo sanguíneo. En tal sentido se comprenderá al linaje como 

“una narrativa sobre vínculos sociales que se reconstituyen en contextos de dispersión” (Ramos, 

2009, p.17) 

Por último, y no menos importante, se entenderá al territorio como una construcción 

histórica y geográfica: es decir, de manera relacional.  En él se despliegan artefactos, 

dispositivos, mecanismos y políticas particulares de territorialidad, que deben ser especificadas 

en sus esferas científicas y técnicas, políticas e ideológicas, económicas y estratégicas (Elden 

2010), pero también en sus esferas microfísicas, proponiendo esta última como novedad desde 

el punto de vista histórico. Por consiguiente, tanto el estado cordobés de “fronteras abiertas” 

(Tognetti 2012a, p.16) como los pueblos de indios como “fronteras internas” (Ferreyra 2011) 



 

disputaron el territorio como se observará luego en el análisis. 

 

 

 

I.3. DELIMITACIÓN ESPACIAL Y TEMPORAL 

 

 

Como se afirma en la introducción, la investigación se focaliza en analizar los procesos de 

desarticulación territorial de la comunidad de San Marcos a finales del siglo XIX y a partir de 

historizar la conformación del territorio provincial. La sanción de las cartas constitucionales del 

estado provincial como del estado nación, post Caseros, inauguran un proceso de organización 

estatal en términos modernizadores, que repercuten en las relaciones sociales y en el territorio. 

La confección territorial y la profundización de las políticas indigenistas que los grupos 

hegemónicos van pergeñando son operaciones que consolidan a los estados en términos de 

modernidad. Es por ello, que se postula ese periodo para hacer partir la investigación; aunque, 

como es deseable y entendible, esa periodización tiene sólo fines de emplazamiento temporal. 

Por lo tanto el estudio y examen de las relaciones interétnicas no se ajusta específicamente a 

una cuestión cronológica. 

En 1881, el estado cordobés gobernado por Miguel Juárez Celman –futuro presidente del 

estado nación– hace mensurar los territorios de las comunidades indígenas por medio del 

Departamento Topográfico y utilizando como dispositivo la denominada “Ley General de 

Comunidades”, de ese año. Cuatro años más tarde se sanciona una segunda ley, aún más 

restrictiva ya que explícitamente aduce que la expropiación se daría por “razones de utilidad 

pública” (Tell 2015, p.69). Desde ésta última fecha hasta la década siguiente el estado 

desestructura la comunidad indígena de San Marcos, cuyo territorio entra al mercado de tierras 

en manos de particulares. Esta década del noventa del siglo decimonónico, es el límite temporal 

que se propone para la investigación. Es decir, cuando el estado cordobés expropia, aduciendo 

razones de utilidad pública las tierras de las comunidades indígenas. 

Finalmente, al plantearse el estudio de un caso, el límite espacial es acotado. Ello es así, ya 

que se estudia la expropiación de territorio de la comunidad de San Marcos, ubicada  

regionalmente en el noroeste provincial, actual departamento de Cruz del Eje. Aunque, la 

confección de territorio, desde las miradas y criterios adoptados, no afectó únicamente a ésta 

comunidad, sino que tuvo repercusiones en la amplia espacialidad que estaba siendo definida, 



 

y afectó también, en aspectos que no se relevarán, a la sociedad no indígena. Es por ello, que si 

bien se examina a la comunidad de San Marcos, la investigación no queda supeditada 

únicamente a ella. 

 

 

 

    I.4. OBJETIVOS 

 

 

Se erige como fundamental comprender las estrategias, instrumentos y mecanismos 

políticos adoptados por el estado cordobés y la comunidad indígena de San Marcos a finales de 

siglo XIX; reconstruyendo las relaciones interétnicas y de poder, entre ambos actores, como así 

también recuperar la agencia indígena, para tal comprensión. 

En lo específico, será sustancial explicar la política de tierras cordobesa en el marco de la 

consolidación del estado provincial/estado nacional y conjeturar acerca del destino de las tierras 

de la comunidad indígena de San Marcos una vez que el estado provincial las mensuró y 

expropió. Comprender el discurso hegemónico que legitimó tal “regularización” y el 

“saneamiento” de tierras, y los imaginarios y representaciones que la estatalidad cordobesa 

construyó alrededor de la comunidad indígena de San Marcos, también son metas a alcanzar. 

Por último, y no menos importante: se deberá explicar y reconstruir cuáles fueron las acciones 

de los comuneros y comuneras ante el proceso de desamortización de tierras. 

 

 

  

I.5. HIPÓTESIS 

 

 

Se parte del supuesto de que las relaciones entre el estado cordobés y la comunidad indígena 

eran asimétricas, ya que un sector hegemónico, mediante la legalidad y la coerción, desarticula 

a la comunidad indígena decretando su inexistencia. Siendo el estado cordobés el que decide 

regularizar el régimen de tenencia de tierras se postula que los miembros de la comunidad 

indígena resistieron a tal política de expropiación, y se vieron obligados a entrar en el mercado 

inmobiliario como particulares, al ser desestructurada su comunidad. En tal sentido, se sostiene 



 

que las relaciones entre la estatalidad cordobesa y los sectores indígenas han sido de dominación. 

Dicho proceso de desarticulación y descomunalización partió de fundamentos ideológicos 

liberales, ya que el estado necesitó tierras no sólo para financiarse, sino que, esa concepción 

filosófica acerca de cómo deben ser las relaciones entre sujetos –y respecto de éstos con la 

tierra– obligó a que los antiguos comuneros se convirtieran en propietarios particulares, 

consolidando un régimen de tenencias de tierras capitalista. 

 

 

 

I.6. PERSPECTIVAS METODOLÓGICAS 

 

 

Se han cotejado una multiplicidad de fuentes de diversa índole: en una primera instancia se 

consultaron documentaciones provistas por los fondos documentales de varios archivos como 

el Archivo de Catastro de la provincia de Córdoba, el Archivo Histórico de la Provincia de 

Córdoba (AHPC), el Archivo de la Diócesis de Cruz del Eje (ADCE) y el Archivo de la 

Legislatura Provincial (AHLC). De este último, fueron relevantes las discusiones que la 

bicameral cordobesa tuvo en torno a la sanción de la ley que desamortizó la comunidad –es 

decir el anteproyecto– como así también el análisis de la propia ley. El Archivo de Catastro 

(ACHDCC) dio la posibilidad de consultar el mapa que realizó el Departamento Topográfico, 

la compilación de leyes y decretos del periodo, y algunas mensuras administrativas. También 

se consultaron los primeros mapas realizados por el Departamento citado, sobre el territorio 

provincial. Aunque, el motivo primero era la búsqueda y el examen del padrón de comuneros, 

que resultó infructuosa ya que se encuentra “perdido”. Por otro lado el Archivo Histórico 

Provincial brindó información relevante y sustancial con respecto a las agencias de los indios y 

del estado durante el proceso de descomunalización. 

Del valioso Archivo de la Diócesis de Cruz del Eje se consultaron los doce libros de 

bautismos que van del periodo de 1860 a 1905. Ello sirvió de soporte para conocer a los 

comuneros y comuneras, establecer líneas genealógicas de las actuales familias que fueron 

entrevistadas, reconstruir lógicas de cohesión social, linajes específicos, graficar los vínculos y 

lazos –como los padrinazgos y madrinazgos– y demás aspectos que se explicaran 

posteriormente. 

En segundo lugar, otras fuentes primarias se han analizado a partir del examen de 



 

determinados sitios web: el primer Censo nacional de 1869 –cuya sistematización estuvo a 

cargo de Diego Gregorio de La Fuente– está publicado en su formato original (escaneado) por 

la Universidad de Buenos Aires (en adelante UBA). Y, fue importante para corroborar datos de 

las actas de bautizo, ligados a la historia oral –como las genealogías familiares–; datos de los 

cuales algunos se detallan más abajo. Asimismo de la plataforma virtual de la “Iglesia de 

Jesucristo de los Santos de los últimos Días” se han consultado algunos de los microfilmes de 

las planillas censales que los censistas elaboraron en San Marcos en 1869 y 1895, y que 

posteriormente sistematizó el Poder Ejecutivo del estado nación. Estos microfilmes, en su 

mayoría indexados, están disponibles gracias a la plataforma de esta comunidad religiosa, 

denominada “Familysearch”, que almacena, ordena, y escanea datos censales bautismales y 

casamientos, siendo datos de registros parroquiales que han sido utilizado ya por parte de la 

historiografía cordobesa (Vidal 2014). 

También se han realizado indagaciones a periódicos de la época que se encuentran en el 

Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor de la Universidad Nacional de Córdoba (en 

adelante UNC) para poder encontrar la “perdida” lista de comuneros de San Marcos, ya que el 

gobierno había decretado su publicación por varios días en la prensa local. Aunque, como en el 

Archivo de Catastro, tampoco se pudo hallar esa documentación. Sin embargo, la visita de la 

Hemeroteca tuvo otro objetivo como fue la posibilidad del examen –en un periódico particular 

como “El Porvenir”– de la publicación de los lotes puestos a la venta una vez expropiadas las 

tierras de las comunidades indígenas. Y principalmente, sirvió para reconstruir ciertas 

singularidades de los pensamientos e imaginarios de la época, referidos a tal proceso y a las 

comunidades indígenas en particular. De igual modo, y como fuente primaria también, se 

realizó la consulta de los dos tomos de Geografía que el Poder Ejecutivo provincial mandó a 

elaborar a principios del siglo XX. Estos libros de Geografía de la Provincia de Córdoba, que 

fueron consultados en la Biblioteca del Colegio de María de las Esclavas del Corazón de Jesús, 

al ser escritos cuando las comunidades indígenas aún estaban disputando su territorio con el 

estado provincial, poseen un valor incalculable, porque permitieron indagar acerca de las 

representaciones y marcaciones que se hicieron sobre las poblaciones indígenas a la vez que 

comprender los sentidos que se le querían asignar a un territorio provincial recién definido. 

Por otro lado, se han realizado entrevistas en profundidad a los “descendientes”4 de los 

                                                 
4 Se utiliza el discutido concepto de “descendientes” ya que se quiere destacar la filiación directa con aquellos que 

fueron descomunalizados hacia finales de siglo XIX. Sin embargo, muchos de ellos se consideran “indios”, 

“indígenas”, “originarios”, “comechingones” y en algunos casos “sanavirones”. En tal caso, es indispensable 

pensar que el término “descendientes” ha sido construido hegemónicamente, y en la larga duración, con la 

intención de (re)nominar, (re)clasificar y (re)marcar a aquellos sectores “indios” como “no indios” en cartografías 



 

comuneros indios e indias, afectados por la desamortización de la comunidad desde la 

perspectiva historiográfica de la Historia Oral y tomando como prioritarias las discusiones y 

diálogos en torno a los axiomas “Memoria e Historia”. Se han seguido los criterios y 

prescripciones metodológicas de Barela (2009) y Meyer y Olivera de Bonfil (1971) en cuanto 

a Historia Oral. Y se han considerado las fértiles y renovadas reflexiones epistemológicas entre 

oralidad y escritura (Burke, 2007) y memoria e historia (Svampa 2016, Halbwachs 2004 y 

Ramos 2009 y 2011) En tal sentido, la historia oral como herramienta historiográfica permitió 

la reconstrucción del pasado a partir de los testimonios y la memoria familiar de Mariela Tulián, 

descendiente de Francisco Tulián5, y quién vive actualmente en San Marcos, siendo cazqui 

curaca6 en el presente de la comunidad de San Marcos7. Como también se entrevistó a los 

nietos, biznietos y tataranietos (entre otros familiares) de Francisca Díaz y Timoteo Reyna, 

ambos comuneros indígenas durante el proceso de expropiación, como se adelantó en la 

Introducción. 

Es importante destacar que se ha considerado, al trabajar con memorias “étnicas”, la 

diferencia entre este tipo de memoria y los procedimientos mnemotécnicos (Le Goff, 1991a, 

p.133 y ss.), en vista de los aportes de Ramos, quien, ha propuesto pensar a este tipo de 

memorias “en contextos de diversidad y desigualdad” (2011). Igualmente, es pertinente 

recordar lo ya dicho sobre la necesaria reflexividad de quien investiga en referencia al campo: 

el ejercicio de emplazar y objetivar en lugares de enunciación precisos no sólo a los 

entrevistados sino al investigador, fue motivo de reflexión a la hora de cotejar los testimonios, 

lo expresado por las fuentes escritas, y los aportes de la historiografía cordobesa. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
modernas de exclusión, imposibilitando e inhabilitando su capacidad agencial (sobre todo política) en 

determinadas coordenadas, como ya ha afirmado Bompadre (2015) 
5 Al respecto se recomienda la lectura de Tulián y Palladino (2015). 
6 Autoridad política espiritual. 
7 Comunidad Indígena Territorial Comechingón-Sanaviron Tulián. 

https://drive.google.com/file/d/0Bylej1GhaJcpQ0FQQkZVRElKa28/view?usp=sharing


 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

II. CÓRDOBA ABIGARRADA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

II.1. CONTEXTO SOCIOHISTÓRICO DE CÓRDOBA DURANTE EL SIGLO XIX 

  
Hay en el colonialismo una función muy peculiar para las palabras: 

las palabras no designan, sino encubren, 

y esto es particularmente evidente en la fase republicana, 

cuando se tuvieron que adoptar ideologías igualitarias, y 

 al mismo tiempo escamotear los derechos ciudadanos a una mayoría de la población 

 

Silvia Rivera Cusicanqui 

 

Los mestizajes pertenecen a una clase de objetos 

ante los que el historiador se siente desarmado 
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Explicar los procesos sociales de una coyuntura histórica ha sido una tarea agobiante y 

preocupante para generaciones enteras de historiadores e historiadoras. Ello ocurrió desde que 

la ciencia histórica se profesionalizó y desde que las preguntas indagatorias alrededor de la 

“cuestión social” elevaron las velas que alejaron al historicismo y al positivismo decimonónicos 

hacia mares olvidados. Se puede optar por hacerlo tomando varias rutas –para seguir con la 

analogía– pero, al hacerlo, también se corren riesgos metodológicos y teóricos: describiendo 

estructuras, explicando los cambios históricos a partir de modelos macro, meso, o micro, 

puntualizando en la agencia humana, describiendo la vida cotidiana, analizando los diversos 

aspectos de la economía, los vaivenes políticos, etc., ya que según algunos autores de la historia 

social como Eric Hobsbawm o para los primeros referentes de Annales, toda historia es historia 

social (Bloch 1982; Hobsbawm 1971, Febvre 1982). 

Teniendo en cuenta esas consideraciones y deferencias, es válido postular que en esta parte 

inicial del capítulo la intención no es reflexionar acerca de estos debates ya clásicos –y 

asumidos como importantes por las historiografías y las especializaciones históricas en torno a 

lo social–, aunque sí, resulta sustancial, poder describir algunos cuestiones de la sociedad 

cordobesa del siglo XIX de manera que allane el camino de las explicaciones venideras. 

Describir, es el espíritu de este apartado, erigiéndose la segunda parte del capítulo como aquella 

en la que se postula una perspectiva de análisis novedosa para la historiografía cordobesa como 

lo es la del abigarramiento, y que como se enunció es un modo de pensar la diversidad 

conflictiva y contradictoria producida por el colonialismo (Tapia en Elbirt 2006, p.108). 

A su vez, de la compleja sociedad tardo-colonial –que se erige como prioritaria para la 

investigación precedente– y del siglo XIX han llegado a partir de diversas fuentes y documentos, 

narraciones e imágenes construidas con afán ilustrativo del pasado, como así también un corpus 



 

de investigaciones científicas muy variopinto –y, por ende, nada desdeñable– de los que se 

priorizarán solamente aquellos que se juzga más acordes a los objetivos. Por lo enunciado, 

desandar el camino trazado no es tarea fácil, aunque si es transitable. Esta primera aproximación 

a la Córdoba del siglo XIX, tiene únicamente como objeto brindar un marco histórico 

referencial, sobre algunos aspectos considerados importantes para el posterior desarrollo de la 

investigación. 

En tal sentido, es factible asumir que según la historiografía cordobesa, hacia mediados del 

siglo XIX, el 70% de la población vivía en ámbitos rurales, principalmente en la región noroeste, 

espacio que por sus condiciones ambientales y geográficas había sido habitado desde la época 

precolombina (Laguens y Bonin, 2009, p.61 y ss.). De esta manera, y según Romano (2002, 

p.40) para 1852 el grueso de la población se asentaba en los departamentos del centro, norte y 

oeste de la provincia; siendo el total de la población en esa fecha, 110.539 habitantes. 

En cuanto a sus actividades económicas, la población campesina-indígena se dedicaba a 

tareas rurales como la ganadería, la agricultura y la confección de tejidos de lana; labor esta 

última en la que tenían un rol preponderante mujeres, niños y niñas. También el comercio de 

cueros fue un ramo económico importante desde el periodo colonial en los que estaban 

implicados hombres y mujeres no solamente de la campaña. Había sido muy importante, en el 

periodo tardo colonial, la crianza de mulas que abastecía el mercado altoperuano; práctica que 

sufriría una notable contracción, cuando fue “perdido” el Perú a causa del huracán 

revolucionario que tuvo inicios en 1810. Ello significó una desmonetización de la economía 

cordobesa, cuestión que influirá en el devenir cordobés del siglo XIX, afectando a comerciantes 

de mulas, criadores, encargados del flete y al conjunto de habitantes que sobrevivía entorno a 

esa actividad. 

Estos elementos, como las labores económicas específicas del periodo tardo colonial, fueron 

configurantes de la dinámica mercantil mediterránea y le dieron vida a la cambiante estructura 

socio-económica provincial; aunque hay que destacar que esas actividades continuaron durante 

el periodo republicano con algunas particularidades. A partir de los cambios políticos avenidos 

con la revolución, se reestructuraron y consolidaron, según el caso, los mercados regionales, el 

comercio y la economía de subsistencia; como así también las relaciones sociales de producción, 

mientras que como han estudiado Gelman y Santilli (2010) algunos de los productos terminaron 

sufriendo variaciones muy específicas durante el siglo XIX (como en el caso de los tejidos). De 

aquel proceso, del cual es elocuente y gráfico la ralentizada atlantización de la economía 

cordobesa a ritmos muy distintos al caso de Buenos Aires, es importante rescatar algunas 



 

cuestiones: primero, la más evidente: la vida económica de la provincia empieza a ligarse de 

manera progresiva con Buenos Aires y a partir de allí con el mercado noratlántico. Y, 

congruente con ello, ese proceso permitiría –junto a otros factores que no tienen caso analizar 

ahora– que Córdoba se interese por definir una política de tierras de corte tributaria a partir de 

la segunda mitad del siglo XIX. Este punto será nodal en la argumentación y el examen más 

adelante. Por ahora, vale la aclaración. 

Asimismo, si bien la población campesino-indígena se dedicaba a tareas de la tierra, es justo 

resaltar –ya que la historiografía cordobesa tiene una deuda con ello que poco a poco va 

saldando– que los antiguos esclavos afrodescendientes y sus proles, también sirvieron de mano 

de obra en las actividades agrícolas y ganaderas reseñadas. Y entre otras prácticas económicas 

y de subsistencia, se dedicaron a la orfebrería y al arte, y a otros labores  realizados en las 

estancias jesuíticas, como ya han estudiado recientemente Becerra (2008) y Dimunzio y García 

(2007). 

Con respecto a los sectores comerciantes que manejaban la economía provincial, se debe 

afirmar que la mayoría de ellos residían en la ciudad, y estaban ligados a las familias patricias 

coloniales, manteniendo fuertes vínculos sociales y de parentesco con familias tradicionales del 

señalado periodo. La especial ubicación de la provincia respecto a los mercados imprimió esos 

rasgos y atributos específicos al grupo de comerciantes; a los que se puede sumar que 

participaron en casi todos los circuitos mercantiles del espacio rioplatense (Romano, 2002, 

p.176). 

Si bien la mayoría estaban asentados en la ciudad, también llegada la mitad de ese siglo, se 

comienzan a instalar lentamente comerciantes de otros lugares, (y de la misma capital provincial) 

en la zona riocuartense, como ha sido señalado por Basconzuelos (2011). Aunque al ser zona 

de frontera para con la población rankelce, su radicación, fue lenta y desigual hasta que el estado 

no corrió la línea de frontera hacia 1869. Al igual que los grupos de poder de otras geografías, 

fue una élite con fuertes rasgos tradicionalistas y aristocráticos, que ocupó, no sin disidencia y 

tensiones entre sí, los resortes del gobierno. De esa manera, y como ha señalado Romano, “la 

elite social, constituida por los más ricos y prestigiosos, sumada a los valores jerárquicos 

dominantes, se traducía ´naturalmente' en representación política y en el ejercicio de las 

funciones del gobierno” (2010, p.272). Aunque es lícito destacar que si bien existieron cambios 

y continuidades en el grupo hegemónico que manejaba el estado –el trabajo citado de Romano 

es convincente en tal sentido– actuaron como clase hegemónica durante el siglo XIX.  Tal 

afirmación considera que a partir de 1820, iniciado el periodo que parte de la historiografía ha 



 

llamado “autonomías provinciales”, los grupos al poder en Córdoba, organizaron la provincia 

instaurando progresivamente un régimen republicano,  representativo y plutocrático guiados 

por principios liberales (Romano, 2010, p.15). Los gobiernos, caído el régimen rosista, 

estuvieron bajo el poder de grupos conservadores que, a partir de la consolidación del estado 

nación e iniciado el periodo dominado por la “generación del ochenta”, se conformaron como 

clase social hegemónica en torno a la instalación del modelo agro-exportador, y estuvieron 

especialmente vinculados con los gobiernos nacionales8. 

Más allá de faccionalismos y divisiones intestinas, estos sectores políticos pueden ser 

pensados entonces como un conjunto social ligado al poder político, liberales en términos 

económicos, que se mantuvo en el gobierno provincial a partir de sistemas de alianzas, 

negociaciones, lazos de parentesco, entre otras estrategias de clase9 y que se preocuparon por 

la adquisición de tierras urbanas y suburbanas en distintos departamentos provinciales 

(Boixadós 2010). 

En cuanto a la vida religiosa, sabido es que Córdoba fue sede de la primera universidad de 

lo que hoy es Argentina, fundada en 1613 por la Compañía de Jesús. Ésta le dará una impronta 

de larga duración a la provincia en dos sentidos: en el estrictamente religioso y en el ámbito 

académico. Es por ello, que la ciudad y la provincia estarán signadas con un sello perdurable, 

ya que la vida eclesiástica en los siglos posteriores a la fundación de la universidad, tendrá un 

carácter indudablemente performativo y condicionante en la realidad social. Esa imagen 

significativamente “enclaustrada” –en referencia a la ciudad– es la que resaltara Domingo 

Sarmiento hacia 1845 cuando planteara, no sin sorpresa, que “en cada cuadra de la sucinta 

ciudad hay un soberbio convento, un monasterio o una casa de beatas o de ejercicios” 

(Sarmiento, citado por Ansaldi 1997, p.5). 

En ese carril descriptivo, si se piensa en lo académico, la universidad fue formadora y 

“reclutadora” de la élite gobernante de la provincia, como ya lo han demostrado María Belén 

Portelli (2001, p.150) y Javier Moyano (2010). Estos dos elementos alegóricos y fundantes –lo 

religioso y lo académico– construyeron criteriosamente una identidad provincial genérica con 

más permanencias que cortes en cuanto a su incidencia social, y se postulan como dos de los 

más importantes para entender las políticas de aboriginalidad del estado cordobés que se 

                                                 
8  Al respecto se sugiere la lectura de Javier Moyano (2010) 
9 Sin embargo, para no caer en simplificaciones y considerar que la clase es una categoría cristalizada,  habría que 

realizar distinciones fundamentales y precisas dentro del mismo grupo de poder. María Victoria López (2013) 

realiza en su trabajo una caracterización sociohistórica de las elites conservadoras de Córdoba, analizando las elites 

sociales, culturales, intelectuales y económicas; y, aunque llega a la conclusión que son un mismo actor colectivo, 

muestra las “fracciones” dentro del grupo de las elites. 



 

analizarán en los próximos capítulos. 

 

 

 

II.2. ¿TRANSICIÓN DE UNA “SOCIEDAD DE CASTAS” A UNA SOCIEDAD 

MODERNA? 

 

 

Se enunció que el corte que significó el caudaloso río revolucionario independentista, tuvo 

efectos de larga duración; quizás el más evidente de todos fue el del ámbito de las posibilidades: 

la construcción de otra forma estructural de control y dominio social con formato de república 

es el ejemplo más cabal de ello. Ésta, a su vez, fue encarnada en otra invención de reciente 

factura –en términos históricos– como es el estado nación moderno. Sin embargo, se querrá 

destacar que si bien existió un corte al colonialismo en términos políticos, otra estructura menos 

visible como es el colonialismo interno –por lo general descuidado por la historiografía– siguió 

operando y subyaciendo en esferas de las que importa rescatar el de las subjetividades, los 

discursos y las prácticas políticas. Corporizándose de tal manera en criterios legales y  verdades 

científicas que fabricaron un estado de las cosas que se perpetró y cristalizó en realidad histórica. 

Si se reflexiona en que esas nociones se sostuvieron silenciosas y subrepticiamente en las 

esferas estatales e intelectuales luego del proceso de revolución y guerra –aunque si bien no se 

mantuvieron estáticas sino que se dinamizaron con las posibilidades que brindaba la 

modernidad– se tiende un puente para pensar lo moderno-colonial. Es que este proceso de 

persistencia y revitalización de ciertas miradas hacia el otro, más allá de las contradicciones 

dialécticas propias del afianzamiento de un nuevo régimen y de un nuevo contrato social, 

permitió que se desenvuelvan arremolinadamente como continuidad histórica en prácticas 

políticas concretas, mostrando su cara oculta, que al decir de algunos autores es la colonialidad 

(Rivera 2015; Mignolo 2002 y 2003; Lander 2000). 

Resta considerar que esos arquetipos y representaciones sobre “los otros” coadyuvaron y 

fortalecieron un racismo institucional no necesariamente ligado a la idea de “raza” o “etnia”, 

que deshabilitó la existencia de “otros internos” en el periodo pos revolucionario. De tal manera, 

estas mesuradas operaciones de objetivación/subjetivación –prioritarias de relevar desde lo 

historiográfico– configuraron permanencias históricas que son las que precisamente se quieren 

destacar. 



 

Para explicar esa propuesta analítica y hermenéutica, es preciso explicitar primeramente que 

si bien se puede partir de categorías clásicas de lo social10 ello conlleva también reflexionar 

sobre algunas advertencias: por un lado, pensar que esas creaciones historiográficas que sirven 

para el entendimiento del pasado no son más que categorías per se que permiten una 

aproximación al pasado. A su vez, advertir que sin ser repensadas pueden mostrar una imagen 

acartonada, rígida y poco dinámica de la sociedad cordobesa, sobre todo si están a-

criteriosamente “pegadas” a lo expresado por las fuentes escritas, que como se advierte, son 

expresiones desde el poder. De allí que la idea del abigarramiento resulte seductora para 

explicar y comprender a la sociedad cordobesa del periodo, y más aún a la comunidad de San 

Marcos, ya que tal concepto designa un mundo que es y no es, una mezcla entre blanco y negro, 

una mixtura imposible de sintetizarse en el mestizaje. 

Es decir, la pervivencia en la comunidad de indios de San Marcos de ciertas prácticas 

colectivas –se verá cómo los indios e indias desplegaron una diversa cantidad de estrategias de 

resistencia frente al avance del proceso de desamortización de tierras que en realidad son 

continuidades históricas si se las ve en la larga duración– la yuxtaposición de autoridades 

coloniales con autoridades o jefaturas políticas “propias” –como los cazqui curacas– la forma 

de vivenciar el territorio en una cartografía en transición hacia la modernidad, permiten sostener 

la idea de lo abigarrado, es decir de la convivencia de un mundo indígena y un mundo no 

indígena durante el siglo XIX. Correspondiéndose, en última instancia, a una irresuelta 

dialogicidad entre lo “indio” –no como esencia sino como factoría colonial– y lo “moderno” –

no como algo acabado sino como posibilidad estructurante de una nueva forma de organización 

social– que permitirían explicar el periodo. 

Tranquilamente, luego de prescribir lo abigarrado del siglo en cuestión, se podría postular 

que lo mestizo sería igualmente efectivo para la comprensión del pasado. Pero para objetar ello 

es preciso recordar que por mestizo11 se ha entendido la mezcla racial –leáse biológica y/o por 

sangre– y/ o cultural de dos entidades previamente separadas (De la Cadena, 2006, p.55). De 

esta forma, este concepto entonces diluye las identificaciones anteriores y fusiona en una nueva 

identidad estéril, la mezcla. Operación ésta que permitiría dejar de hablar de “indios” o de 

“negros”, y hablar a partir del cruce biológico/cultural de “pardos”, “mulatos”, etc, cancelando 

                                                 
10

 En los últimos años se han dado algunos importantes avances acerca de la comprensión y explicación del pasado 

a partir de algunas investigaciones que muestran, la vida cotidiana de mujeres, niños, ancianos, etc. Esta 

intromisión de “nuevos” actores ha enriquecido notablemente el conocimiento del pasado, asi como ha posibilitado 

ampliar las temáticas, categorias y preguntas que los historiadores e historiadoras realizan al mismo. 
11 Sin embargo, se admite que hay varias formas de definir el concepto. 



 

la posibilidad de construcción de identidad, desde una perspectiva ahistórica, al menos desde la 

perspectiva de esta investigación.12 Lo subyacente y aparentemente poco visible del mundo 

moderno-colonial en cuanto a relaciones sociales, modos de acción colectiva e individual y 

maneras de habitar el espacio, permite evidenciar a lo heterogéneo y manchado, lo diverso y no 

resuelto; es decir la pervivencia de los indios e indias,  desentendiéndose de las cuestiones 

biológica y sanguínea desde las cuáles se ha pensado la identidad, conjuntamente con la 

implantación de un proceso de modernización que quiere sepultarlo, sin lograrlo. 

Resulta pertinente recordar que parte de la historiografía cordobesa13 ha explicado a la 

sociedad del siglo decimonónico como una sociedad construida por estratos sociales, ligadas 

linealmente a las categorías que la documentación ha enunciado, y por ende vinculadas a la idea 

de mestizaje. El riesgo de ello, es suponer que esas categorías –y por ende esa estratificación– 

son la realidad histórica; debiendo desde el punto de vista que aquí se adopta, ser lugares de 

partida y no de llegada, ya que los indios e indias, según su propia voz, sus prácticas y su devenir 

(cuestiones que se relevarán en los capítulos próximos) realmente existieron. 

De tal manera es sustancial recordar, como segunda instancia analítica, que la Corona había 

postulado en lo social la división de las “sociedades” que convivían en el territorio dominado, 

utilizando el modelo de “República de españoles” y “República de indios”14, que contrastaba 

las “diferencias coloniales” más que las “culturales” (Mignolo, 2003, p.27). Esta forma de 

organización social, territorial y étnica, fue desechada a partir del proceso que dibujó en el mapa 

americano la independencia de las Provincias Unidas, aunque es innegable que el objeto de 

estudio viene configurado a partir de esa inercia histórica, y es fundamentalmente una 

continuidad de ese pasado colonial. Sin embargo, es preciso advertir que la consideración de 

este modelo (o “tipo” explicativo en el sentido planteado de Peter Burke 2007), si bien es útil 

para la aproximación histórica, debe ser criteriosamente repensado, ya que es necesario 

comprender que dentro de ese conjunto amplio de humanos descrito como “república de indios” 

existía una diversidad de realidades, que es preciso tener en cuenta para no reificar en la 

explicación, el modelo de organización vigente durante el periodo considerado (Poloni Simard, 

2000, p.94). Es plausible plantear entonces, como se ha dicho ya, que el uso acrítico de 

categorías, sin reflexionar acerca de su naturaleza e ignorando que son fruto y factoría humana, 

                                                 
12 La tesis doctoral de José María Bompadre (2015, p.69 y ss.) da algunas precisiones desde una mirada que 

también pondera la larga duración, de la que ésta interpretación es subsidiaria; aunque con algunas diferencias de 

abordaje. 
13

 Celton (1982), Romano (2002), Arcondo (1992), Endrek (1966), entre otros. 
14

 Al respecto es clásico ya el trabajo de Magnus Mörner (1970). 



 

y no verdades inobjetables, es poco deseable en la investigación histórica como bien advierte 

Beatriz Moreyra (1995). 

Bajo el nombre de república de indios y repúblicas de españoles se agruparon entonces, y 

con el fin del control social, una inmensa cantidad de personas, situaciones y condiciones, que 

fueron presentados por los recientemente citados historiadores cordobeses, como parte de un 

proceso de mestización de la población cordobesa. En tal sentido y como también advirtió Bixio 

(2009, p.9) este modelo tiene dificultadas para explicar –y las investigaciones que de él se 

derivan– la inmensidad de casos “particulares” como los indios urbanos, libres, los huidos, 

pequeños comerciantes, soldados, desafiliados de las comunidades, etc. Esta autora postula que 

deberían indagarse aquellas realidades “entre” o “fuera” de ambas repúblicas; que traspasaron 

socialmente el periodo colonial y convivieron con otros sujetos durante el siglo XIX. Y es en el 

“entre” en el lugar que se quiere habitar para comprender el proceso de desamortización de una 

comunidad indígena. De tal manera, los mestizajes formulados conceptualmente que aparecen 

en las fuentes primarias, 

 

no pueden nominar todo aquello que rebasa a las mismas y que se cuela por los márgenes imprecisos 

de la misma clasificación que las funda, habilitando a interpelar no sólo su carácter provisorio y 

hegemónico de clasificación, sino también las formas naturalizadas que como efecto de verdad son 

instituidas (Bompadre, 2015, p.73). 
 
 

En tal sentido, también el concepto de casta “designó a todos aquellos individuos que no 

entraban en las categorías de indios o español” (Ambroggio, 2013, p.118), perdiéndose en esa 

simplificación de lo social, una riqueza de situaciones como se admitía anteriormente. 

Más que propuesta de análisis o categoría histórica –y superando el evidente contrapunto 

necesario con lo mestizo– el abigarramiento abre caminos a la hora de reflexionar sobre lo 

pretérito, liberando a la “abstracción e imaginación histórica” de sus habituales chalecos (Bloch, 

1982, p.145). Desde este atalaya hermenéutico es factible el examen del pasado tomando como 

prioritarias las advertencias de Bompadre, Bixio y Ambroggio –entre otras– aunque, sería 

auspicioso volver a describir la realidad cordobesa incluyendo otras esferas de lo social que se 

consideran separadas de lo “cultural”, como las que se nombraron en la primer parte del capítulo. 

Pero se considera más fructífero desde lo narrativo, considerando los “goces estéticos” de los 

que alguna vez habló el fundador de Annales muerto en combate (Bloch, 1982 p.13), ingresar 

y abrir las puertas de la comunidad de indios de San Marcos, que es motivo del próximo capítulo. 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

III. LA COMUNIDAD DE INDIOS DE SAN MARCOS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

III.1. PROCESO DE ETNOGÉNESIS Y LAZOS POLÍTICOS 

 

Traducir el archivo a la escritura es, primero, renunciar. 

Aun los investigadores más apegados a sus fuentes saben 

que lo que se espera de ellos no es la exhibición de piezas extraordinarias [...] 

habrá que desprenderse de lo innecesario por bello y brillante que sea, 

ya que los mismos materiales que han dado claves, 

texturas y resonancias 

pueden convertirse en lastre 

 

Lila Caimari 

 

 

De las múltiples discusiones teóricas acerca de los llamados procesos de etnogénesis15, y 

como se esbozó en el capítulo introductorio, importa referir que estos fenómenos dan cuenta de 

la construcción de “identificaciones” grupales, que por oposición a una “externa”, y bajo 

determinadas coordenadas témporo-espaciales, se desarrollan en un contexto histórico 

particular. Es por ello que el término no solo permite hacer hincapié en las capacidades creativas 

y adaptativas de las sociedades indígenas, sino que se transforma en una herramienta analítica 

indispensable para “desarrollar enfoques históricos críticos de la cultura como un proceso 

continuo de conflicto y lucha de los pueblos y su posicionamiento dentro y contra una historia 

general de dominación” (Hill 1996, en Jones y Rodríguez, 2005, p.10). 

Para el caso del “pueblo de indios” de San Marcos, es imprescindible referenciar que la 

asignación de encomiendas, como parte de la estrategia de asentamiento y dominio colonial, 

fue una de las bases desde donde se dotó de sentido al territorio y a las relaciones de dominación 

impuestas; y, por ende, puede ser propuesta como momento de génesis y también como 

momento de inicio del abigarramiento de la comunidad indígena, ya que éste se define a partir 

de las relaciones coloniales. No se quiere desconocer la existencia anterior de pueblos indígenas 

en ese espacio territorial ya que bien como han señalado las fuentes coloniales y Mariela Tulián 

–cazqui curaca de la comunidad de San Marcos a la hora de escribir estas líneas16– la familia 

Tulián es anterior al proceso de conquista17; llamándose el territorio antes de la invasión Tay 

                                                 
15 Al respecto se puede consultar: de Jones, I. y Rodríguez, L., (2005); Galo Luna Penna, G.(2014); Bartolomé, M. 

A. (2006) y Korstanje, M. (2011) 
16 La Comunidad Indígena Territorial Comechingón-Sanaviron Tulián, cuya personería jurídica ha sido reconocida 

en 2010, tiene en la actualidad larga data, ya que su proceso de comunalización, es de la década del noventa del 

siglo XX. Será pertinente, para la ciencia histórica, establecer desde una mirada que contemple la temporalidad de 

la larga duración, algunas precisiones más acabadas sobre este proceso de la historia reciente. 
17 Se desconoce hasta hoy si las familias comuneras que son objeto de este trabajo, como los Velázquez, Gómez, 

Reyna o Reina, Briguera, Ochonga, Ludueña, etc. estuvieron presentes en el territorio conocido luego como San 

Marcos anteriormente a la conquista o son “allegadas”, “trasladadas”, etc. La imposición del apellido, ligada al 

proceso de evangelización y la ordenación territorial, nubla la posibilidad de conocer el proceso constitutivo de 



 

Pichtín, Tay Pichin o Tulián Cabiche (Tulián, 2016, p.33). Lo que se pretende apuntar es que 

San Marcos, como “pueblo de indios”, nació bajo el influjo y dominio español, fenómeno que 

transfiguró el significado territorial anterior a la invasión, para imbricarlo dentro de un 

ordenamiento colonial territorial evangelizador, extractivista y desontologizador (en el sentido 

planteado por Mignolo 2003). Lo que hace indispensable considerar que ese proceso de 

interrelación y tensión dialéctica en cuanto a apropiación de tierras y recursos entre 

encomendados y encomenderos, si bien fue constitutivo de la construcción de la comunidad, 

no partió exclusivamente de aquellas bases materiales, sino que tuvo su componente simbólico 

y por lo tanto intangible18. 

Por otro lado, en cuanto a la organización política de la comunidad, y como se nombró, la 

corona española impuso un formato de organización interna etnoburacrático dentro de los 

pueblos de indios en el que tuvieron fuerte presencia el “alcalde indígena” y el “cabildo 

indígena”, figuras que articulaban con los representantes del poder colonial para cuestiones 

como el tributo o la justicia (Tell 2012, Tell y Castro Olañeta 2011). De manera articulada y 

yuxtapuesta, existía una compleja organización social y política dentro del pueblo de indios: 

según Mariela Tulián –evocando “recuerdos” y la palabra de “los abuelos”– la comunidad era 

“gobernada” –en la colonia y en tiempos de la república– por un “consejo” o “confederación” 

que más allá de la definición actual que se le puede atribuir a esas palabras, eran “alianzas” 

establecidas por algunas familias a partir de la experiencia del “desarraigo, las necesidades, las 

penurias, las tristezas y el dolor” y “sustentadas por la solidaridad”19. Alianzas que deben 

remitir a lo ya postulado: en la comunidad de indios e indias coexistían abigarradamente 

diferentes tipos de autoridades, formas de resistir y de discurrir espacialmente. 

Es presumible postular que los individuos y/o familias en las comunidades, en contextos de 

dominación y sometimiento, estrecharon este tipo de lazos en los que subyace la experiencia de 

la dominación (dolorosa o no) como común denominador más allá de las variadas situaciones 

y matices que tal ejercicio de poder conlleva. Al respecto, y analizando un caso del pueblo 

mapuche, Ana Margarita Ramos señala que las comunidades se construyen a partir de lazos 

                                                 
esas familias comuneras, que aún hoy, reconocen esa filiación “originaria”. Por otro lado, los “traslados” de “indios 

forasteros” a San Marcos, también dan la posibilidad de pensar que muchas de esas familias hayan llegado a San 

Marcos en esa situación, provenientes de los Valles Calchaquíes, y otros espacios que resistieron al proceso de 

invasión y conquista, con éxito durante algunos años de la colonia. Es probable que al menos algunas de esas 

familias, por lo que cuenta la tradición oral, tengan origen en esos valles citados. 
18 Como se demostrará a continuación existieron disputas por el nombre de la reducción. Los encomendados 

plantearon a las autoridades, la devolución del nombre de “San Marcos”, en una coyuntura específica que se 

explicará más adelante en el capítulo. 
19 Mariela Tulián, comunicación personal, octubre de 2017 



 

afectivos: aquellos que responden a un linaje o grupo parental, y por otro lado “aquellos lazos 

establecidos por alianzas políticas y experiencias compartidas de persecución, temor, 

peregrinaje y negociación entre linajes y familias diferentes” (Ramos, 2009, p.77). Ello rompe 

con la idea de un pueblo de indios homogéneo, articulado únicamente por lazos sanguíneos, y 

permite entender a la comunidad como una construcción social, histórica y dinámica, y alejarse 

de lo que Viveiros de Castro llama “definición genética” (2013, p.119). Estas premisas, que 

radican en concepciones biologicistas y ahistóricas, fueron motivo para que no sólo se desoiga 

el reclamo indio al momento de la desamortización de las tierras al plantear que “no eran indios”, 

como se verá en el capítulo 6; sino también fueron tomadas acríticamente por parte de la 

historiografía cordobesa que postuló la “mestización” como proceso de disolución de lo 

indígena20. De esta  forma, permite entender también, como sostiene Silvia Rivera Cusicanqui 

que lo “indio” pasa más por una experiencia colonial, que por una cuestión sanguínea o una 

“identidad rígida” (Rivera Cusicanqui, 2010, p.7). 

Tales “alianzas políticas” y “experiencias compartidas” –relevadas parcialmente por las 

fuentes escritas analizadas– servían como modo de organización política, y eran dinámicas en 

el sentido que iban “adoptando” a las “familias desarraigadas de otros territorios que llegaban 

a San Marcos” según la fuente oral antes nombrada.  De esta manera, y como sostiene 

nuevamente Ramos “en el desplazamiento por el territorio –conquistado y resistido– se irán 

restableciendo entonces, las pertenencias, los lugares de apego, y la articulación de las agencias 

indígenas” (2009, p.79). Pudiéndose plantear, de esta manera, que la experiencia de la invasión 

y la conquista hayan posibilitado proyectos de solidaridad, identificación y de articulación en 

el sentido expuesto, y rompiendo con la definición del “indio” desde aprioris antropológicos 

conceptuales que rayen en lo biológico y sanguíneo. 

Así, continua Mariela Tulián, en tal “consejo” existía una “cabeza” principal, que era de la 

familia Tulián. Ello es entendible ya que como se referenció esta familia estuvo registrada en 

lo que luego fue “San Marcos” desde las primeras entradas invasoras españolas. A partir de allí 

se elegía un “representante de cada clan” familiar, aunque en cada familia podía existir más de 

una “autoridad”: también las había “espirituales” y de “justicia” que podían o no ser llevadas 

adelante por la autoridad política. El representante podía ser o no el cazqui curaca de la familia: 

“el curaca representa la voz de trueno y es aquella persona para la cual el territorio tiene más 

derechos que las personas”; es decir es quien mantiene “afinidad con el territorio, las plantas, y 

los espíritus”. En cuando a la figura de cazqui, Mariela dice que “quién es curaca puede ser 

                                                 
20 Por ejemplo Aníbal Arcondo (1992, p.186 y ss.) 



 

cazqui” y que “una persona que no es curaca no puede ser cazqui” En ese sentido cazqui es el 

“político, la cabeza de la familia”, es decir “el referente político hacia afuera de la comunidad” 

e integrante del “consejo” indígena de la comunidad. En referencia al “alcalde indígena”, figura 

creada por la colonia, según Mariela la “corona puso de alcalde a los cazqui curacas ya que eran 

los líderes natos” de la comunidad21. Estas afirmaciones, más que sugerentes, serán retomadas 

luego de que se conozcan y analicen algunas lógicas que se dieron las familias comuneras. 

Dicho ello, resta señalar que el pueblo de indios de San Marcos ha presentado en la larga 

duración algunos atributos y singularidades únicas22, en cuanto a la definición de su alteridad, 

que lo diferencian de otros pueblos de indios de la jurisdicción cordobesa, y que pueden ser 

pensadas desde la perspectiva del abigarramiento. Se dirá entonces, para explicar ello, que el 

pueblo de indios de San Marcos tiene su inicio en una merced que recibe en 1607 Pedro Arballo 

de Bustamante. Ya en el siglo XVII la estancia formada en ese territorio, era conocida como 

San Marcos, en honor al patrono al que se dedicó la capilla construida por los indios, que data 

de 1671. El oidor Antonio Martínez Luján de Vargas, en su visita de 1693 dispuso la entrega de 

tierras a los indios encomendados al capitán Alonso Lujan de Medina, su encomendero para el 

momento de la visita. En 1694, se amojona y demarca las tierras de la reducción y los indios 

encomendados se quedan con un original23 del testimonio de la demarcación ya que Lujan de 

Medina no les otorgó la escritura exigida por el visitador. Esta encomienda es registrada como 

“San Jacinto” durante el siglo XVIII, y la estancia fue pasando de mano en mano durante 

sucesivas oportunidades, en el transcurso del siglo nombrado. Sus propietarios o arrendatarios 

fueron avanzando sobre las tierras asignadas a los indígenas encomendados (Tell, 2012, p.4 y 

ss.). 

Es sabido –como afirma parte de la bibliografía consultada y las fuentes orales24– que 

existieron “denuncias”25 por parte de los indios e indias encomendadas de aquel proceso de 

avance de tierras, canalizadas hacia las autoridades coloniales de turno, lo que daría cuenta del 

conocimiento y uso estratégico de los mismos. Hay constancias escritas de ellas de los años 

1769, 1772, 1785, 1796, en las que, en oportunidades, también se realizaban otras peticiones 

                                                 
21

 Mariela Tulián, comunicación personal, octubre de 2017. 
22 Es pertinente decir, como es esperable para no caer en el reduccionismo de la categoría, que cada “pueblo de 

indios”, más allá de lo genérico que los delimita para hacerlos cognoscibles, ha tenido su propia configuración y 

lógicas de reproducción. Ello es evidente si se repasa el trabajo de Castro Olañeta sobre el pueblo de indios de 

Quilino (2006) 
23  La comunidad de Mariela Tulian, en la actualidad, admite tener aún este documento (Mariela Tulián, 

comunicación personal, enero de 2017) 
24 Se intercalarán a continuación algunas citas textuales, producto de las entrevistas a Mariela Tulián y familiares 

de Timoteo Reyna y Francisca Díaz (ambos comuneros indios a finales de siglo XIX). 
25 Mariela Tulián, comunicación personal, noviembre 2016. 



 

como la restitución de la Capilla y la denominación nuevamente como San Marcos y no como 

San Jacinto (Tell 2012). Este último pedido de restitución de un espacio y un nombre católico, 

es posible de explicar a partir de la evangelización como operación desontologizante, pero 

también deben contemplarse la coexistencia de diferentes concepciones y explicaciones del 

mundo26 en la esfera espiritual-religiosa, que a fin de cuentas permite entender la pervivencia 

de prácticas espirituales no católicas a fines del siglo XIX y aún en la actualidad, como han 

referenciado las familias entrevistadas. Es decir, el proceso de evangelización, junto a la 

imposición de una lengua y un territorio –entre otras estrategias de conquista–, fue negociado 

por los indios e indias en condiciones de colonización, es decir, en un ambiente adverso y de 

escasa libertad. Lo que permite apuntalar la idea, ya abonada por la historiografía que superó la 

aculturación como perspectiva analítica, acerca de que no porque se haya evangelizado, los 

indios e indias renunciaron a sus prácticas espirituales anteriores. Ello permite postular, 

pensando en la multicausalidad, otra razón por las que se sostuvo un proceso de lucha, durante 

un periodo, por la restitución del nombre y el espacio de la capilla. Y posibilita también 

comprender a la agencia india en relación a los condicionamientos estructurales (en este caso 

la evangelización) como una estrategia dinámica y cambiante. Cuestiones que no hacen al 

cuerpo del trabajo pero que son importantes de documentar. 

Amén de ello, en cada oportunidad los indígenas –que poseían el auto de la demarcación– 

utilizaron este documento como estrategia para el reconocimiento de sus tierras, llegando luego 

de un largo proceso, a la aprobación de una mensura que favorecía los reclamos en 1805, y que 

se efectiviza en 1806 a instancias del Virrey Rafael Marqués Sobremonte (Tulián 2016 y Tell 

2012). Esta utilización de las instancias jurídicas y de la escritura como artefacto de 

interpelación, se sostiene, ha sido una continuidad que demuestra la agencia de los indios e 

indias en contextos particulares y en determinadas coordenadas témporo-espaciales, que 

habilitan la existencia de formas superpuestas de negociación y participación del juego colonial, 

como se ha sostenido también Rustán al analizar el pacto entre rankelce y borbones de 1796 

(Rustán 2010, p.22). Restaría establecer cómo operaron esas alianzas políticas descritas por 

Tulián, en diálogo con los aportes de Tell al respecto (2012). La anquilosada figura del indio 

como sujeto pasivo es desmoronada ante la evidencia de sus acciones colectivas (o aún 

individuales), por más que en el sistema colonial hayan ocupado posiciones subalternas. Como 

                                                 
26 Para una aproximación a estas cosmogonías en relación al territorio se recomienda  Tulián  y Palladino (2015). 

También es importante comunicar, si bien no es argumento central de la investigación, que las fuentes orales han 

referido a prácticas religiosas, católicas y nativas, que le darían solidez a la perspectiva del abigarramiento, 

alejándose de las miradas que entienden estos procesos desde la óptica de la “aculturación” o la “mestización”. 



 

dice Lawrence Grossberg “la marginación no es una posición espacial sino un vector que define 

el acceso, la movilidad y las posibilidades de inversión” (Grossberg, 2003, p.169). Esta tensión 

entre estructura, territorio y agencia, que puede ser pensada a partir del concepto de “movilidad 

estructurada” en la que los sujetos subalternizados y alterizados tiene capacidad de acción en 

contextos de opresión y en determinadas espacialidades, también recorrerá los capítulos 

precedentes; desde el diálogo entre teoría y trabajo de archivo. 

A su vez, estas particularidades en el proceso de alterización, deben ser entramadas junto a 

algunas ideas acerca de la creación de reducciones indígenas y a la incorporación de los mismos 

a la cartografía colonial, sin olvidar que esa inserción es acompañada por adaptaciones y/o 

(re)afirmaciones identitarias (o espirituales, como se sugirió recién) determinadas relaciones de 

producción y de poder. Estos elementos traspasan la barrera colonial e impregnan y transgreden, 

a modo de problema no resuelto al estado republicano; ya que si bien los indios e indias logran 

con el aval virreinal las tierras reclamadas, la confección del territorio provincial republicano 

encontrará en San Marcos –y los demás pueblos de indios a los que se puede sumar el caso 

rankelce en el sur de la actual jurisdicción provincial– un escollo rugoso a su desarrollo. 

 

 

 

III.2. EL PUEBLO DE INDIOS Y LA COMUNIDAD DE INDIOS DESDE LA MIRADA 

TERRITORIAL 

 

 

Como se acaba de explicar, luego de los cambios que acarrearon la revolución y la guerra, 

la comunidad indígena de San Marcos, continuó su vida paralela y articuladamente con el 

proceso histórico provincial. Es por ello que el título de este apartado quiere hacer referencia a 

esa permanencia. Ahora bien ¿qué particularidades tenía la comunidad durante el periodo 

republicano?, ¿quiénes habitaban esa comunidad?, ¿cuáles eran sus actividades?, ¿hasta dónde 

el régimen pos-colonial había transformado prácticas anteriores? ¿cómo los había afectado el 

cambio revolucionario?. Son numerosas las preguntas que se podrían hacer a las fuentes 

consultadas para describir e intentar comprender a la comunidad indígena de San Marcos en el 

periodo propuesto para examinar. Desde aquellas más generales a las más específicas y 

puntillosas, aquellas que apunten a datos cuantitativos o aquellas otras que permitan reconstruir 

lo abstracto y cualitativo. De acuerdo a ello, el recorte de esas indagaciones navegan entre lo 



 

arbitrario y subjetivo –como no podría ser de otra manera– aunque se ha reflexionado en torno 

a lo planteado por la teoría histórica: en la historia la objetividad no significa mera sumisión a 

los hechos y en consecuencia, se construye poco a poco (Le Goff, 1991, p.34 y ss.) sin contar 

que ella permite revelar posicionamientos y “actitudes de clase”, (Vilar, 1999, p.133) a las que 

se pueden agregar, cuestiones de género, etarias, étnicas, etc. 

Por lo dicho se intentarán responder algunos de estos interrogantes tomando en principio y 

como punto de partida el análisis de algunas de las planillas censales elaboradas durante el 

primer censo que lleva adelante el estado nación en 1869, la propia palabra de los comuneros y 

comuneras que ha sido “recuperada” del AHPC, la memoria de los actuales comuneros, y lo 

que ha brindado la historiografía al respecto. Junto a ello, se examinará la obra que erigió Diego 

Gregorio de La Fuente27 (1872) –fuente primaria por excelencia– quien fuera diputado entre 

1882 y 1886 por el distrito de Buenos Aires, y que tenía como objetivo la sistematización y la 

socialización de los datos del censo en el inacabado territorio “nacional”28. Luego, a sabiendas 

de los límites subjetivos y objetivos en cuanto al análisis de las fuentes, y con el objetivo de la 

reconstrucción de las peculiaridades y atributos de la comunidad se revisarán las actas 

bautismales (del ADCE) y las matrimoniales (que se han consultado gracias a la plataforma de 

IJSUD) en tensión con otros datos censales, obtenidos del segundo censo nacional de 1895 

(también de la plataforma virtual de IJSUD). El propósito final, intentando seguir humildemente 

el “olfato” y la “intuición” como advirtió alguna vez Carlo Ginzburg (1988) a quienes pretenden 

historiar, será explicar algunas tácticas de integración comunitaria y emparentamiento que le 

sirvieron a la comunidad para resistir más allá de la desamortización de las tierras. Si se 

considera lo territorial en sentido amplio y como uno de los ejes fundantes de esta tesis, será 

también preciso situar a la comunidad de indios a partir de generalidades que la precisen en 

coordenadas espaciales dentro de una cartografía provincial en transición. Esa insinuación dota 

de sentido al apartado que se desarrolla a partir de ahora. 

 

 

 

                                                 
27

 El Ministerio del Interior había creado la Superintendencia del Censo, organismo provisorio cuyo presidente 

fue Diego Gregorio De la Fuente. Este ente fue independiente del efímero Departamento Estadístico Nacional 

(1864-1875). 
28 Según la mayoría de la historiografía, el estado nación, termina de definir su territorio luego de las conquistas 

del “Desierto” y del Chaco. Campañas que culminan en el siglo XX (Delrio 2015). Aunque es necesario remarcar, 

para no caer en esencialismos, que el territorio de un estado nación nunca es definitivo, ya que siempre hay 

“elementos” externos o internos que ponen en tensión su hegemonía. 



 

III.2.a. LAS COORDENADAS ESPACIALES 

 

 

Como puntapié, al examinar pasajes del Censo de 1869 llaman la atención algunas 

prescripciones espaciales relacionadas a la cuestión de la soberanía, tanto del estado provincial 

como del estado nación. Al referirse a la provincia se afirma que “Córdoba está situada en el 

centro del territorio argentino (...) suponiéndola limitada al Sur por el río Quinto, lo que no está 

reconocido hasta el presente” (De la Fuente, 1872, p.223). Esta reticente afirmación está 

teniendo en cuenta que la frontera sur cordobesa recién se estaba desplazando ese año (Rustán, 

2010)29 y, en ese sentido, el territorio se terminaría de conquistar y definir cuando el espacio 

rankelce cayera bajo el control y dominio del estado nación con la denominada “Conquista de 

desierto”. Por otro lado, está aseverando la existencia del territorio argentino, y si bien sería 

anacrónico negar tal realidad, se quiere destacar que la concreción y delimitación territorial 

estaba en una etapa álgida: no sólo restaba conquistar en 1869 el amplio espacio de la Pampa y 

Patagonia y el espacio chaqueño (en mano de los pueblos indígenas que allí coexistían desde 

épocas anteriores a la colonia) sino que a su vez faltaban de demarcarse los límites 

interprovinciales e internacionales como ha señalado oportunamente Luis Tognetti al hablar de 

las provincias de “fronteras abiertas” (2010 y 2012a ). 

Junto a las cuestiones de soberanía, es sugerente discurrir y examinar las jurisdiccionales, 

cambiando de foco: el “pueblo de indios” de San Marcos perteneció regionalmente en la etapa 

tardo colonial al departamento Punilla; y por razones administrativas, ligadas al re-

ordenamiento liberal del territorio –que pronto se analizará– fue dividido en 1856 bajo la 

gestión del gobernador Roque Ferreyra. Es pertinente recordar que luego de la batalla de 

Caseros en la que Juan Manuel de Rosas es derrocado, en Córdoba, Manuel López es también 

depuesto. Una revolución liberal nombra gobernador delegado a Alejo Carmen Guzmán. Pues 

bien, quien continúa la tarea liberal en 1855, siendo elegido como gobernador de Córdoba, es 

Roque Ferreyra: intenta “ordenar” y establecer “delimitaciones” más precisas en el territorio30, 

por ejemplo al dividir al departamento de Punilla en dos. De esta manera, son posibles algunas 

                                                 
29

 Luego de haber permanecido estable en el Río Cuarto desde finales del siglo XVIII, momento en que la 

intendencia borbónica como parte de su estrategia de apropiación de territorio había corrido la frontera a este 

último río. Para profundizar cómo se dió el corrimiento fronterizo desde una perspectiva que contemple la larga 

duración, se recomiendan también los vastísimos trabajos –sólo se citan dos a modo de propuesta– de Tamagnini, 

M. (2016) y Pérez Zavala, G. (2007). 
30 Estas operaciones de significación  y marcación territorial son meritorios de un capítulo aparte, como se verá 

más adelante. 



 

operaciones de índole moderno como por ejemplo facilitar que el estado tenga un control social 

más preciso sobre la población y los recursos; y por otro que se pueda cartografiar al territorio 

desde nociones ligadas a lo técnico y científico, dotándolo de otros significados que lo alejaban 

del antiguo régimen. Para el caso de la división departamental una parte del antiguo 

departamento de Punilla mantuvo el mismo nombre, siendo el departamento Cruz del Eje la 

otra cara novedosa de la división. La consulta del ADCE, permitió ver cómo agenció esta 

reconstrucción espacial la Iglesia: 

 

“El 7 de enero del presente año 1860 (...) el obispo diocesano Don D. José Vicente Ramires de 

Arellano dividió el antiguo curato de la Punilla, instituyendo este nuevo denominado, Cruz del Eje 

y p[o]r esta razón se da principio a formar un nuevo archivo de este beneficio” (ADCE, Bautismos, 

Libro 1, f.1.r.). 
 

Ello es importante de relevar ya que los libros de bautismos en el archivo nombrado 

comienzan en 186031, evidenciando que los ritos litúrgicos anteriores a esa fecha quedaron 

asentados en el departamento de Punilla32, condicionando de tal manera una reconstrucción más 

acabada de las familias comuneras como se verá en el próximo capítulo. Salvando esa 

aclaración, según la obra de De La Fuente el departamento de Cruz del Eje comprendía y se 

subdividía en cuatro distritos a saber: “La Cruz del Eje”, “Pichana”, “Higuera” y “Candelaria” 

(1872, p.225), perteneciendo la comunidad de San Marcos a la jurisdicción del distrito de “Cruz 

del Eje”. 

 

 

 

III.2.b. EL DESPLIEGUE MICROFÍSICO INDIO Y LA MICROFÍSICA DEL PODER EN 

EL TERRITORIO 

 

 

Esas divisiones administrativas fueron prescriptas desde una coyuntura política e ideológica 

particular –pos Caseros y derrotado Manuel “Quebracho” López– que pretendía afinar los 

mecanismos e instrumentos para un mayor control social: a partir de la administración más 

certera de la justicia, la creación del cargo de jefe político, entre otros elementos; y, que 

ordenaría, una “administración departamental primitiva” al decir de Norma Pavoni (2000, 

                                                 
31 En total son doce libros que se corresponden a los años que van desde 1860 a 1908. 
32 Al respecto, se presume que los anteriores “óleos y bautizos” están en la Capilla Nuestra Señora del Rosario, de 

Cosquín. 



 

p.115). Aunque presumiblemente, esos primeros intentos modernizantes que venían desde 

principios de siglo XIX (pero encontrarían en la institucionalidad naciente su  posibilidad de 

desarrollo) no afectaron el cómo se vivenciaba ese territorio en el cotidiano como se intentará 

demostrar a continuación. Se puede hipotetizar al respecto que los indios e indias, más allá de 

esas cuestiones administrativas, siguieron haciendo un uso del espacio más arraigado al antiguo 

régimen, desplegando una diversidad de prácticas sobre el territorio que se correspondían no 

sólo a esa cartografía anterior sino también al periodo prehispánico, como han señalado las 

fuentes orales. 

Hacia 1895, cuando se estaba efectivizando la expropiación de la comunidad de indios de 

San Marcos, Ponciano Vivanco antiguo jefe político33 del novísimo departamento Unión34 y 

ministro de gobierno, recibe un pedido en el que se le solicita  la puesta en práctica de la ley de 

registro civil en Cruz del Eje, y en el que se reparaba que la dificultad de tal proceso 

institucionalizador no sólo era por falta de voluntad política sino por “la extensión” y las 

“distancias” del departamento (AHPC, Gobierno 1895, Tomo 19, f.162.r.). De tal manera no 

sólo la extensión y las distancias eran particularidades de la ruralidad sino que uno de los 

atributos sobresalientes era la poca presencia de dispositivos institucionalizantes, que en este 

caso estaban siendo solicitados por los gobernados. Dato no menor, que habla de un 

departamento en el que la modernidad –con su densidad, urbanidad, subjetividad e intensidad 

económica como peculiaridades generales– todavía no había hecho pie a finales de siglo XIX. 

No sólo se pueden enumerar cartas y pedidos de presencia policial, sino que se han encontrado 

descripciones del inventario de la jefatura política en cuanto a armamentos, libros y “demás 

objetos” que acusan  la poca presencia estatal (AHPC, Gobierno, 1895, Tomo 22, f.4.r. y f.4.v.). 

Esos documentos visibilizan un proceso de “reorganización” departamental –moderna, se 

interpreta– y ponen en evidencia, por ejemplo, las carencias de “medios de movilidad, 

armamento, vestuario,  etc. etc. para [la] policia [departamental]” (AHPC, Gobierno, Tomo 19, 

f.160.r.). Elementos que estarían evidenciando la precariedad de las instituciones y una 

desdibujada presencia estatal, que poco a poco se iría modificando y rectificando con artefactos 

más precisos. 

Pensando en esa lenta internalización de la modernidad, y adelantándose al análisis de las 

variadas y diversas prácticas de resistencias, Carlos, el nieto de Timoteo Reyna y de Francisca 

                                                 
33 Sobre esta importante figura de la campaña cordobesa se volverá más adelante. 
34 En 1876, en carta dirigida al gobernador de la provincia, vecinos de Bell Ville, envían una misiva solicitando 

que sea separado del puesto de “jefe político” a Ponciano Vivanco por abuso de poder y autoridad (Pavoni, 2000, 

p.156) 



 

Díaz ha descrito en las entrevistas cómo los hermanos de Timoteo (José “Tigre” –cazador de 

pumas– y ¿Celestino? ¿Crisóstomo? ¿Dardo?) dieron muerte a un policía, fugándose desde San 

Marcos, a caballo, monte adentro y para no volver, hacia Entre Ríos35. El motivo de la trifulca 

que terminó con la muerte del policía –del que no se sabe el nombre– fue el “bandolerismo” de 

los hermanos Reyna. Al parecer, y según ha contado el entrevistado, sus tíos abuelos eran 

“bandidos rurales”, que “robaban a los ricos” y repartían su motín “entre los pobres”. Prácticas, 

a veces asociada a otras como al cuatrerismo, que han sido vinculadas en contextos similares, 

no sólo a la desobediencia a las instituciones que se estaban consolidando como tales y al 

quebrantamiento de la ley, sino a una oposición al “nuevo orden”. De tal manera, es posible 

pensar que “el delito actuaba así como punto de fuga de las presiones sociales y las diferencias 

económicas” –en el caso que se viene analizando a presiones territoriales, entre otras– a partir 

del cual se articulaban diferentes estrategias de subsistencia” (Pérez, 2015, p.16). Supuestos 

que habría que corroborar en otras investigaciones. 

Estas singularidades que expresan la casi inexistente presencia de dispositivos, instituciones 

o “manchas” modernizantes en el departamento, también dan cuenta de que un sector de la 

población departamental veía como necesaria una mayor presencia estatal; lo que pondría de 

relevancia una situación de dualidad entre dos maneras de concebir, habitar y utilizar el espacio: 

una que solicitaba que se haga presente efectivamente el proceso de  modernización, y otra, que 

como se dijo, hacía otro uso del territorio, desconociendo el proceso modernizante o al menos 

cuestionándolo. Este supuesto, a su vez, brinda un sustento explicativo para comprender cómo 

otros miembros de la familia Reyna corporizan la modernidad de manera acabada: Laurencio 

Reyna, uno de los hijos de Félix de la P. Reyna, se “hace” policía36, mientras que su padre, 

cazqui curaca de la familia, luego de la desamortización de las tierras, es nombrado Teniente 

Coronel entrada la década del noventa (AHPC, Gobierno 1895, Tomo 22, f.4.v.). Ambos casos, 

que se retomarán en el capítulo 5, si se los tensiona con lo referenciado por Carlos Reyna (el 

asesinato de un policía por parte de sus tíos bisabuelos) ilustran  prácticas, aparentemente 

desconcertantes y contradictorias, que no serían excluyentes una de la otra, más bien, 

complementarias y superpuestas: como afirma Pablo Vagliente la modernidad en Córdoba es 

                                                 
35 Carlos Reyna, comunicación personal, septiembre de 2016. Carlos no recuerda bien el nombre del hermano de 

José “Tigre”, pero se presupone, por el trabajo de reconstrucción de linajes (ver “Las familias...”, en “ÍNDICE DE 

GRÁFICOS...” ) que puede ser algunos de los nombrados entre signos de interrogación. 
36 Laurencio figura en el censo de 1895 como “policia” lo que no deja de constituir una nota de color ya que 

significativa y mayormente, las “profesiones” de los comuneros y comuneras son aquellas ligadas a la tierra y al 

antiguo régimen: labrador, tejedora, jornalero, hilandera, etc. (ver “Ficha Censal” de 1895 en “ÍNDICE DE 

GRÁFICOS...”) 



 

paradójica ya que apela a operaciones no desdeñables desde el punto de vista de lo abigarrado 

al integrar, respetar, interpenetrar y coexistir con la antigüedad (2015, p.37)37 

En este sentido es presumible, para dar pie a otras prácticas microfísicas también 

configurantes del territorio, que en esa inconmensurable “extensión” en la que estaba inserta la 

comunidad, la relación humano-geografía, haya estado poco teñida y prescripta por el 

condicionamiento moderno; suponiéndose, como se dijo, que la comunidad estuvo estructurada 

desde prácticas sociales y espaciales ligadas al antiguo régimen. 

A ellas se han referido también las fuentes orales, al señalar el uso del suelo para la 

agricultura y ganadería, el pastoreo, la caza de animales –como pumas– para la venta o 

subsistencia38, la trashumancia ligada a la recolección de algarroba y otras plantas nativas, que 

permiten dibujar la vastitud departamental. Sonia Tell (2008, p.140 y ss.) en su tesis doctoral 

también da cuenta de algunas de estas acciones cotidianas en relación a la tierra al reconstruir 

un calendario de actividades de “unidades domésticas campesinas-indígenas” en el que la 

recolección de algarroba, mistol y chañar son frecuentes en determinados meses del año (enero 

y febrero). De tal manera, la recolección de frutos de estos árboles nativos para la fabricación 

de arropes, bebidas, medicinas, etc., si bien eran una práctica para autoconsumo, también 

estaban insertas en circuitos comerciales que vinculaban a esas “unidades domésticas” con otras 

regiones. Aunque es preciso aclarar que particularmente la recolección de algarroba poseía 

dimensiones espirituales y comunitarias (la llamada “algarrobeada”) que aún siguen siendo 

practicadas en San Marcos y parte del noroeste provincial. El calendario propuesto por Tell, en 

cuanto a las especies de frutos y vegetales especificados, es coincidente entonces no sólo con 

lo descrito por las fuentes orales, sino también –si se piensa en prácticas agrícolas de larga 

duración– por lo enunciado por Laguens y Bonnin con respecto al periodo prehispánico (2009, 

p.193), lo que da la pauta de ciertas permanencias en cuanto al uso del territorio. 

Ya en el capítulo “Córdoba abigarrada” se habían planteado algunas ideas generales al 

respecto de ese tipo de prácticas en toda la campaña cordobesa, que si se las piensa a la luz de 

lo expresado, permiten comprender lo postulado por el censo de 1869 cuando revelaba que Cruz 

del Eje se destacaba fundamentalmente por “la fertilidad del suelo y por las buenas minas que 

                                                 
37

 Este proceso de incorporación de indios a las filas de las milicias, llamativamente, también se da en la Patagonia 

en el periodo de la Conquista del Desierto. 
38

 Las fuentes orales han relatado, como algunos indios varones de San Marcos eran cazadores de “tigres” –pumas– 

y que posteriormente vendían esas pieles en poblaciones ¡cercanas! como Villa Dolores. El relato sobre ésta 

práctica fue detallado y pormenorizado en cuanto a las formas, tiempos, armas, y rituales que se llevaban adelante 

para la persecución y la posterior caza. Lo que marca una notable diferencia de otras narrativas que han sido, 

densamente, menos descritas. 



 

contiene”, el cultivo de “árboles frutales” y trigo (De la Fuente, 1872, p.225). Al analizar 

aquellas permanencias en cuanto a prácticas agrícolas, resulta entonces pertinente cotejar esta 

información con lo dicho por los comuneros y comuneras indígenas en carta39 al ministro de 

gobierno Nicolás Manuel Berrotarán40 en 1892, para hacerse una idea más global acerca de las 

actividades económicas desarrolladas por indios e indias de San Marcos. En esa misiva, en la 

que se quejaban por la política de expropiación de tierras que estaba llevando adelante el estado 

provincial, decían ser la 

 

parte más laboriosa de la provincia, pues está a la vista todo el terreno está fincado con huertas, 

viñas, alfalfas, y sembrados, formando por decirlo asó una colonia bien trabajada que satisface con 

religiosidad sus derechos (AHPC, Gobierno, 1895, Tomo 23, f.137.r.). 

 

Como es evidente, esta información ha sido también la que han brindado algunos actuales 

familiares de los comuneros de aquel entonces. En una charla informal con parte de la familia 

Reyna, una de las nueras de Ramón Reyna –hijo de Timoteo Reina y Francisca Díaz, comuneros 

que tuvieron que abandonar la comunidad luego de 1895– recordaba que “el abuelo siempre 

nombraba un reclamo que deberían haber hecho por las vides cuando hablaba de San Marcos”41. 

Aquí se evidencia no sólo la memoria en relación a la cotidianidad y la superviviencia en 

términos económicos, sino también la memoria en relación al proceso de lucha, al considerar 

la “pérdida” de las “vides” y el “reclamo” que, aparentemente, no se hizo. Sin embargo la carta 

evidencia que los indios e indias sí llevaron adelante acciones concretas para resistir al proceso 

de desamortización en materia de tierras42. Por otro lado, y si se vuelve a las estrategias de 

supervivencia económica, otra de las entrevistadas, Mariela Tulián,  ha destacado la “riqueza 

de las tierras” de la comunidad indígena y la existencia de “molinos harineros”43, hacia finales 

del siglo XIX. 

Con respecto a la carta, vale la pena también detenerse en el “uso” de algunos conceptos 

                                                 
39 Esta carta se encuentra completamente transcripta en el “ÍNDICE DE GRÁFICOS...” y será analizada en 

profundidad en otro capítulo. 
40 Nicolás Manuel de la Concepción Berrotarán y Garzón, ejerció como abogado y docente universitario, llegando 

a ser ministro de gobierno en los años que se vienen analizando, y vice gobernador de José Manuel Álvarez entre 

1901 y 1904 por el Partido Autonomista Nacional. Había contraído matrimonio con Rafaela del Rosario Capdevilla, 

hija de una de las familias de elite que se han venido analizando. 
41 S. de Reyna, comunicación personal, marzo de 2016 (la persona entrevistada no quiso “dar” su nombre de pila) 
42 Es más que elocuente aquí cómo la imbricación de las fuentes escritas con las orales permite una aproximación 

certera a lo ocurrido. La nuera de Ramón Reyna hacía referencia al reclamo que “no” se llevó adelante. Pero la 

indagación documental en el AHPC ha permitido relevar que la resistencia fue una realidad. Por lo que la 

complementariedad entre fuentes escritas y orales, como se sugiere metodológicamente al trabajar con historia 

oral, no sólo brinda la posibilidad de tal acercamiento a la verdad histórica, sino reflexionar sobre lo inacabado y 

subjetivo de los “discursos”, tanto de las fuentes orales como de las escritas 
43 Mariela Tulián, comunicación personal, noviembre de 2016. 



 

claves por parte de los comuneros. Cuando afirman, interpelando al gobierno con su propio 

discurso, que son “una colonia bien trabajada”, se está queriendo demostrar no sólo el trabajo 

de años en la tierra sino una conciencia económica acerca de los designios provinciales 

productivos del periodo, y su correspondiente rol en tal esfera –eminentemente pasible a ser 

explotado en términos capitalistas– de una comunidad juzgada apriorísticamente como “estéril”. 

En uno de los discursos de Juárez Celman, recuperado por Tell (2015, p.68) se planteaba que 

las comunidades indias “no querían participar de la corriente y el movimiento que agita la 

actividad humana” en clara referencia a la modernidad. 

En todo caso, e interpelando a la concepción que Juárez Celman tenía de los indios e indias 

del periodo, es llamativo la utilización por parte de éstos de un discurso moderno y acorde a los 

tiempos que se estaban viviendo. Que, en primera instancia, permite interpretar que los 

indígenas eran  sujetos activos y no “estanques” –al decir del gobernador (Tell, 2015, p.68)– y 

que planteaban sus propias estrategias discursivas desde una subjetividad abigarrada –como 

también enuncia Tell–, apropiándose y dando un uso práctico a los designios y  alocuciones  

hegemónicas. 

Esta agencia comunera también se expresa en un hecho no menor, que quizás se pase por 

alto a una mirada rápida: si bien en la carta, cuando se establecen las firmas, hay muchos “indios” 

–así autoadscriben en la misiva– que manifiestan “no saber firmar”, son más lo que estampan 

su rúbrica personal. Es decir, la carta por un lado, puede pensarse como un artilugio o un 

artefacto de interpelación al poder estatal, ya que se está utilizando la vía habilitada y legitimada 

por un ambiente social determinado, y también insinúa que los comuneros y comuneras están 

apropiándose de las mismas herramientas que plantea el estado para la desamortización: la 

escritura. Esta estrategia, se sostiene, es una continuidad de otras –a las que se han aludido– en 

cuanto a la utilización de canales legitimados para las negociaciones: se había dicho ya, que los 

indios e indias a principios del siglo XIX habían obtenido tierras que les habían sido arrebatadas 

por los dueños de la estancia, apelando a las instancias legales (Tell 2012). Por otro lado, los  

indígenas, continuando con esa tradición, demuestran que hacen uso instrumental de la escritura 

y ello es importante pensar ya que “el dominio de la escritura resultó un elemento central en el 

desarrollo de la política interétnica” (Pérez Zavala, 2005, p.2) y porque brinda una imagen más 

cercana a la realidad india que es la que se quiere describir y analizar en este apartado. Hay que 

destacar, entonces, que el uso de la práctica escrituraria no es exclusivo de la comunidad de 

indios de San Marcos, ya que 

 



 

la relación entre indígenas y escritura tiene una trayectoria prolongada en América, que se remonta 

al periodo colonial europeo, cuando esa tecnología fue incorporada por las élites indígenas, pasando 

a ocupar un lugar de importancia en su relación con los colonizadores, tanto en los momentos de 

colonización como en los momentos de conflicto (Zapata Silva, 2007, p.170). 
 

Si bien en otros espacios, la tradición oral indígena era la principal vertebradora de las 

relaciones interétnicas –como en la frontera sur hasta antes de la conquista del desierto– se 

puede postular que tanto la práctica de la escritura como la utilización de canales legales y 

legitimados al ser estrategias de larga data, singularizaron a San Marcos. Es decir, la palabra 

escrita se convertía en un artefacto, una experiencia, y una tecnología indispensable a la hora 

de interlocutar con el estado –que empero poseía el monopolio de la fuerza y del poder– y 

además sirvió para peticionar, no sólo a finales del siglo XIX, sino desde la conformación de la 

comunidad en los términos de etnogénesis que se han descrito. Esta adaptación en una 

estructura colonial/moderna de coerción, hay que entenderla a partir de la experiencia indígena 

de escribir (en el sentido planteado por Zapata Silva) al afirmar que, tal ejercicio para las 

sociedades indígenas como parte de los grupos subalternos es diferente a la de otros subalternos 

(Zapata Silva, 2007, p.171). Es decir hay que pensar los sujetos en sus lugares de enunciación 

precisos, en la compleja trama de las relaciones interétnicas, y reflexionando que “los indígenas 

frecuentemente reutilizaron la tecnología de la escritura guiados por sus propias tradiciones 

cosmológicas y marcos temporales, o sus intereses políticos” (Wilde, 2013, p.2), lo que es 

evidente cuanto se autodesignan como “hijos de este suelo” (AHPC, Gobierno 1895, f.137.r.). 

Por su parte, y para finalizar el apartado, es preciso volver a reflexionar lo que ha enunciado 

Romano (2002) –contemplando la amplia gama de prácticas desplegadas en el territorio que se 

enunciaron en base a lo reconstruido por las fuentes– en referencia a las prácticas económicas 

de la campaña cordobesa del periodo: la diversificación productiva era uno de los rasgos 

característicos del ámbito rural hacia mediados del siglo XIX. Y si bien, como describen las 

fuentes, la agricultura era central, la ganadería era un elemento imposible de soslayar ya que 

“en casi todos los lugares y en proporciones diversas se criaban vacunos, bueyes, ovinos, 

caprinos, equinos y algunos mulares” (p.66). Mariela Tulián, al ser entrevistada, también había 

nombrado a las mulas como uno de los ejes fundamentales de la actividad económica de la 

comunidad, y es sabido como ya ha sido referenciado, cuál fue la importancia de la cría del 

mular en la campaña cordobesa ya que permitió la consolidación de la arquitectura de la 

economía mediterránea en los últimos años coloniales. Por último y  si se vuelve a la idea de la 

diversificación productiva de la campaña en la que estaba inserta la comunidad de San Marcos, 

la “Ficha Censal de 1895” (ver “ÍNDICE DE GRÁFICOS Y ANEXO DOCUMENTAL”) sirve 



 

como botón de muestra para observar someramente la importancia de la tejeduría y el hilado. 

La mayoría de las fichas censales hacen referencia a oficios ligados a los tejidos, y obviamente 

a la tierra. La fuente censal que se viene trabajando también enfatiza sobre la importancia de la 

industria de los tejidos en Córdoba, que “es de bastante mérito y se hacen de lana y algodon, 

frazadas, ponchos, alfombras, encages, etc.[sic]” (De la Fuente, 1872, p.224). Para completar 

la imagen y cerrar el apartado, se debería sumar el arte del trabajo en piedra y cuero –que aún 

siguen practicando algunos de los entrevistados–; todos ellas, actividades que junto a las 

anteriores estaban ligadas al autoconsumo y al mercado interno principalmente. 

 

 

 

III.2.c. LA VIVIENDA INDIA COMO RUGOSIDAD 

 

 

Fueron diversas y variadas las prácticas cotidianas y saberes de larga duración, que 

“mancharon” al proceso de modernización del territorio con otras temporalidades, como se 

enunció anteriormente. Relevarlas en su dimensión y complejidad  implicaría un trabajo 

mayúsculo, aunque se puede tomar el ejemplo de la vivienda, para consolidar tal hipótesis. En 

ese camino, se analizará la dialogicidad entre territorio y vivienda, y sus incidencias no sólo en 

el pueblo de indios, sino el periodo posterior, una vez realizada la demarcación y 

descomunalización. Sin embargo para tal operación hermenéutica primero se debería considerar 

que las viviendas, no son solamente elementos de supervivencia y objeto de uso, sino 

instrumentos y materialización de una estratificación social y diferenciación étnica; como 

también, marcadores de alteridad en el espacio. En segundo lugar, se debe considerar que la 

gran mayoría de las viviendas en la comunidad de indios eran “ranchos” de adobe y paja, por 

lo que han contado las fuentes orales y por lo que se recoge del examen del censo de 1869, que 

afirma que en el curato de Cruz del Eje existían 13 casas de azoteas de un cuerpo44, ninguna 

casa de teja, como tampoco de madera, y 1803 casas de “paja” (De la Fuente, 1872, p.254-255). 

De manera que sobre un total de 1816 casas, el 99% eran casas de paja y barro, comúnmente 

denominadas “ranchos”.   

Para ello resulta importante recordar que por rancho se entendía aquella vivienda que con 

técnicas tradicionales, construían la gente de la “tierra”. Las impresiones del Dr. Juan B. 

                                                 
44

 La grilla se constituía por casas de uno, dos o tres cuerpos. 



 

González, recogidas por Roberto A. Ferrero, al respecto de esta tipología de viviendas son 

elocuentes: “[Córdoba] es la única ciudad argentina que mantiene dentro de su recinto urbano 

estos edificios de construcción primitiva, de origen indígena” (González en Ferrero, 1987, p.27).  

En tal caso, resultan inocultables algunas preguntas ¿qué vínculos hay entre el rancho, la ciudad 

de Córdoba y la comunidad de indios de San Marcos? ¿y con qué intención se propone tal 

relación? 

De acuerdo a las entrevistas realizadas a las familias Reyna y Tulián, estos “ranchos” eran45  

construidos con técnicas  basadas en “antiguos saberes”, en los que se combinaban –no siempre 

de la misma manera pero sí utilizando casi siempre los mismos materiales– elementos 

preponderantes en la geografía serrana y abundantes en la comunidad: paja, caña, arcilla, arena, 

piedras, vigas y columnas de madera resistente, y agua. Como es evidente, las elites del 

momento –poco receptivas de la alteridad– no reparaban en estos otros conocimientos que 

interrelacionaban territorio, materiales y posibilidades, geografía, flora y durabilidad, uso, 

cosmovisión y espiritualidad. Al respecto nos decía Carlos Reyna –nieto de la comunera 

Francisca Díaz y del comunero Timoteo Reyna– que este tipo de viviendas, que fueron 

peyorativamente denostadas por las elites higienistas y finiseculares –y marcadas por la 

estatalidad como focos de infección de enfermedades que diezmaron la ciudad y la campaña 

cordobesa en el entresiglo46– son las que construyeron, en las barriadas populares de la ciudad, 

algunos comuneros indígenas una vez que fueron expulsados por el proceso de desamortización. 

Es decir, Carlos contaba que algunas casas de esos “rancheríos” en la ciudad de Córdoba de 

principios de siglo XX fueron fruto de las manos y saberes de las familias indias que cuando se 

hizo efectiva la ley de 1881, se vieron despojadas de sus hogares y de sus medios de subsistencia, 

se trasladaron a la ciudad en los años posteriores, engordando de esta manera barrios-pueblos 

temidos y estigmatizados, como los abigarrados “El Abrojal”47, “Pueblo Nuevo” o San Vicente 

y La Toma o “El Pueblito”. Carlos recuerda que 

 

“cuando papá vino con su familia se fueron directamente al “Abrojal”, y luego se trasladaron a barrio 

Talleres; en donde papá construyó la única casa de adobe del barrio. Era de dos aguas, bastante 

amplia, tenía el techo de caña y torta de barro, las paredes de barro y paja...[agregando]...papá le 

“dibujó” con un hilo tenso que iba de vértice a vértice de pared, los ladrillos para que pareciera una 

casa de material”48 

                                                 
45 Algunos miembros de las familias entrevistadas aún en el momento de escribir la tesis siguen construyendo sus 

viviendas de ésta  manera y utilizando los mismos materiales que sus ancestros. 
46 Para corroborar esos imaginarios alrededor de las viviendas e indagar otras aspectos sugerentes en cuanto a la 

salubridad e higiene de los sectores subalternos, se puede consultar Portelli (2011). 
47 Hoy barrio Güemes de la ciudad de Córdoba. 
48 Carlos Reyna, comunicación personal, septiembre de 2016. 



 

 

Son sugerentes algunas interpretaciones. Primero hay que destacar que una vez realizada la 

descomunalización se trasladaron técnicas “ancestrales” a la lógica de la ciudad, que para la 

visión moderna aparecían –como bien relativiza González– únicamente como vestigios de vida 

primitiva. Este será el punto de vista también de los ingenieros Manuel Río y Luis Achával 

(1905) como se analizará en capítulos posteriores. Pero lo que interesa destacar es que esta 

mirada unilineal, emergida de una subjetividad colonial, conlleva algunos problemas: si bien 

puede pensarse a prima facie que la internalización y reproducción de ese discurso 

decimonónico y excluyente en los propios afectados por la descomunalización y parte de sus 

descendientes (notar que se “disfraza” el hogar para que no parezca de barro) estaría ilustrando 

una situación de hegemonía del discurso estatal hacia los sectores subalternos –en términos 

gramscianos–; también pueden habilitarse lecturas tangenciales desde la óptica del 

abigarramiento. La vivienda, más allá de la mascarada “civilizatoria” en su fachada, puede ser 

postulada en su trasfondo como una forma de resistencia cultural en el ámbito de la infrapolítica, 

en el sentido planteado por James Scott (2000). Entendiendo esa acción de encubrimiento como 

un discurso oculto, es decir, como una forma de expresión dual, heterogéna, indiscreta e 

indirecta o como una “forma disfrazada de disidencia pública” (Scott, 2010, p.45). Peter Burke 

(2007) –como se señaló a su tiempo– también ha reflexionado al respecto, consustanciando las 

ideas de hegemonía y la de resistencia, consenso y coerción, al plantear que este tipo de 

“resistencia puede asumir la forma defensiva de un conformismo externo sumado al 

ocultamiento” (Burke, 2007, p. 155). 

Esta rugosidad en un paisaje urbano, puede ser entendida como una de las amplias formas 

de acción colectiva –siguiendo a Burke– y también como un elemento disruptivo dentro de la 

imposición del territorio como tecnología política, aspecto teórico que se desarrollará en el 

capítulo 5. Es por ello que el rancho puede comprenderse como un artefacto histórico 

abigarrado que resistió no sólo en la comunidad indígena, sino que sigue haciéndolo en la 

ciudad; oponiéndose y desobedeciendo la ordenación e imposición de espacio que acarreó la 

configuración moderna. Asimismo, esa asimilación negociada a los espacios urbanos o rurales, 

posee otras aristas que deben ser consideradas. Por ejemplo cuando Carlos Reyna comenta que 

su papá los mandaba a él y sus hermanas a buscar las cañas, la paja y hacía el barro, ya entrado 

el siglo XX, y en barrio Talleres49; lo que se puede argüir es que esa práctica de construcción 

                                                 
49 Según cuenta Carlos cuando Timoteo Reyna y Francisca Díaz son descomunalizados, tras una breve estadía en 

Río Primero, parten hacia barrio El Abrojal, como se dijo. Ramón, uno de los hijos de los indios que había nacido 

en 1907 fuera de la comunidad, se trasladó una vez casado a barrio Talleres, donde construyó el rancho al que hace 



 

colectiva de vivienda, habilita a pensar que la relación indio-territorio no es exclusivamente 

rural, como en el imaginario social está planteada por lo general. En tal caso, Tell ha rastreado, 

al reconstruir el calendario de actividades de unidades domésticas y productivas de los 

campesinos indígenas a mediado del siglo XIX, prácticas colectivas como las “mingas”50 (2008, 

p.145), que si bien están referidas a trabajos agrícolas entre familias, pueden ser propuestas para 

la construcción colectiva de casas51. 

La posibilidad de indio urbano, no solamente sería aplicable al siglo XX. Ya en 1968, en 

una obra clásica y que dio el puntapié a los estudios coloniales sobre América Latina, James 

Lockhart,52 propone pensar la relación entre indios y  urbanidad, planteando que "los indios que 

vivían en o cerca de las ciudades hispánicas, eran gradualmente y hasta cierto punto absorbidos 

en la sociedad hispana que dominaba estas ciudades" (Lockhart en Charney, 1988, p.6). Si bien 

se coincide con ello, es importante entender a esta altura de los debates historiográficos, que 

estas incorporaciones o asimilaciones se hacían no sin resistencias o adaptaciones para 

reafirmar la diferencia identitaria que se vienen describiendo53. He aquí una faceta más de la 

agencia indígena de la que se viene hablando, en tensión con una estructura condicionante, pero 

no por ello determinante de la acción comunera. Peter Burke, recordando la historia de las 

poblaciones indígenas en Madagascar durante el siglo XIX, afirma que los indígenas eran 

“agentes activos, y no simples receptores pasivos” (Burke, 2007, p.134). 

A su vez, no sólo la vivienda puede pretenderse como una forma nudosa o rugosa en el 

territorio citadino, y performance oculta de resistencia, sino que se “trasladaba” un conjunto de 

saberes intangibles –de los que restaría investigar cómo son “recibidos” por el ambiente 

urbano– que se pueden pensar como formas de ocupación espacial divergentes y abigarradas a 

las que invita la ciudad, y que interpelan en ámbitos sutiles, la territorialidad impuesta y la 

                                                 
referencia el entrevistado entre 1940 y 1950 (Carlos Reyna, comunicación personal, septiembre de 2016) 
50 Del queshwa “minka”. Es una de las tantas formas de reciprocidad que se dieron en ámbitos andinos, junto al 

“ayni”. 
51 Debe ser destacado, si se piensan en prácticas colectivas de larga duración, que algunas de las familias que se 

han entrevistado han comenzado, junto a otras no necesariamente “indias”, un proceso de reconstrucción de este 

tipo de reciprocidades, no sólo en la construcción de casas, sino en tareas agrícolas, y en otras esferas productivas, 

que deberían ser revisadas en profundidad. Asimismo, y a nivel más general, pueden pensarse también  como 

permanencias en la urbanidad las prácticas como el “techado” de los hogares, llamado comúnmente “hacer la loza”; 

ritual comunitario que significativamente sigue siendo realizado entre los “sectores populares” cordobeses y 

también entre los entrevistados. La finalización de la “loza” consiste en la compartición de una comida  

(generalmente carne asada) entre quienes han trabajado. El festín colectivo, es un agasajo realizado por los dueños 

o dueñas de la casa como retribución al techado del hogar. Sin dudas, el rastreao y el análisis de estos trazos 

comunitarios en la actualidad es una tarea aún pendiente para las ciencias socialesen general, y para la historia y 

antropología en particular. 
52 Lockhart, J. (1968), Spanish Perú, 1532-1560, Madison: University of Wisconsin Press. 
53 A propósito de indios urbanos en la historia reciente se puede consultar el trabajo, ya clásico, de Kropff, L. (2004) 

que analiza a los “mapurbes”. 



 

configuración moderna de territorio. Dentro de esos modos de ocupación pueden pensarse otras 

prácticas rugosas o irreducibles desde el punto de vista dialéctico del mestizaje ligadas a lo 

culinario (comidas como el charque54, que cuenta Carlos Reyna, su padre aún hacía en la 

ciudad), la utilización de hierbas y árboles nativos medicinales (para el curado de afecciones y 

enfermedades y usadas por la madre del entrevistado), el lenguaje (la utilización por parte del 

entrevistado de palabras de origen indio como “ñaña”, “chuza”, “tata”, “pichi”, etc.)55 y otras 

prácticas “de la tierra” como el autosangrado de algunas partes del cuerpo en determinadas 

fases de la luna –también para cuestiones ligadas a la salud–, (según Reyna, practicada por su 

padre)56, y seguramente otros aspectos que valdría la pena seguir relevando, apelando a más 

fuentes escritas y orales. Ese tipo de prácticas que han sido referidas como parte de la vida 

cotidiana de “abuelos” y “bisabuelos” por las fuentes orales (y de las cuales algunas siguen 

siendo practicadas en la actualidad por las familias entrevistadas) amalgamaron un territorio 

diverso y heterogéneo, que a pesar de las penetraciones modernas, se mantuvieron en constante 

reconstrucción durante el siglo XX y lo que va del siglo XXI. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
54 Charque o charqui (en queshwa) carne salada secado al sol. 
55  La mayoría de los vocablos son de origen queshwa, pero otras como “pichi” (pequeño) corresponde al 

mapuzungun, es decir al idioma de los mapuce. Otras palabras que han sido utilizadas por los entrevistados no 

tienen aparentemente conexión con ninguna de las dos lenguas nombradas, como por ejemplo “chaguador” 

(persona corpulenta, según ha sido explicado). Cuestiones, que sin dudas deberían ser estudiadas y profundizadas 

de la mano de otras ciencias y saberes. 
56 Carlos Reyna, comunicación personal, septiembre de 2016. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

IV. LAS FAMILIAS INDIAS: ESTRATEGIAS Y 

ALIANZAS PÓLÍTICAS 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

IV.1. LAS FUENTES: LÍMITES Y POSIBILIDADES PARA COMPRENDER LAS 

ESTRATEGIAS DE INTEGRACIÓN 

 

El sentir de nuestros ancestros nos hace encontrarnos cada vez más cerca, 

y refuerza nuestras vidas para dejar a los hijos de nuestros hijos 

reconocer aquellas voces de los tiempos 

 

Carlos Reyna, 21 de marzo de 2018 

 

La conciencia histórica de pertenecer a un pueblo, 

arma fundamental para enfrentar su situación de subordinación social, 

es reconstruida desde los pliegues del linaje 

donde la resistencia indígena 

es la experiencia heredada de las luchas de “los antiguos” 

 

Ana Margarita Ramos 

 

 

 

Como es evidente en el capítulo anterior no sólo se ha querido mostrar algunas 

especificidades de la comunidad, sino que se ha pretendido reconstruir las prácticas y relaciones 

de, y entre, las familias de comuneros y comuneras, rastreándolos en el periodo que se estudia 

en otras fuentes documentales como los censos nombrados y las fuentes orales. Esta intención 

se retoma con otro énfasis en este capítulo, aunque es oportuno y preciso intentar esta vez un 

acercamiento microscópico explicativo: en primer lugar porque las fuentes así lo permiten, y 

en segundo término para poder esbozar una reconstrucción de lazos y vínculos que permitirán 

comprender parte de las lógicas de sus prácticas. 

Se recordará entonces, que la consulta a los libros de Bautismos de la Diócesis de Cruz del 

Eje había abierto la puerta para examinar más de cerca a las relaciones de los indios e indias, 

pero que al subdividirse el departamento de Punilla en dos, sólo se pudo acceder a los libros de 

óleos y bautismos de la comunidad a partir de 1860, cuando la Iglesia fragmenta los curatos. 

Por lo que conjuntamente con la ayuda de la plataforma FamilySearch –a la que se hizo 

referencia en su oportunidad– se pudo traspasar ese límite temporal, pudiendo consultar actas 

de casamientos y bautismos de la primera mitad del siglo en cuestión, de algunas de las familias 

que son las que se vienen examinando. A partir de ellas se ha cruzado esa información con datos 

censales, puntualmente de los censos nacionales de 1869 y 1895. 

Es importante aclarar, que por la naturaleza de algunas de las fuentes escritas que se han 

consultado (por ejemplo las actas de bautizo) el análisis quedaría encorsetado y condicionado 

a lógicas lineales (patrilineales y matrilineales). Para reconstruir y mostrar aquellos lazos 

políticos estratégicos, que operaron como alianzas y experiencias que permitían la 



 

(re)articulación de la comunidad en el sentido planteado por Mariela Tulián; y como se 

interpretaba a partir de la perspectiva de Ana M. Ramos (2009) se ha tenido que apelar a otras 

herramientas metodológicas y practicar otras lecturas a los documentos, al mismo tiempo que 

realizar otro tipo de preguntas a las fuentes. En todo caso, el límite de algunas de las fuentes 

escritas, al tratar sobre las familias, es que reproducen una lógica sanguínea sin dar la 

oportunidad de relevar y corroborar cómo en un contexto de desamortización de tierras, la 

comunidad como grupo social en constante reinvención, planteaba acciones y estrategias de  

integración comunitaria. Al considerar –vale volver a recordarlo– a la comunidad como un 

colectivo dinámico, producto de ciertas relaciones sociales emplazadas en estructuras 

territoriales, políticas y económicas que condicionaron la agencia de los individuos y del 

colectivo, resultan más que relevantes tales consideraciones para el análisis que sigue. 

A partir de ello se abre el camino para enlazar a las familias desde instituciones como el 

padrinazgo, que es el aporte que permite reconstruir alianzas, emparentamientos, y vínculos 

más allá de lo sanguíneo. Este esfuerzo metodológico y hermenéutico al interrelacionar y hacer 

dialogar la diversidad documental, habilitó la construcción cuidadosa de un gráfico –operación 

que ocupó todo el proceso de investigación– que visibiliza lo obvio (lo lineal y sanguíneo) pero 

que enfáticamente realza aquellos otros vínculos no necesariamente co-sanguíneos. El gráfico 

en sí (“Las familias comuneras...”, en el “ÍNDICE DE GRÁFICOS...”) está inacabado desde 

dos aristas. La primera de ellas encuentra su razón en que del total de las fuentes documentales 

indagadas (bautismo, matrimonios y censos) sólo se puso énfasis en algunas de las familias 

comuneras (principalmente Reyna y Velázquez), quedando para otra ocasión la inserción y 

yuxtaposición de las demás familias relevadas (de las que sólo se resaltan algunos datos con el 

fin de invitar a seguir tal reconstrucción en posteriores investigaciones). En segunda instancia, 

es posible que indagando otros tipos de fuentes, y ampliando el corpus documental de las ya 

consultadas, el gráfico podría crecer exponencialmente. Por último, es lícito decir que la 

dificultad tecnológica en el ejercicio de graficar y “dibujar” no sólo la linealidad sanguínea, 

sino los lazos estratégicos, es otro motivo por el que sólo se han trabajado algunos linajes de 

las familias seleccionadas. El resultado final, como se ve es un tejido, una trama y una urdimbre 

compleja y yuxtapuesta, y que posibilita pavorosamente su ampliación, lo que resulta todo un 

desafío. 

A las familias trabajadas en cuanto a linajes y padrinazgos, deberían agregárseles otras como 

los Ochonga, Pelliza, Pérez, Gómez, Tulián, Molina, Sosa, Garay y Díaz; que si bien se las 

nombra –y se invita a la reconstrucción como recién se afirma–, se supone estuvieron entre sí 



 

enlazadas y relacionadas por medio de alianzas intrafamiliares, como las que se evidencian en 

el gráfico. Seguramente una lectura más atenta y un mayor nivel de detalle visibilizarán en un 

futuro, aún más familias que han quedado ahora sin identificar (por ejemplo la familia Ludueña, 

que firma la carta escrita a Berrotarán, pero que no se ha rastreado en los libros de bautismos, 

matrimonios y en los censos). Con respecto a los Tulián, no sólo las entrevistas y las fuentes 

primarias escritas dan cuenta de diversas ramas de esa familia y de sus tácticas y alianzas, sino 

que la bibliografía consultada habla de su presencia y agencia incluso desde el siglo XVI (Tell 

2012 y 2015, Tulián 2016), motivo por el cual se ha dejado para otra oportunidad su inclusión 

y análisis. 

 

 

  

IV.1.a. LOS LAZOS Y VÍNCULOS POLÍTICOS EN TIEMPOS DE 

DESAMORTIZACIÓN 

 

 

Al examinar las fuentes referenciadas, y unir a las familias comuneras gráficamente, ciertos 

datos resultaron muy sugerentes, y son analizados en este apartado. Comenzando por el primero 

de ellos, se pudo visibilizar que a partir de las décadas del 1880 y 1890, se suman nuevas 

familias a San Marcos. Algunas extranjeras (alemanas, como el caso de los Tuchtfeldt;  italianas, 

como los Casini) y de otras regiones del país (por ejemplo La Rioja). Este dato, para nada 

insignificante, pudo comprobarse cotejando algunas actas de defunción de la plataforma virtual 

nombrada, que detallan el origen de los padres de los bautizados, junto con las actas de bautismo 

que también realizan el mismo señalamiento en cuanto al “origen”57 de las familias. Para el 

caso de la familia Tuchtfeldt, a su vez, se ha podido comprobar gracias al trabajo de Gardenia 

Vidal (2014) algunas peripecias de su entrada a la comunidad, cuestión que es analizada 

también en los siguientes párrafos. 

Se sostiene, en tal caso, que la llegada de nuevas familias es paralela al proceso de 

                                                 
57 Se entrecomilla el concepto de origen, ya que como se advirtió, muchas de esas familias fueron “trasladadas” 

forzosamente por el régimen colonial; otras quizá hayan tenido más posibilidad de elección en cuanto a su 

movimiento en el territorio -como también se sostuvo-; y además porque con el imperativo colonial en cuanto a la 

disposición de los cuerpos, no sólo eran trasladadas familias, sino individuos que luego eran documentados y 

categorizados como “forasteros”, “allegados”, etc. que quizás hayan iniciado su vida y familia en San Marcos. 

Este proceso, aún no muy claro, deberá ser estudiado en profundidad por la historiografía. El trabajo de Paula 

Ferrero (2017) echa luz sobre este proceso y su aporte es más que significativo. Aunque sigue siendo una deuda 

pendiente para la historiografía cordobesa el ahondar acerca de las migraciones dentro de los pueblos de indios. 



 

desamortización de tierras; y es posible, que esos nuevos moradores hayan accedido a los 

terrenos de la comunidad o a los colindantes a ella a través del proceso de compraventa, que no 

se activó con la desestructuración territorial, sino que venía incluso desde los primeros años del 

siglo XIX en una proporción insignificante, como sostiene Tell (2015, p.78). Es bastante 

razonable suponer, más allá que no se accedió a los documentos escritos que dan cuenta de la 

compra y venta de tierras,  que algunas de esas familias “extranjeras” accedieran a las tierras 

de la comunidad a partir de esas operaciones, sobre todo si se piensa que en el periodo histórico 

en el que se sitúa el presente estudio, la creación del mercado inmobiliario, a nivel provincial y 

nacional, fue una de sus particularidades más sobresalientes, como se demostrará en el capítulo 

7. 

Es fundamental entonces recordar, en tal sentido, que las familias que vivieron en la 

“comunidad de indios” hasta las dos últimas décadas del siglo XIX son siempre las mismas; las 

que han sido ya nombrado en párrafos anteriores. Únicamente en el entresiglo se observa cómo 

se dan nacimientos de matrimonios nuevos o en mucho menor medida entre familias comuneras 

y familias que llegan a la comunidad cuando está siendo desintegrada desde el punto de vista 

territorial. Un caso que ilustra perfectamente ello –que puede seguirse consultando el gráfico 

“Las familias comuneras...”– es el de Clara Reyna nacida en 1862 e hija del matrimonio Dardo 

Reyna (nacido en 1841) y Virginia Gómez (nacida en 1839). Clara contrae matrimonio con 

Augusto Tuchtfeldt, alrededor de 1885. Este último había nacido en Alemania en 1859 y estuvo 

vinculado al comercio y a las propiedades, manteniendo relaciones con Luis Santillán Vélez de 

quien se hablará en capítulos posteriores. Ante esta alianza sería válido realizar algunas 

preguntas, sabiendo sobre todo –como se explicará luego– que Tuchtfeldt será miembro de la 

comisión conformada por el gobierno para desamortizar las tierras junto a Félix de P. Reyna, 

Juan Antonio Tulián y Daniel Sosa. ¿Se está frente a una “incorporación estratégica” a la familia 

Reyna para la conformación de alianzas con el fin mantener la comunidad integrada más allá 

de la desamortización? ¿se grafica en esta unión matrimonial el avance del proceso de 

liberalización del mercado de compraventa de tierras y su aceptación por parte de la familia? 

¿o tal vez se estaría en presencia de otro tipo de estrategia para posicionar a un linaje de la 

familia, o a determinados individuos, en un “campo” social específico (en el sentido 

bourdesiano)?. Un posible camino para esbozar algunas respuestas sería entender que la 

comunidad es desarticulada en cuanto a la tenencia de tierras en mancomún, y conservaría una 

inercia (o permanencia en términos históricos) más allá de tal proceso, como se ha sugerido. En 

todo caso, esta respuesta que parece razonable si se tiene en cuenta algunas reflexiones que se 



 

han ido intercalando en el cuerpo de la investigación, sería la que permitiría los actuales 

procesos de comunalización. 

Sumada a esas reflexiones se debe afirmar que Clara, como parte de la comunidad, tuvo 

algunos hijos con Augusto Tuchtfeldt (Mercedes Clara nacida en 1890 y Federico Emiliano 

Tuchtfeldt Reyna nacido en 1897) que fueron  ahijados del matrimonio Paulina Pérez y 

Laurencio Reyna. Como se enunció en el capítulo anterior, Laurencio, nacido en 1862 es hijo 

de uno de los personajes con más vida social en la comunidad, Félix de la Presentación Reyna, 

nacido entre 1826 y 1833, y quién junto a su esposa Rosario Pelliza, apadrinan y amadrinan a 

un numeroso conjunto de hijos e hijas tanto de comuneros Reyna, como Tulián, Díaz, y de otras 

de las familias de la comunidad. Que Félix de la P. Reyna esté vinculado a Augusto Tuchtfeldt 

por medio de este tipo de emparentamiento, y que hayan sido dos de los miembros de la 

comisión encargada por el gobierno, no es un dato que debe pasar desapercibido; cuestión, que 

permitiría plantear más interrogantes del mismo tópico que los anteriores. A esta altura puede 

decirse que la figura de Félix de la P. Reyna, sin duda alguna, fue uno de los ejes de la vida 

comunitaria a fines del XIX, no sólo por su condición de cazqui curaca, o por su rol en la 

comisión nombrada. Cuando no hubo cura en la parroquia de San Marcos, fue quién como 

“facultado” realizó innumerables bautismos58 lo que permite añadir que su capital simbólico 

(cazqui curaca de la familia, comisionado para el proceso de desamortización y teniente coronel) 

fue significativo de la vida comunitaria. 

Siguiendo con el caso, se ha dicho entonces que los matrimonios de Laurencio Reyna y 

Paulina Pérez y el de Félix de la P. junto con Rosario Pelliza apadrinaron a una inmensa cantidad 

de indios e indias. Aquí emerge, otro de los datos inquietantes a los que se hizo referencia: es 

que Félix y Rosario, significativamente, fueron padrino y madrina de bautismos de al menos 7 

niños y niñas entre 1896 y 1905. Es decir, fueron elegidos luego de que se desarticuló la 

comunidad en términos legales. Esta reconstrucción de la comunidad, y de sus prácticas, dejan 

más interrogantes que certezas: ¿cómo interpretar estos datos que ha brindado la indagación de 

las actas bautismales y matrimoniales? ¿es posible pensar que esa táctica de cohesión sea una 

forma de interpelar al proceso modernizador que venía socavando las bases de la comunidad o 

es admisible postular que los indios e indias querían que tal proceso se haga con ellos dentro? 

                                                 
58 Por citar sólo algunos ejemplos: el treinta de septiembre de 1885, Luisa Guevara (hija de Eugenio Guevara y 

Sofia Tulían); Rosario Diaz (hija de Ramón Díaz y Ricarda Ledesma) y Fermina Lorenza Reina (cuyos padres se 

desconocen) fueron bautizadas por “el facultado Félix Reina” (ADCE, Bautismos, Libro 9, f.96). Un año después, 

el treinta de mayo de 1886, Valentina Reina (hija de Sergio Reina y Gumercinda Garzón) y Carmen Pereira (hija 

de Fabricinia Barrionuevo y P[ilegible] Pereira), son bautizados también por Félix (ADCE, Bautismos, Libro 9, 

f.171). 



 

¿Es posible plantear que el hecho de que Félix de la P. como teniente coronel y que Laurencio, 

su hijo, como policía, los posicione como “deseables” o “elegibles” en términos de padrinazgo? 

¿a qué niveles articulaban estas relaciones a la comunidad? ¿en las relaciones de producción? 

¿en la distribución de los bienes? ¿en la reciprocidad?. Estos interrogantes, de los tantos que se 

pueden realizar, permiten postular, en primera medida, que el emparentamiento fue una de las 

instituciones vinculares y de enlace que precisa y corrobora la existencia real de la comunidad, 

habilitando una compleja ligazón entre las personas de la comunidad, más allá de conflictos 

interpersonales e intergrupales, que seguramente existieron59 y más allá de la desamortización 

como hecho político. 

En segunda instancia, se puede afirmar que el capital simbólico tanto de Félix como el de 

Laurencio, que los vinculaba con instituciones estatales, se convertía en un atractivo desde el 

punto de vista planteado. Ello habilita a significar, que este tipo de estrategias, han tenido en 

las sociedades latinoamericanas no sólo efectos y capacidad operativa, como ha propuesto 

Mendoza Ontiveros (2010), sino que pueden ser propuestos como elementos integradores y que 

dan sentido a la comunidad. En todo caso, estos parientes “rituales”, como le ha llamado  Alison 

Spedding (1998) –que han dado sentido a una vastísima bibliografía no exenta de discusiones 

entre “estructuralistas” y “funcionalistas”– han tenido capacidad de cohesión, integración y 

cooperación, aunque, sería inútil en términos históricos pensar esas operaciones en “abstracto”. 

Es que al emplazar en determinadas coyunturas históricas esas prácticas comunitarias (en este 

caso la desamortización de las tierras indias) queda claro lo expuesto por Ramos (2009): las 

comunidades se construyen a partir de determinadas alianzas políticas estratégicas, más allá de 

lo sanguíneo, que se realizaban con fines políticos. Aunque, en el caso que se viene analizando, 

el contexto, vale volver a repetirlo, no es favorable para los indios e indias porque se están 

expropiando sus tierras. En tal sentido, lo llamativo, son ciertas características de la agencia 

comunera: su capacidad adaptativa, su preeminencia al reestablecer pertenencias más allá de la 

expropiación y su visión en términos de acceso, posibilidad y como “vector” por donde ejercer 

poder, como plantea Grossberg (2003). El caso de la alianza de Augusto Tuchtfeldt y de Clara 

Reyna, posibilita estas lecturas y habilita a pensar a la comunidad, no como una esencia 

enclavada en tierras comunales, sino como permanencia simbólica más allá de la 

desamortización. 

 

                                                 
59 Al respecto, Tell se encarga de visibilizar uno de estos conflictos, entre miembros de la familia Tulián, en uno 

de sus trabajos (2012). Y advierte de las posiciones contrapuestas entre varios comuneros y comuneras en otra de 

sus investigaciones (2014). 



 

IV.1.b. LAS AMPLIAS FAMILIAS COMUNERAS 

 

 

Descritos y emplazados los indios e indias en su comunidad y en una cartografía en 

transición, como así establecidas precisiones acerca de algunas de sus actividades económicas 

y algunas de las dimensiones en cuanto a estrategias para la cohesión y supervivencia 

comunitaria, será preciso responder unas últimas preguntas –que no habían sido agenciadas– y 

que emergieron luego de la consulta de las fichas censales de las que se habló hace un momento: 

¿Es posible visualizar si las familias comuneras que vivían en esos artefactos abigarrados que 

se describieron y que traspasaron la descomunalización eran familias nucleares o ampliadas? y 

¿qué vínculos y relaciones se pueden establecer entre las estrategias y alianzas de cohesión y 

ampliación, y la vivienda como rugosidad? Estas preguntas cobran aún más relevancia ya que 

Laguens y Bonnin, cuando describen a las familias indias viviendo en aldeas o comunidades 

antes y posterior a la invasión europea, proponen que la vida social en las unidades domésticas 

tenía como eje articulante la familia ampliada (2009, p.249). Y, por otro lado, sostienen que la 

incorporación de “otros” ajenos a la comunidad, posterior a la conquista estaban regida desde 

el “punto de vista indígena”  –coincidiendo con Ramos (2009) y Viveiros de Castro (2013)– 

por pensar al otro como igual, en un contexto de “desgracia” (la dominación colonial), en el 

que la “solidaridad”, la “comensalidad” o la “vecindad”, eran  formas de resistencia. Paula 

Verónica Ferrero (2017), al estudiar los pueblos de indios en las últimas décadas coloniales, 

llega a similares reflexiones, pero desde un abordaje distinto: al pensar los “ranchos” y las 

“unidades domésticas” de finales de siglo XVIII en algunos pueblos de indios del espacio 

cordobés afirma que “además de la familia nuclear directa, las unidades incluyeron a hermanos, 

nietos, sobrinos, cuñados, entenados y huérfanos...” (p.61). Sin embargo, desde la perspectiva 

que aquí se ha adoptado, la incorporación a la comunidad y a los linajes familiares de “gente 

foránea, principalmente negros y mestizos, o marginados en general” (Laguens y Bonnin, 2009, 

p.397) debe ser pensada como instalaciones estratégicas en lugares de apego, a partir de los 

afectos y los lazos más allá de lo sanguíneo, los compromisos y obligaciones, las reciprocidades 

y las memorias (Ramos 2009), que, a fin de cuentas, permitieron a la construcción de aquellas 

“alianzas” de supervivencia a la que hacían referencias las fuentes orales. 

Algunas de esas afirmaciones que la historiografía y la antropología han esbozado para 

explicar lo pretérito, fueron ratificadas cuando se trabajó con las fuentes primarias y se realizó 

la consulta de algunas de las planillas no sólo del censo de 1869 sino del segundo censo nacional 



 

en 1895, que permiten evidenciar que tales planillas  –que no varían mucho entre ambos censos– 

agrupan a una cantidad de individuos que dan cuenta de un linaje familiar amplio y no cerrado. 

Es decir, lejos del núcleo familiar básico, que enumera al padre, la madre y los hijos e hijas, los 

grupos familiares que se desprenden de la primera observación de esas planillas agrupan a 

varios familiares que han sido censados en un mismo lugar. En tal sentido, es posible interpretar 

que existe relación entre este supuesto y las tácticas de cohesión social enunciadas en el 

apartado anterior: los emparentamientos, la interrelación y la compartición del espacio a 

familias o individuos que, en un contexto de dominación, llegaban a la comunidad, eran 

prácticas habituales. Y por otro lado, guiados por las afirmaciones de Laguens y Boninn, se 

puede sostener que existe una continuidad histórica entre el periodo inmediato anterior a la 

invasión y conquista, y finales de siglo XIX, al menos en San Marcos, y pensando en las 

familias amplias como constituyentes de la comunidad. 

Un ejemplo concreto de ello es el siguiente: en 1895, al momento del Censo Nacional, se 

puede observar a Ubaldino o Waldino Reyna (otro de los hijos de Félix de la P. Reyna y Rosario 

Pelliza) viviendo junto a su flamante esposa, Casimira Velázquez, quienes habían contraído 

matrimonio en 1890 (ver “Ficha Censal de 1895”, en “ÍNDICE DE GRÁFICOS...”). En primera 

instancia es visible, como dos hijos de Félix de la P. Reyna y Rosario Pelliza contraen 

matrimonio con dos miembros de la familia Velázquez (ver gráfico “Las familias...”). Este dato 

puede ser interpretado en el mismo carril de los anteriores: como estrategias que se dieron la 

familia para hacer sobrevivir la comunidad y sobre él se volverá luego. Por otro lado, junto a 

Ubaldino Reyna y Casimira Velázquez, no se encuentra su única hija hasta el momento60: 

Joaquina Bernarda nacida en 1892, y de la que se pudo saber a partir del acta de bautismo 

consultada en FamilySearch. Es posible que Joaquina no haya sido censada por varias razones: 

porque se haya encontrado ausente y en otra unidad doméstica, porque haya muerto (una 

posibilidad no descartable según se ha observado), porque simplemente no fue tomada en 

cuenta, o porque quizás se haya encontrado en lo de sus padrinos, que a su vez eran sus abuelos: 

Félix de la P. y Rosario Pelliza. Amén de ello, lo importante a destacar es que Ubaldino y 

Casimira, tienen aparentemente a su cargo, a Carmen, Félix y Jesús Velázquez, posiblemente 

sobrinos de Casimira. También con ellos, figura Benedicto Ochoa de 17 años y Josefa Reyna, 

otra hija de Félix de la P. Reyna y Rosario Pelliza, al parecer soltera. Como se observa dista de 

ser una familia nuclear: las familias amplias viviendo en un mismo techo, o en unidades 

                                                 
60

Luego del censo de 1895, el matrimonio tendría por lo menos, tres hijos e hijas más: María Epifania nacida en 

1896, Justino Ramón nacido en 1897 y Vicente Zacarías nacido en 1901. (ver “Las familias...” en “ÍNDICE DE 

GRÁFICOS...”) 



 

domésticas cercanas y vecinas (en el sentido planteado por Viveiros de Castro 2013, p.121), 

eran numerosas, multiformes, laberínticas y diversas. 

Seguidamente, si se sigue observando la ficha censal elaborada, otro hijo de Félix y Rosario, 

Laurencio del que ya se habló, figura con su esposa Paulina Pérez, y sus hijos hasta el momento: 

José Ignacio, nacido en 1893, y luego de varios casilleros Rufina de 10 años. “Entre medio” de 

los dos hijos de Laurencio y Paulina (luego en 1896 nacería Manuela Reyna y en 1899 Félix 

Benito) se observa a Joaquín Pérez de 12 años, Jesús Sánchez de la misma edad, y a la viuda 

Casimira Riartes de 60 años. Otro ejemplo de familia amplia. En todo caso, si se recuerda, esta 

última pareja habían apadrinado a los hijos del matrimonio de Augusto Tuchtfeldt y Clara 

Reyna. Aunque no se ha podido comprobar el parentesco entre Clara y Laurencio Reyna, se 

estima que posiblemente fueran primos de primer grado, si se considera que Dardo Reyna 

(padre de Clara) podría haber sido hermano de Félix de la P. Reyna. 

Si se sigue observando la planilla censal, luego de los dos ejemplos citados, viene la pareja 

de labradores Timoteo Reyna y Francisca Díaz, a cuyos familiares actuales se ha entrevistado 

para la investigación. Esta pareja, en el momento del censo sólo tiene un hijo, Florentino nacido 

en 1883, y muy lejano en el tiempo nacerá Ramón Reyna en 1907, pero ya fuera de la 

comunidad: en Santa Rosa de Río Primero. De aquí se puede observar, en relación con lo 

planteado por los entrevistados, cómo algunas de las familias indias tuvieron que irse, 

obligadamente de la comunidad luego de la desamortización en materia de tierras. En segunda 

instancia, volviendo a la unidad censal analizada, es posible ver a otro matrimonio (ya mayor) 

entre Celestino Reyna con Andrea Bargas. De Celestino se sabe que era hermano de Clara 

Reyna e hijo de la también nombrada pareja de Dardo Reyna y Virginia Gómez. Como es 

evidente, aun no sabiendo si se censaba por unidad doméstica, es visible cómo las familias 

amplias vivían próximas entre sí, reforzando la idea de que la comunidad se construía y 

sobrevivía en, y desde, un territorio no necesariamente moderno, y a partir de prácticas 

colectivas de larga duración como las tareas agrícolas, la construcción de viviendas, la cría de 

animales, recolección, uso y comercialización de plantas y frutos nativos, y demás actividades 

que ya han sido nombradas. 

En todo caso, más allá de la familia Reyna, a partir de esa pequeña muestra que es la ficha 

censal elaborada y las demás fuentes, es visible que en un espacio cercano convivían otras 

familias como la familia Gómez, de quien se nombraba a un integrante y la familia Velázquez. 

Se dijo que ésta familia se había emparentado con la familia Reyna no sólo con el lazo de 

Ubaldino y Casimira: otra hija del matrimonio de Félix de la P. Reyna y Rosario Pelliza, 



 

Fernanda Reyna, se había casado en 1881 con Manuel Velázquez. Tanto Manuel Velázquez 

como Casimira, eran hijos del matrimonio Ydelfonso Velázquez y Cresencia Gómez. Es decir, 

las familias Velázquez y Gómez también estaban relacionadas entre sí, más allá de los vínculos 

construidos por la familia Reyna, sino por su propia agencia. Que al fin de cuentas señala que 

la práctica del emparentamiento era una realidad comunitaria. En todo caso, y si se sigue 

graficando la intricada red de lazos, vecindades, emparentamientos y alianzas, se dirá que el 

primer matrimonio nombrado, el de Ubaldino y Casimira había apadrinado a dos hijos de otro 

hermano de Celestino y Clara: Eugenio Reyna (Ramón y Manuel, nacidos ambos en 1889). Es 

decir, otro hijo de Dardo Reyna y Virginia Gómez. Y también habían apadrinado a María 

Dionisia Tulián, nacida en 1898, hija de Vicente Tulián y Teodora Córdoba. 

Un último ejemplo servirá para finalizar el trabajo de interrelación de fuentes y aún más 

volver al punto de inicio: la figura de Félix de la P. Reyna, como uno de los vinculantes de la 

comunidad: el matrimonio de Félix y Rosario Pelliza había apadrinado también al hijo de 

Manuel Velázquez y de Fernanda Reyna: Domingo Alfonso Velázquez Reyna, que había nacido 

en 1906, cuando la comunidad había sido ya disuelta en términos legales. Como se observa, si 

se sigue con paciencia las alianzas estratégicas, “los Gómez”, los “Velázquez” y los “Reyna” 

(y aún más la familia Tulián, Ochonga y otras como los “Córdoba”) están unidos por lazos y 

alianzas que se hunden hasta principios de siglo XX, y que se habían mantenido constantes 

durante el siglo XIX. Restará reconstruir, indagar y analizar, en próximas investigaciones, cómo 

siguieron esos lazos durante gran parte del siglo XX. 

 

 

 

IV.2.  UNA PEQUEÑA SÍNTESIS DE LO DICHO ACERCA DE LAS FAMILIAS INDIAS 

Y DE SUS PRÁCTICAS: LA SUPERPOSICION DE IMÁGENES COMO IDEA  DE 

RUGOSIDAD ABIGARRADA 

 

 

Para comenzar a construir una síntesis explicativa, que permita el abordaje de las próximas 

instancias y capítulos, sería válido objetar a esta altura del análisis, que quizá no todas las 

familias que se han nombrado, descrito y analizado adscribían a la identidad “india”. Ello sería 

fácil de rebatir ya que en la carta que se transcribía más arriba, escrita y firmada por los 

comuneros y comuneras se autoreferenciaban como “indios” en varios pasajes  (AHPC, 



 

Gobierno 1895, Tomo 23, f.137.r.). Esta autoadscripción, que sin dudas podría ser examinada a 

la luz de otras fuentes y abordajes teóricos –y hasta negada–, también se ha correspondido con 

la información de las entrevistas realizadas a las familias Reyna, Díaz y Tulián, quienes 

manifestaban ser “originarios”, “descendientes”, “comechingones”, “sanavirones”, como se 

señaló oportunamente. Este primer mojón sintético, permite prender una luz de alerta hacia la 

forma en la que se aborda el pasado, en el sentido de que el cruce de fuentes documentales  que 

se ha realizado, revitalizó a parte de la comunidad y revivió a una cantidad significativa de 

comuneros y comuneras indígenas. Al respecto, José María Bompadre, señala que en el Censo 

de 1852 que fue realizado por el gobierno de Córdoba figuraban sólo 9 indios para el total de 

la provincia (2015, p.82). El hiato entre la categoría y la realidad histórica, es significativo. Lo 

llamativo es que sólo en el libro de bautizo de 1860 se apuntan cientos de nacimientos de 

“naturales” en San Marcos (ADCE, Libro 1, Bautismos, f.1.r.); es decir, alumbramientos de 

familias indias. Es importante sostener, en tal caso, “que al recuperar las fuentes censales 

debemos señalar una serie de recaudos metodológicos que tiendan a pensarlas más como un 

discurso hegemónico epocal, que como una cuantificación y clasificación “natural” de la 

sociedad en un momento dado” (Bompadre, 2015, p.82). 

Este ejercicio de reflexión historiográfica debe también ser pensado, para seguir 

reflexionando no sólo los cambios históricos sino las permanencias y continuidades, junto a la 

propuesta de división social y étnica entre “españoles” y “naturales” que expresa el libro 

primero de óleos y bautismos de 1860, ya que para ese año no sólo se estaba cumpliendo medio 

siglo del inicio del proceso de revolución en el Río de la Plata y alrededores, sino que se estaban 

consolidando el estado nación y los estados provinciales. El mantenimiento de la lógica y 

modalidad de clasificación y ordenación socioétnica colonial, que expresa un sector de la Iglesia, 

también es una continuidad que es preciso resaltar teniendo en cuenta las reflexiones que se 

harán posteriormente acerca del colonialismo interno y la subjetividad colonial durante la 

república. Sin dudas, esa clasificación respondía al marco general en el que se venía manejando 

la Iglesia para designar a los cristianos (indios o no) con la referencia inercial del esquema de 

“república de indios” y “república de españoles”. 

Como segundo mojón, y ante la evidencia de prácticas de cohesión e integración social y 

comunitaria a partir de matrimonios, vecindad, y padrinazgos, es verosímil plantear que la 

vivienda, en el sentido que se la venía describiendo, fue también lugar físico de reproducción 

comunitaria y probabilidad de su continuidad. En tal caso y a modo de síntesis, puede afirmarse 

que la superposición de estas imágenes que se han venido pincelando a modo de explicación 



 

histórica permiten hablar de una comunidad y una región compleja, heterogénea y abigarrada. 

La vivienda como garantía de supervivencia de familias extensas y también como rugosidad en 

tensión con una nueva reconfiguración espacial; las prácticas religiosas del casamiento y el 

bautismo conviviendo con la de caza de pumas y la recolección de algarroba; los molinos que 

evidencian la productividad de la “colonia” y la fabricación de arrope de chañar; la continuada 

y yuxtapuesta presencia de cazqui-curacas61, alcalde y cabildo indígena durante el siglo XIX y 

la práctica del riego de los surcos de los sembradíos del trigo; la carta comunera como 

dispositivo de interpelación; y la inocultable presencia de Félix Reyna como “facultado” para 

bautizar, teniente coronel o comisionado, esbozan un montaje  barroco e irreductible desde la 

perspectiva de la mestización. De tal manera, es presumible asumir que estas articulaciones 

duales entre dos mundos aparentemente antagónicos y dificultosamente aculturables muestran 

lo moderno y también lo colonial (y aún lo prehispánico) no como contradicción ni resolución, 

sino como una tensionada complementariedad sobrepuesta. 

En las condiciones de posibilidad de construcción de la modernidad subyació un mundo 

manchado de colonialidad. Sin embargo, la confección del territorio a partir de dispositivos 

modernizadores, y la lenta penetración de la institucionalidad, reconfiguró el espacio de la 

comunidad indígena, que si bien continuó con ciertas prácticas, quedó desprovista de su base 

material y sustento de reproducción social: las tierras en mancomún. Esta reformulación 

tecnológica realizada desde el poder estatal es motivo de un extenso análisis en los próximos 

capítulos, en un intento de juego dialéctico y también (hay que decirlo) intencionadamente 

abigarrado: se enunciarán, explicadas las esferas microfísicas del territorio, aspectos macro, 

abstractos y superestructurales, que cuál imágenes deben yuxtaponerse con lo ya enunciado. 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
61 Según Mariela Tulián, hubo presencia continua de cazqui-curacas hasta la década de 1950, lo que evidenciaría 

nuevamente aquello de que la comunidad pervivió más allá del proceso de desarmotización de tierras. En la 

actualidad, a partir del proceso de comunalización de San Marcos, se ha rehabilitado nuevamente la figura del 

cazqui-curaca (Mariela Tulián, comunicación personal, octubre de 2017). advirtiendo de esta manera que el corte 

que significó la descomunalización legal implicó, en otra temporalidad -más larga-, una ruptura, pero no un 

sepultamiento de la comunidad. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

V. EL TERRITORIO  COMO TECNOLOGÍA 

POLÍTICA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

   V.1. PRECISIONES CONCEPTUALES 

 

En las sociedades modernas y contemporáneas el orden se organiza como Estado: 

el orden y su institucionalidad son los de los vencedores. 

Su capacidad de dejar abierto un espacio para canalizar los reclamos de los vencidos 

depende de condiciones históricas variadas y cambiantes, 

de la cambinación de coerción y consenso, dominación y hegemonía 

 

Waldo Ansaldi y Verónica Giordano 

 

El papel de la razón científico técnica es precisamente 

acceder a los secretos más ocultos y remotos de la naturaleza, 

con el fin de obligarla a obedecer nuestros imperativos de control 

  

Santiago Castro Gómez 

 

 

En los capítulos anteriores se enunciaron y postularon algunas ideas y valoraciones previas, 

tal vez prenociones espaciales, con respecto al concepto de territorio, desde aspectos micro. Es 

meta del presente capítulo dar un sentido y organizar esas nociones, mientras que también se 

vuelve prioritario hacer alusión a las discusiones acerca de los significados atribuidos al 

territorio, de una manera más acabada y adoptando una perspectiva teórica particular. Sobre 

todo si se precisa que en las ciencias sociales, humanas y políticas se está atravesando en los 

últimos años un “giro espacial” como anteriormente ocurrieran otros “giros” como el “cultural” 

o “lingüístico” en esos campos del saber (Boyer 2007, Velázquez Ramírez 2013). Más aún, y a 

riesgo de saltearse un atractivo paisaje de interesantes y numerosas discusiones epistémicas que 

intentan delimitar el concepto y que priorizan establecer precisiones, interesa señalar que para 

poder comprender y analizar las políticas que definen al territorio como estrategia de 

dominación y proceso de reorganización social, se debe postular que ese tipo de políticas no se 

pueden dar en un “vacío” material, y tampoco un vacío bibliográfico. Los estudios 

historiográficos sobre territorio en América, están ligados naturalmente, a los debates alrededor 

de la frontera, las políticas de tierras, las territorializaciones y la confección del espacio, entre 

otros tópicos similares y congruentes; cuestiones que se retomarán a su debido momento. 

Desde tal perspectiva el “territorio” se erige y confecciona dialécticamente a los 

instrumentos de control social que permiten la constitución de mecanismos políticos 

especializados con ese fin, como se mostró rápidamente en el capítulo 3, cuando se discurría 

acerca del proceso de etnogénesis y se nombró la “reconfiguración departamental” a la que 

hacía referencia la fuente. En ese sentido, el territorio redefine el control social sobre los 

recursos ambientales, permite  una reelaboración de la cultura y relación con el pasado (Delrío 



 

y Soledad, 2013, p.3). Por ende, no sólo es producto y construcción social histórica, sino una 

tecnología de poder que adquiere distintos significados en ese proceso histórico y geográfico; 

no puede pensárselo ahistóricamente, sino más bien como un constructo político que comprende 

y aúna sentidos técnicos, estratégicos, ideológicos, legales y económicos (Elden 2010)62. 

Para la región del Río de la Plata, en el periodo estudiado, no se han encontrado estudios 

que aborden el tipo de problemática planteada en esta investigación desde esta perspectiva 

teórica, que se viene adoptando desde el capítulo anterior y que es necesario reforzar. Es decir 

ponderando al territorio como una construcción histórica y geográfica, y no como algo dado. 

Aunque si hay numerosos tratados de algunas de las cuestiones ligadas al territorio. Sin dudas, 

éstas sientan un precedente importante desde donde se propone partir para enriquecer aún más 

las reflexiones al respecto. Por un lado, sobresalen los estudios de frontera, cuyas 

consideraciones interesan de sobremanera ya que los pueblos de indios pueden ser distinguidos 

como fronteras interiores dentro de una territorialidad colonial específica, como ya lo sugirió 

Punta (2001, p.168). Ello cobra relevancia porque luego del quiebre colonial, y como ya se 

explicó, los pueblos de indios pervivieron en una cartografía general que los incluía, aunque, 

no estaban definidos claramente los límites desde el punto de vista liberal. Tuvieron que 

defender, durante gran parte de la colonia, sus tierras que eran pretendidas por sus vecinos 

colindantes y por los herederos de la anterior formación social y económica. Sin embargo, 

interpelaron, los pueblos de indios, desde una materialidad y subjetividad abigarradas, a los 

estados provinciales que empezaron a delimitar “su” territorio, luego de sortear, con 

temporalidades y especificidades distintas, la revolución y la guerra. 

Con respecto a la frontera, Silvia Ratto (2001) ha desarrollado una rigurosa investigación 

acerca de los estudios turnerianos y posturnerianos en América, y su influencia en la 

historiografía latinoamericana y bonaerense en particular. Por su parte, Ana Inés Punta (2001) 

en un exhaustivo trabajo, ha dado cuenta de las fronteras (este y sur) en la Córdoba borbónica, 

reflexionando que es oportuno apartarse de aquellas miradas que conciben al espacio fronterizo 

como un lugar donde se dan relaciones únicamente de violencia. A su vez ha contribuido a 

pensar que la frontera no debe ser estudiada como si hubiese sido una línea que separó dos 

sociedades. Ese camino es el que adopta María E. Rustán (2005) quien, se ha concentrado en la 

frontera sur cordobesa en la época borbónica, tratando de reconstruir las peripecias y 

                                                 
62  Se agradece profundamente al Lic. Santiago Llorens de la Cátedra de “Epistemología en Geografía” del 

Departamento de Geografía de la Facultad de Filosofía y Humanidades de la UNC, por haber sugerido este tipo 

de abordaje geográfico, y por acercar –desinteresada y amablemente– una copia de la traducción de Cátedra que 

se ha realizado del autor. 



 

consecuencias de política de poblamiento del marqués Rafael Núñez de Sobremonte. De estos 

fructíferos trabajos es importante señalar que Punta ha dejado un extremo de ovillo que no ha 

sido retomado desde una perspectiva territorial, al plantear que los pueblos de indios pueden 

ser pensados como límites o “fronteras internas”, como se afirmó en el párrafo anterior. De ello 

importa destacar, que el régimen en mancomún de tierras y la especificidad etnogenética de San 

Marcos, son las bases desde donde hacer visibles esas fronteras internas; más, de la ruralidad 

en su extensión espacial y expresión cotidiana puede decirse que presentó iguales síntomas de 

abigarramiento al de la comunidad de indios, dinamizando la idea de frontera como sugieren 

los autores. 

Por otro lado, también se ha estudiado rigurosamente la construcción de la provincia de 

Córdoba, a partir de la ordenación de la propiedad, la tenencia de títulos precarios 63 , la 

conformación del mercado de tierras, y las políticas de tierras entre otros tópicos que 

tangencialmente se desprenden de esas perspectivas (Arcondo, 1969, Ferreya 2011, Tognetti, 

2012a, 2012b, 2013)64. Estos estudios han iluminado el proceso mediante el cual el estado 

cordobés expandió sus fronteras hacia el sur y sureste a partir de las décadas del sesenta y 

setenta del siglo XIX, y que le permitió a esa administración, integrar el conjunto de estados 

provinciales que motorizarían la economía agro-exportadora del estado nación, a partir de los 

designios del capitalismo dependiente. 

Sobre esta línea es pertinente y elocuente señalar, y sin pretender acabar el recuento de 

historiadores que se han ocupado de la formación territorial cordobesa desde esa perspectiva, 

que la mayoría de las investigaciones se han concentrado en la expansión hacia la zona 

pampeana. No se ha encontrado hasta el momento investigaciones que den luz acerca del mismo 

proceso pero en la zona del noroeste, que es la región de interés. No obstante, esto no es un 

impedimento para plantear reflexiones para el caso particular y partir desde algunos de los 

estudios que ya se han aludido. Para ello es oportuno a esta altura señalar algunas distinciones: 

se tratarán a continuación, intentando delimitarlos, los conceptos de “tierra” y “territorio”, para 

comprender mejor la desamortización de la comunidad de San Marcos. 

Se entiende, siguiendo a Stuart Elden (2010), que la tierra es una relación de propiedad: un 

                                                 
63 Aunque los “títulos precarios” a los que se refiere Tognetti por ejemplo son los de las mercedes de Cabrera y 

Arrascaeta (2012a). 
64 De este último investigador, como se verá luego, importan particularmente aquellos que han estudiado la 

definición de los derechos de propiedad, la creación de un mercado de tierras en términos capitalistas, las disputas 

por el dominio del suelo entre Córdoba y los demás estados provinciales y el Estado nación; como así también 

aquellos que a partir del marco normativo han aportado análisis acerca de la soberanía provincial en materia de 

suelo. 



 

recurso finito que se asigna y apropia, y que implica esferas entre la política y lo económico, 

como acertadamente interpreta parte de la historiografía referenciada. Elden sugiere que para 

completar este tipo de análisis, hay que ir más allá de considerar a la tierra como simple 

materialización de la propiedad en términos económicos. Se debe comprender al territorio, más 

que a la tierra, como un constructo histórico y geográfico donde subyacen aspectos político-

ideológicos, estableciendo una genealogía del mismo, analizando la relación entre el Estado y 

la categoría “espacio”, ligada esta última a lo legal, el cálculo y las técnicas.  En ese camino se 

debe postular que la desestructuración de las comunidades indígenas a finales del siglo XIX, y 

la de San Marcos en particular, puede ser pensada como parte de la política de definición 

territorial de Córdoba, pero a su vez, es un movimiento que la rebasa, ya que hubo intentos 

anteriores de sanear, ordenar y definir la tierra, que por diversos motivos, no fructificaron. Ello 

es lo que se intentará demostrar a continuación, para en el próximo capítulo, poder partir de 

esas premisas geográficas e históricas. 

 

 

 

V.2. LOS ENCANTOS DE LO LEGAL Y LO ECONÓMICO: MÁS ALLÁ DE LA  

ORDENACIÓN DE LA TIERRA 

 

 

Ya que se han referenciado algunas investigaciones en torno a la construcción del territorio 

provincial, se propone partir de un trabajo ya clásico, para comprender que las leyes de tierras 

y la ordenación territorial, tenía otras implicancias además de las económicas. Según Arcondo 

(1969) la política de tierras luego de Caseros “se agota en algún intento de ordenación de la 

propiedad, en la liquidación de algunas formas de tenencia, como los ejidos y pastos comunes 

y los antiguos pueblos de indios (p.15)65. Esa afirmación le permite al historiador llegar a la 

conclusión que “bajo el imperio de la Constitución Provincial de 1855 se inició un proceso 

tendiente a ordenar la propiedad” (p.16)66. Esta idea de “ordenación” también es trabajada por 

Ferreyra (2011) quien plantea que la expansión territorial hacia el sur sureste, comenzó a 

incrementarse hacia mediados de la década de 1860 y que los detonantes de esa política 

 

fueron diversos; un primer momento, la reactivación vino de la mano de la necesidad de definir su 

                                                 
65 Las bastardillas no son originales. 
66 Las bastardillas no son originales. 



 

territorialidad frente a las provincias limítrofes y ampliar y hacer más efectivo su sistema de 

recaudación para proveer de recursos fiscales al erario provincial. Luego, por su inclusión paulatina 

y tardía al modelo primario agroexportador (p.180). 

 

Su trabajo es importante porque muestra, entre otros aspectos notables, el lento nacimiento 

de entidades estatales –coincidiendo con las tímidas reflexiones del capítulo 3– que en el 

turbulento camino cordobés hacia la modernización, se fueron creando para distinguir las 

propiedades públicas de las privadas y regularizar su tenencia. Ahora bien, esta forma de 

ordenación, si es suficientemente tensada con las políticas de aboriginalidad, permite que se 

vaya aún un poco más atrás en el tiempo. En ese sentido, en 1815 un auto del Procurador 

General Don José Vélez, dirigido al Gobernador Intendente de Córdoba, dejaba entrever 

algunas consideraciones que a la postre, resultarán llamativas. Primero, que las poblaciones 

indígenas eran “perniciosas” para la república, aconsejando la mensura y venta de sus terrenos; 

y segundo proponían, de la mano de la anterior política, el exterminio de “ladrones y 

holgazanes”, calificativos asignados a los comuneros (Bompadre, 2014, p.5).  Este punto es 

importante ya que cimienta algo que ya se ha enunciado, pero que todavía no se ha desarrollado: 

que la ordenación de la tierra en América, aún luego de la colonia, encontró en la tenencia de 

tierras por parte de pueblos de indios también un obstáculo rugoso; por lo que dentro de aquellas 

miradas posibles hacia el otro, se consolida la que ve en el indio, un freno para el desarrollo. 

Es así que unos años después de ese primer intento ordenador, en 1837, se sancionó un 

decreto del gobernador delegado Calixto María González que disponía la enajenación de 

antiguos pueblos de indios; medida que no caló lo suficiente ni se tornó efectiva por las razones 

que exponía Ferreyra más arriba. Sin embargo, ese espíritu regulador y organizador de la 

propiedad, es nuevamente visible en 1849 cuando se crea una “Comisión Topográfica”, 

antecedente inmediato del Departamento Topográfico. Entre los objetivos de la comisión 

Topográfica se constituían como fundamentales la ordenación de la propiedad; y se ha dicho ya 

que a mediados del siglo XIX existían particularidades coloniales que mantenían tierras bajo 

un formato que comenzaba a ser anacrónico para el orden liberal cartográfico que se estaba 

construyendo. También, el pueblo nación rankülce, mantenía un territorio autónomo desde 

mediados del siglo XVIII, que sería visto sólo unos años después de la creación de la Comisión 

Topográfica –en una coyuntura política distinta a la de las autonomías provinciales– como 

necesario para los objetivos de expansión territorial del estado cordobés. De modo que en estos 

intentos de configuración territorial de mediados del XIX, y desde la perspectiva de la 

aboriginalidad, es posible observar dos indigeneidades diferentes: por un lado los pueblos de 

indios y por otra los indígenas “libres” situados en el territorio allende y contiguo a la línea de 



 

frontera del Río Cuarto. 

Es entonces en 1858, una vez suprimidas las aduanas interiores que le permitían a Córdoba 

mantener medianamente financiado su erario (Tognetti, 2012a, p.16) que se sanciona la primera 

ley de tierras, con los fines antedichos: ordenar la propiedad. Poco tiempo después, con la 

intención de refinar esos mecanismos de apropiación y “saneamiento” de las mismas, y 

establecer cuáles “eran” tierras del fisco (pasibles a convertirse en recursos) y cuáles “eran” las 

tierras privadas, se sanciona otra ley de tierras en 1862, que se convertirá ahora sí en orgánica 

a los intereses de los grupos que dominaban la provincia, ya que para esa década el contexto 

político cambia: ésta ley tenía como objetivo empezar a hacer frente a los requerimientos de 

tierras de las otras provincias y del estado nación, que ese mismo año dictaría una ley que 

iniciaría un conflicto alrededor de las que serían tierras nacionales y tierras de las provincias. 

También ésta ley fue la base para que se constituyera el citado Departamento Topográfico 

en 1862, que será clave como instrumento de expropiación, y que brindará mayor solidez al 

orden institucional, ayudando a organizar la propiedad con bases más firmes (Ferreyra 2011). 

Con las posibilidades políticas que se abrían en esa década, el Departamento Topográfico, se 

convertirá en herramienta performativa de poder y generador de nuevas realidades, sentidos, 

significados e imaginarios alrededor del territorio, ya que se proponía entre sus objetivos 

continuar lo que la extinta Comisión Topográfica había dejado a mitad de camino: mensurar las 

tierras fiscales como las privadas, examinar los conocimientos, capacidades y habilidades de 

los “agrimensores” (cuyo periplo profesional se tratará más adelante), controlar sus 

instrumentos, y expedir títulos habilitantes para ejercer la profesión (Ferreyra, 2011, p.190). El 

sendero que conducía a la sanción de la ley de 1881, estaba al menos en lo legal y lo institucional, 

allanado. Esta instancia será retomada en el próximo capítulo, cuando se analicen los debates 

en torno al proyecto de ley –examinando los discursos– y la “Ley General de Comunidades” 

del año citado. 

 

 

 

V.3. LOS ENCANTOS DEL LIBERALISMO 

 

A partir de estas consideraciones, es factible volver una vez más a la historiografía 

cordobesa que se reseñaba a inicios del capítulo, y proponer que la política de tierras que va 

pergeñando el estado cordobés además de responder a los apuros económicos estatales emerge 



 

desde un proyecto monocultural, como se ha enunciado ya en otro lugar de esta investigación, 

construido en la larga duración (no homogéneo, conflictivo y que va “madurando” en el proceso 

histórico) que cobra sentido con la construcción del régimen jurídico e institucional del estado 

nación, del estado provincial, que materializa las relaciones de producción capitalistas y 

jerarquiza a la ciudadanía de manera asimétrica. Este último punto se demostrará en el capítulo 

próximo. 

Para poder entender ello, y a su vez conocer con más profundidad los mecanismos y 

estrategias que se dan los grupos hegemónicos en relación a la propiedad, es pertinente seguir 

con el análisis de la construcción en el tiempo del concepto de “liberalismo”. En ese camino es 

importante señalar los sentidos asignados al espacio, a partir de lo planteado nuevamente por 

Arcondo, con respecto a la situación de la “tierra” a mediados del siglo XIX 

 

la liberalidad en las ventas de las tierras va en aumento; la Constitución de 1855, autoriza a la 

Legislatura a vender tierras, ésta a su vez delega esa facultad al ejecutivo provincial y por último, 

estas atribuciones pasan a la Mesa de Hacienda (Arcondo, 1969, p.24). 

 

Debe observarse cómo se van haciendo cada vez más específicos, precisos y refinados los 

instrumentos que posibilitan al estado cordobés la adquisición de nuevas tierras. Esos artilugios 

son algunos de los que permitirán que la superficie enajenada e incorporada a partir de 1870 

por el estado cordobés vaya en aumento de manera sostenida. Tognetti (2013) y Blanca Zeberio 

(2007) acuerdan en lo que se está planteando: que para el periodo se desarrollaron un conjunto 

de medidas con el objeto de expandir el territorio e incrementar la propiedad pública, sobre todo 

a partir de la década del 60 y del 70. Las primeras leyes de tierras de 1858 y 1862 son 

antecedentes de lo señalado por Tognetti y Zeberio, y muy claras al respecto de las intenciones 

del estado provincial. En 1862, es sustantiva la obligación de 

 

 

deslindar y amojonar las propiedades e inscribirlas en un registro especial (…) [suprimiendo también] 

la denuncia de tierras, franquicia que el Estado confería a los particulares a quienes daba prioridad 

en la ocupación de las tierras denunciadas sin dueños ni ocupantes (Arcondo, 1969, p.16). 

 

Con todo, hay que decir que esos mecanismos no son liberales, en el sentido que hoy se le 

da al término. El liberalismo fue una construcción lenta y conflictiva que se hizo realidad 

únicamente cuando se establecieron ciertas condiciones estructurales y superestructurales: en 

el Reglamento Provisorio de 1821, la propiedad privada si bien está contemplada, no se lo hacía 

en términos puntualmente liberales, como si garantizará el Código Civil a partir de 1871. En 

ese sentido es conocido que en el convulsionado periodo de las autonomías provinciales se 



 

realizaron numerosas “expropiaciones”, “donaciones forzosas”, etc., a los opositores de los 

gobiernos de turno. Se entiende que si la tierra hubiese sido un bien privado en términos 

capitalistas, esas expropiaciones o “donaciones forzosas” no podrían haberse dado ya que la 

concepción liberal de la tierra “plasma un concepto de propiedad absoluta, individual, exclusiva, 

perpetua y protegida” (Troncoso Muñóz, 2011, p.48)67. Esto mismo es lo que habilita a pensar 

que las ansias de dominio territorial durante el siglo XIX encuentran en el Código Civil uno de 

los instrumentos que dará sentido y llenará de significaciones a la propiedad privada y al 

derecho, de manera más contundente que las constituciones nacionales y provinciales. A su vez, 

el individuo y el derecho de propiedad, profundizando lo planteado por la Constitución 

Nacional, se ubicarían por encima de lo consuetudinario, característico de las sociedades 

indígenas (Zeberio, 2007, p. 304-305). 

Es pertinente volver a recordar que las políticas de expropiación hacia las comunidades 

indias si bien son una continuidad en el tiempo, fueron construyéndose lentamente, y en ese 

proceso fueron adquiriendo y generando significados distintos desde donde se ejerció la 

expropiación legal y, aún más, legítimamente. Luis Tognetti planteó acertadamente que la 

incorporación de una inmensa cantidad de tierras a la provincia, en el periodo que se está 

analizando, estuvo directamente relacionado con las necesidades de financiar al erario, ya que 

la deuda provincial contraída durante la primera parte del siglo XIX, debía ser saldada luego de 

la supresión de las aduanas interiores que habían permitido el sustento económico a la provincia. 

Por lo tanto, debe recordarse en este caso la identidad “comercial” cordobesa a diferencia de la 

“estancieril” bonaerense, lo que explicaría, como ha sostenido el autor, que el proceso de avance 

sobre la fronteras en Córdoba (“interiores”, representadas por los antiguos pueblos de indios y 

la “frontera sur” más allá de los ríos Cuarto y Quinto) haya sido posible a partir de la década 

del sesenta (Tognetti 2010 y 2012a). 

La implantación del liberalismo no estuvo exenta de contradicciones como tampoco fue un 

proceso lineal; y los actores sociales no internalizaron de la misma manera las reglas del juego 

impuestas por las normativas civiles-jurídicas que se estaban construyendo. Ello es visible en 

San Marcos donde las nociones liberales, construidas durante el siglo XIX, encuentran un 

escollo en la subjetividad abigarrada india, como se demostrará. El liberalismo en la región, se 

sabe, tenía como objeto eliminar los vínculos corporativos heredados, como ha sido aclarado 

por Escobar Omhstede (2012) y sepultar las manchas que delataban una cartografía dual. 

                                                 
67 Estas apreciaciones fueron expuestas de manera oral por el Dr. Luis Tognetti en conversación personal durante 

2011. 



 

Empero, es fundamental comprender que las ideas que encontraron en el liberalismo, 

mecanismos y relatos jurídicos para eliminar estorbos y reminiscencias de instituciones 

“inservibles”, fueron madurando en un proceso no lineal con marchas y contramarchas. 

Tognetti (2012a) llega a reflexiones similares, ya que ha estudiado los conflictos generados 

a partir de la tenencia de “títulos irregulares”, es decir, la confrontación entre títulos 

correspondientes a formas de tenencia de tierras coloniales que para el siglo XIX, eran 

anacrónicas. El historiador ha demostrado –entre otras hipótesis que en este momento no son 

oportunas introducir– las dificultades del estado provincial en el proceso de titulación y 

saneamiento territorial iniciado con la ley de tierras de 1862 y la creación del Departamento 

Topográfico. Puntualmente comprobó que la ralentizada institucionalización cordobesa en 

materia de tierras se debió en parte también, a la poca colaboración de los dueños de títulos 

precarios (mercedes de tierras, particularmente) y a los litigios que se desencadenaron en el 

proceso de saneamiento de los mismos ya que no habían internalizado al liberalismo como una 

realidad que estaba socavando las formas de tenencia de tierras del régimen colonial. 

Sin dudas, la concepción liberal de la propiedad privada, se consustanció dialécticamente 

de manera sencilla a una nueva filosofía a los programas de territorialización estatal, y al 

territorio, pero no como algo “dado”. Los instrumentos que se venían describiendo anteriores 

al Código Civil y al servicio de una nueva ordenación territorial capitalista “resultaron de escasa 

efectividad y no pudieron avanzar mucho bajo las precarias condiciones que presentaba el 

estado en una realidad institucional embrionaria, inestable, y sin capacidad de coacción” 

(Ferreyra, 2012, p.2). 

Es que el estado cordobés se estaba construyendo en un escenario político aún mayor y 

cuyos resultados se empezarían a ver recién en las décadas del cincuenta, con la sanción 

constitucional y la realidad de la Confederación Argentina urquicista, y aún más, con la década 

posterior que significaría, luego de Pavón, la consolidación del estado nación con un territorio 

con posibilidades reales de ser definido. 

Esos requisitos político-estructurales del estado-nación serán fundamentales para la 

formación y ordenación territorial e identitaria de los estados provinciales, y por ende para la 

descomunalización de las poblaciones indígenas. Sin embargo, el recorrido que el estado 

cordobés había realizado antes de la “solución final”, y la aplicación de programas de 

territorialización, muestran que el estado cordobés tuvo que instrumentar otros mecanismos, 

que en efectividad irán de menor a mayor, como se viene señalando. Asimismo conviene 

observar, en el apartado siguiente, algunas de las miradas técnicas y científicas que, junto a las 



 

políticas que se han reseñado, posibilitaron la expropiación de San Marcos y las demás 

comunidades. 

 

 

 

V.4. LOS ENCANTOS DE LO CIENTÍFICO Y LO TÉCNICO 

 

 

Como se sostuvo en el apartado anterior, esa materialización de las relaciones sociales de 

producción, de alteridad y de poder, intrínsecas de la modernidad y el capital, tiene su correlato 

también en otros artefactos y dispositivos que van adquiriendo legitimidad, a la par de las 

necesidades expropiadoras del estado cordobés. Se apuntarán al respecto la creación de carreras 

profesionales como “agrimensura”, que se escindiría del Estado y pasaría a manos universitarias, 

“ingeniería civil” y la del “ingeniero geógrafo”. Paralelamente, una disciplina científica como 

la geografía, performativa en cuanto a las visiones sobre el territorio, será analizada para 

culminar el capítulo y abrir el camino al análisis de la ley de 1881. En este último caso se 

reflexionará acerca de la construcción de la “geografía cordobesa” que fue plasmada en el 

primer manual de geografía de Córdoba por decreto del gobierno de Alcorta en 189568. Estas 

apreciaciones permitirán la construcción de ciertos saberes específicos sobre el territorio, 

plasmados en lo que bien se podría designar una narrativa hegemónica del territorio, operación 

sustancialmente vinculada, si se piensa desde la geopolítica del conocimiento, a la conquista 

del sentido común. 

Siguiendo a algunas investigaciones (Tognetti 2012b, Page 2005), se propone primero 

pensar la creación y consolidación de carreras profesionales, ligadas a la medición y las técnicas 

de mensura. Es pertinente decir que fueron factura del periodo que se viene examinando, y a su 

vez se volvieron sumamente importantes si se las compara con otras ramas del saber académico. 

En consecuencia, en el ámbito científico y académico se operó un giro hacia las “técnicas”; 

interés canalizado en la aplicación del conocimiento en la práctica. Ello deja ver el carácter 

utilitario e instrumental que fue adquiriendo esa especialización del conocimiento, para la 

expansión territorial y la creación material y subjetiva de territorio. Para llevar adelante esas 

tareas era necesario contar con especialistas adecuados que otorgaran una visión posible (y no 

                                                 
68 Se hace referencia a Río, M. y Achával, L. (1905), “Geografía de la Provincia de Córdoba”, Compañía Sud-

Americana de Billetes de Banco, Vol. I y II, Bs. As. 



 

otras), encaramada en un paradigma científico al servicio la construcción de territorio. 

La geógrafa Gabriela Cechetto (2012, p.95 y ss.) advierte que hacia la década del 70, un 

conjunto de estrategias político institucionales tendieron a modernizar el conocimiento 

científico producido en la ciudad desde el ámbito de la Universidad Nacional de Córdoba –

única bajo jurisdicción nacional– y a instancias del presidente Domingo F. Sarmiento (1868-

1874). Este proyecto, entre los que se destaca la instauración en 1871 del Observatorio 

Astrológico Nacional, la Facultad de Ciencias Físico-Matemáticas y la Academia Nacional de 

Ciencias en 1878, posibilitaría también, la concreción de 50 viajes de exploración y 

reconocimiento entre 1871 y 1900, organizados por la Universidad. A su vez la creación a 

instancias de Estanislao Zeballos de una filial en Córdoba en 1871 del Instituto Geográfico 

Argentino (IGA), bajo dirección del ingeniero prusiano Arturo Seelstrang, junto a la Oficina 

Cartográfica de Córdoba, dan cuenta de que la factura y apropiación intelectual del territorio 

era posible a partir de la creación de condiciones para ello. 

De igual modo, la modificación de planes de estudio, la formación profesional en disciplinas 

como la agrimensura, la creación de la Escuela de Ingeniería en 1879, la injerencia de la 

ingeniería civil y ligada a ésta la creación en 1892 de la carrera de Ingeniero Geógrafo, fueron 

prioritarias para la formación de la estatalidad provincial y nacional, como se sugirió. La carrera 

de Ingeniería Civil, creada a instancias de Carlos Cassaffousth –personaje ligado muy 

cercanamente a Miguel Juárez Celman–  demuestran que la definición de territorio, debe 

pensarse también en sentido más amplio. Al respecto de los vínculos entre Cassaffousth y Juárez 

Celman, Tognetti dice que 

 

[esos vínculos] se gestaron en torno a un proyecto de dimensiones desconocidas para la época y la 

realidad del interior argentino. Fue en vistas a la concreción de esa obra [el dique San Roque] que 

el político cordobés lo promovió a la cátedra universitaria y, más tarde le garantizó el aporte del 

tesoro nacional para la contratación del personal que, en principio aseguraría el cambio curricular 

(Tognetti, 2012b, p.60). 
 

Como se viene postulando en capítulos anteriores los puentes entre el poder económico y el 

poder político eran más que evidentes: el apoyo que el poder ejecutivo del estado nación realizó 

a Cassaffousth en la concreción del proyecto y ejecución del dique San Roque y los canales de 

riego en los altos de la ciudad, hizo que estos emprendimientos sean “las obras más importantes 

del juarismo” (Tognetti, 2012b, p.43). No se puede desconocer tampoco que Cassaffousth 

también obtuvo una importante cantidad de hectáreas fruto del proceso de descomunalización 

del Pueblo de la Toma (Boixadós, 2010, p.68). Según esta investigadora, el estado provincial 



 

había decidido la privatización de las tierras de la comunidad que estaban dentro del “ejido” y 

el imaginario “urbano”, en aras del “progreso” y de la “productividad” en contraposición a una 

forma de tenencia comunal juzgada –como se nombró ya– estéril y anacrónica (Boixadós, 2010, 

p.69). 

También se argumentó que el apoyo político que obtuvieron ciertas publicaciones, pusieron 

en evidencia las conexiones entre conocimiento, poder y espacio. Ergo, cobra preeminencia la 

“publicación oficial” en 1905 de los dos tomos de geografía provincial de Manuel E. Río y Luis 

Achával. De esta excepcional y descomunal obra hay que apuntar que fue un encargo del poder 

ejecutivo provincial, producto de la sanción de la ley N° 1373 de septiembre de 1895, durante 

el gobierno del juarista Figueroa Alcorta, y por la ley N° 1608 de 1902 que autorizaba el pago 

de honorarios correspondientes a los autores, que serían costeados con la venta de tierras 

fiscales (Rabboni en Cechetto y Zusman, 2012, p.136). 

Los vínculos de clase también pueden verse claramente aquí: el ingeniero Manuel Río era 

parte de la ya descripta elite intelectual cordobesa finisecular (López, 2013, p.125) y Luis 

Achával fue el presidente y vice director de la Sección de Obras Públicas del Departamento de 

Ingenieros. Este departamento había sido creado a instancias del gobernador Figueroa Alcorta 

en 1897, sobre la base del Departamento Topográfico (Page, 2005, p.156). Achával sería 

presidente desde 1913 hasta su muerte en 1931 de la ya nombrada sarmientina Academia 

Nacional de Ciencias, y era miembro de una familia “tradicional” de Córdoba. A su vez, en la 

Facultad de Ciencias Exactas Físicas y Naturales de la Universidad Nacional “ocupó, casi 

ininterrumpidamente funciones directivas como: Vice Rector, Rector Interino, Decano (en dos 

períodos), Consiliario y Consejero”69 

En cuanto a los tomos en sí, se expresará que los autores al pensar el “elemento aborigen”, 

sostienen imaginarios y representaciones evolucionistas y positivistas, como la mayoría de los 

análisis de la época, producto de la colonialidad del saber. Según ellos, inmediatamente 

sucedida la conquista y entrada de Jerónimo L. de Cabrera “ya habían desaparecido los 

Comechingones, y de los Sanabirones sólo quedaba uno que otro grupo aislado, como el de 

Quilino, destinados a una absorción rápida y completa (Río y Achával, 1905, p.373, t.I). 

Por otro lado, de las seis comunidades indígenas que se han nombrado, y que habían 

permanecido en su territorio hasta su desarticulación, los autores plantean que cuatro de ellas 

(La Toma, Quilino, Soto y Pichana) fueron “antiguas” comunidades indígenas o de indios (1905, 

                                                 
69

 Página de la Academia Nacional de Ciencias. Recuperado de http://www.anc-

argentina.org.ar/web/academicos/achaval, [Fecha de consulta 21 de abril de 2015] 

http://www.anc-argentina.org.ar/web/academicos/achaval
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pp. 473 a 502, t.II). Acerca de las dos restantes, se dice que San Marcos “fue primitivamente 

una comunidad indígena” (1905, p. 502, t II) y Cosquín, llamativamente, no posee “pasado” 

indígena, para Río y Achával. 

Más allá de esas apreciaciones que ubican a lo indígena en un pasado “primitivo” y “antiguo” 

que se pierde en el tiempo, y, que no se precisan fechas puntuales –algo que llama la atención 

ya que las ciencias sociales de principios de siglo XX estaban imbuidas y empapadas de un 

espíritu clasificador, ordenador y cronologizante– se debe recordar que el pedido del libro que 

hace el gobierno de Alcorta se realiza en 1895 y la publicación data de 1904. Llamativo 

entonces es que, como se demostró en capítulos anteriores, los indios e indias en San Marcos 

estaban todavía para esa fecha, interpelando y negociando su precaria situación. También en 

1887 (en Soto), en 1896 (en Pichana) y en 1901 (en Cosquín) por nombrar sólo algunos 

ejemplos, las comunidades pretendidamente “extinguidas” estaban dirimiendo conflictos con 

el estado cordobés, por más que los autores los pretendan desaparecidos en el tiempo (Díaz 

Rementaria 2005 y Tell 2014).  Como se puede apreciar, la factura y apropiación intelectual del 

territorio, constaba de recursos significativos que volvieron hegemónica una visión sobre el 

espacio, invisibilizando, significando y adjetivando la presencia indígena comunera y su propia 

mirada sobre un territorio que más que homogéneo daba indicios de heterogeneidad como se 

demostró. 

La meta final de los dos tomos, al describir con énfasis catalogador y clasificador los 

paisajes y poblaciones pretendidamente cordobesas, pone en una misma lógica temporal y 

espacial a diferentes espacios y a una diversidad cultural de humanos que hasta antes de la 

desamortización de las comunidades, eran diacrónicos y abigarrados70. Es decir sincroniza, 

tomando como punto de partida la temporalidad y espacialidad estatal, un tipo de comunidad 

imaginada, materializando esas ideas en el manual de geografía cuya circulación garantiza la 

creación de la estatalidad cordobesa bajo un único y específico ritmo/duración y también un 

singular espacio que deshabilita las temporalidades y concepciones anteriores de lo espacial. 

Río y Achával, con su palabra convertida en texto y su posterior difusión en círculos 

hegemonizantes, discurren en la simultaneidad, mediante una narrativa capaz de poblar de 

imágenes humanas ese vasto y desconocido territorio que se acababa de fundar como un mapa, 

y al que pocos podían siquiera imaginar en su densidad y complejidad topográfica y humana 

reales, como ha sugerido Rivera Cusicanqui al analizar un caso similar (2015, p.37). 

                                                 
70 La misma perspectiva podría ser sugerida para pensar a los “colonos” del sur y sureste provincial, dueños de 

“títulos precarios”, que estudia L. Tognetti (2012a) 



 

Esta empresa ubicaba en una temporalidad y cartografía primitiva a las comunidades –como 

había postulado González cuando hablaba de los “ranchos”– siendo que estaban negociando 

con el estado cordobés todavía, su extinción territorial, como se mostrará a continuación. Este 

conocimiento moderno, por lo expresado, debe ser pensado teniendo en cuenta quién, cómo, 

desde dónde, por qué, para qué y de qué manera enuncia y propone. Operación que habría que 

realizar con todos los saberes científicos para que el pasado sea accesible en términos 

epistemológicamente flexibles. 

La intención deshabilitante de las manchas abigarradas en una cartografía heterogénea, con 

tantos indicios de antiguo régimen como de prácticas y significaciones emergidas desde una 

subjetividad también deseosa de ser prontamente ocultada, se pudo volver realidad a partir de 

la configuración de territorio en términos de modernidad. La lenta marcha del liberalismo como 

de la legalidad, en conjunción de la instrumentalidad y servilidad de ciertos conocimientos 

técnicos y científicos permitieron que se construyan imperceptiblemente ciertas condiciones de 

posibilidad que hacia finales del siglo XIX, se articularon para deshabilitar los sectores y 

prácticas que evidenciaban el “atraso” frente al tren de la modernidad. Este largo camino tuvo 

su corolario en 1881 cuando Juárez Celman  sancione la “Ley General de Comunidades” que 

se examinará a continuación. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VI. LA LEY GENERAL DE COMUNIDADES DE 1881 Y 

LA AGENCIA INDIA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

La propiedad privada es un negativo invento anticósmico 

de otras culturas que alejaron al hombre de su verdadero ser 

y tienden a encerrarlo, aislarlo, en sí mismo 

 

Fausto Reinaga 

  

Si señor ministro 

ese hermoso valle que ha merecido el valor que tiene 

por el trabajo asiduo de los indios, 
pasará a ser propiedad  de unos cuantos pudientes extraños 

 quedando así los hijos de este suelo 

 en peores condiciones que el extranjero 

 

Carta de los indios de San Marcos al Ministro Berrotarán, 1892. 

 

 

 

Planteado el derrotero anterior, resta examinar ciertas particularidades de las discusiones 

previas en la bicameral cordobesa en torno a la ley y comprenderla desde esa constelación 

discursiva; y en segunda instancia diferenciar las acciones políticas y colectivas que indios e 

indias llevaron adelante a partir de esa fecha. Se ha hecho alusión en los capítulos anteriores a 

cuestiones no menores que allanan el actual camino: cuál fue el clima institucional y legal para 

que la “Ley General de Comunidades” sea una realidad y de esa manera cuál había sido el 

recorrido científico y técnico que la provincia había encarado; observándose algunas 

especificidades de la comunidad en cuanto a lo territorial y estableciéndose deliberaciones y 

singularidades en relación a las contingencias y la agencia condicionada de los comuneros y 

comuneras. Mas aún, antes de pasar al examen de la ley, y volviendo a considerar lo legal, se 

querrían agregar algunas precisiones, que son las que se enuncian a continuación. 

La primera carta constitucional de la provincia fue, como se dijo, el Reglamento Provisorio 

de 1821 que intentó administrar la vida “civil” de ciudad y campaña a partir del periodo de las 

autonomías provinciales. Ésta ley suprema, amén de precisar  los carriles por donde debía 

desenvolverse la cotidianidad de los ciudadanos, rigió hasta 1847, siendo sustituida por el 

“Código Constitucional Provisorio”, que, como su antecesor, sufrió numerosas modificaciones. 

Como se dijo el régimen republicano fue una construcción lenta, que debió crear, con escollos, 

un nuevo contrato social. Así fue que a partir de la coyuntura abierta por la derrota de Juan 

Manuel de Rosas fue posible, para los sectores de poder –que luego corporizarán la 

modernización de la provincia– sancionar la Constitución Provincial en 1855. Algunos años 

después, ya en 1870, se estipularon algunas reformas, resultando la Constitución de 1870 

 

una reforma total [ya que se] amplió el articulado, detallando con mayor precisión los derechos 



 

y garantías, a diferencia de su predecesora que prácticamente remitía a la Constitución Nacional. 

Se realizaron significativas modificaciones en la estructura orgánica, como la instauración del 

bicameralismo, la figura del vicegobernador, la regulación del juicio político, las Jefaturas 

Políticas, además de detallar las bases del régimen municipal y del sistema electoral, entre otras 

(Hernández, s/f, p.4) 

 

 Es importante destacar, como ya ha puntualizado Gardenia Vidal (2006), que en el periodo 

examinado, existía una concepción de ciudadanía bastante restringida, fruto de la incidencia 

clerical y su cosmovisión conservadora, que radicaba entre otras cosas no sólo en la falta de 

confianza, propiedades y capacidades del otro, sino en “defensa de un orden jerárquico en el 

que las mayorías, por el sólo hecho de serlo, debían tener relaciones subordinadas a las élites” 

(p.4). Este sustrato religioso, que ya se había propuesto junto al  académico-científico como 

lugar subjetivo de anclaje colonial desde el que se miraba lo social y lo étnico, se articuló –

como táctica de supervivencia– con la modernidad a pesar de que la negaba. 

Si aún, como ha planteado Briones y Delrío (2000), se sostiene que las incorporaciones que 

los estados hicieron de sus “otros internos” a la vida política fue contemplando las diferencias 

y las jerarquías étnicas y sociales que el régimen colonial había impuesto; es decir, 

diferenciando ciudadanos de “primera” y “segunda” clase, es más entendible cuáles eran las 

políticas hacia sectores marcados por la estatalidad como indios. Y este es un punto importante, 

ya que si bien en las discusiones previas a la sanción de la “Ley general de comunidades” se 

frivoliza y banaliza la adscripción indígena –como se demostrará a continuación– el clima 

intelectual y las preconcepciones del otro, configuraron una legislación excluyente y racista. 

Además de estas disquisiciones, se enunciará que para alcanzar los objetivos de este capítulo 

se ha visitado el Archivo de la Legislatura provincial, y consultado el libro de acta de sesiones 

de 1881 que contiene las breves discusiones que los diputados mantuvieron al respecto del 

proyecto. De igual manera, en el Archivo de Catastro de la provincia se ha podido acceder a 

una copia de la ley, mientras que el examen de los libros de “Gobierno” del AHPC del periodo, 

ayudarán a reconstruir una trama compleja y dinámica, en cuanto a las tensiones –una vez más– 

entre agencia y estructura, que se mostrará a continuación. 

 

 

 

VI.1. EL PROYECTO DE LEY Y LAS DISCUSIONES PREVIAS 

  

 

Hacia 1881 gobernaba la provincia de Córdoba el por entonces roquista Miguel Juárez 



 

Celman quién posteriormente fuera presidente del estado nación como se ha afirmado ya. Los 

diputados cordobeses, por ese entonces en plena consolidación del proyecto del PAN, en la 

sesión extraordinaria el 22 de diciembre de 1881, discutieron algunos temas de carácter urgente. 

Uno de ellos, cuarto en la prioridad del orden del día sería “un despacho de la C[ámara] de 

Legislación en el proyecto de ley sobre abolición de las comunidades indígenas, venido en 

revisión del Senado” (AHLC, Acta de Sesiones de Diputados,1880-1881, Libro 10,, f.334 y 

f.345). 

Antes de que se presente el proyecto de ley, y se realicen acotaciones y cambios de parecer 

al respecto, el Senado aconsejaba la “aprobación sin modificaciones algunas” del citado 

proyecto. De tal manera, “el miembro informante diputado Garzón” fue quien dio “las razones 

y los fundamentos de este dictamen”, presentando el proyecto de ley en aquel momento (AHLC, 

Acta de Sesiones de Diputados, 1880-1881, Libro 10, f.348). 

Las discusiones –deseables si se sostiene que un régimen republicano estaba 

consolidándose– fueron escuetas o inexistentes. El diputado Moyano, con respecto al primer 

artículo, manifestó su preocupación ya que, desde su perspectiva había habitantes de las 

comunidades que “no eran indígenas”, por lo que el Ejecutivo podía dividir las tierras, “sin 

razón ni fundamento”. A lo que el diputado Villanueva planteó su acuerdo, recordando que  “la 

propiedad estaba indivisa y en cierta manera gobernados sus integrantes por una especie de 

cacique, siendo éste régimen y no la raza de los habitantes lo que daba el carácter de indígena 

a la comunidad” (AHLC, Acta de Sesiones de Diputados, 1880-1881, Libro 10, f.352). 

Por su parte, el ministro respondió que ya “había una ley sobre la materia”, y que si el 

ejecutivo presentaba una nueva ley era porque la anterior tenía algunos “defectos”. Sin más, el 

diputado Moyano, que había tomado nuevamente la palabra manifestó que “debieran designarse 

en la ley las comunidades a que ella se refería para evitar los abusos que pudieran producirse”; 

a lo que Villanueva y el ministro habían respondido que la ley estaba “bien expresa y clara”. 

Según consta en el acta de sesiones, el proyecto de ley se aprobó, sin otra intervención. 

Uno de los aspectos que debe apuntarse es casualmente aquel que señala la existencia de 

una ley anterior. Ya se había propuesto pensar que la ley de 1881 –como así también la de 1885– 

fueron el corolario de políticas de expropiación, y por ende de territorialidad. Aunque el 

reconocimiento de una legislación anterior revela no solamente el interés del estado por la 

ordenación de la propiedad, sino por solucionar, lo que en el periodo fue conocido como el 

“problema del indígena”. Es posible alegar que algunos de los funcionarios al negar la alteridad, 

estarían vedando la posibilidad de esta última hipótesis. Pero, como se ha demostrado, si se 



 

observa el proceso histórico desde la perspectiva de la colonialidad del poder, indagando el 

locus de enunciación monocultural desde donde emergían los discursos –más allá de los 

posicionamientos de clase– se puede comprender lo subyacente a los postulados filosóficos del 

discurso moderno/colonial de algunos funcionarios cordobeses. 

Por otro lado, otros funcionarios como el diputado Moyano, muestran cierta inquietud con 

respecto a cuáles son las comunidades a las que el proyecto de ley se refiere. Ello confirma que 

hay una conciencia acerca de la existencia de la alteridad, posicionándose en las antípodas de 

los que dudaban tal realidad. De esta manera se podría pensar que había reticencias, no en 

cuanto a la aprobación de la ley, sino en lo referido a las miradas hacia el otro. 

Es por ello mismo que tampoco pasa inadvertida la duda ontológica acerca del sistema de 

gobernanza comunitaria por una “especie de cacique”. Primero habría que recordar que la 

formación social y económica colonial conllevó –entre otras imposiciones hacia las sociedades 

y pueblos conquistados– la implantación de una territorialidad ajena a la que hasta el momento 

de la conquista existía. Junto a esa instauración de nuevos sentidos y significados al territorio, 

y a la asignación de espacios para la reproducción social con fines extractivistas, se asistió a un 

proceso de tribalización (Delrío 2005) que “condujo tanto a la consolidación y a la politización 

de la tribu como categoría dominante, como a su apropiación por parte de los indígenas en tanto 

autoconcepto de identificación y espacio social de organización” (Giacomasso, 2016, p.45-46). 

Ese emplazamiento espacial, configurante de una cartografía colonial de poder, que asignó 

lugares de habitabilidad específicos a la alteridad, confeccionó a su vez un dispositivo 

hegemonizante en la política interna de los grupos tribalizados: para el caso de San Marcos, la 

imposición de un sistema de representación política, mediante un cabildo indígena y un alcalde 

indígena como se enunció anteriormente. Y aún más, penetró en la vida comunitaria provocando 

disidencias, reticencias y resistencias en los sectores afectados, atributos peculiares de un 

proceso de abigarramiento como se evidenció, y se seguirá mostrando. Imbricadas en la anterior 

trama de poder colonial, también es posible pensar cuáles fueron las características de la figura 

del “cazqui-curaca” en cuanto a la acción política. Según Mariela Tulián el cazqui curaca del 

momento, al que seguramente se refería el diputado Villanueva, era Juan Antonio Tulián. Las 

acciones de Félix de la Presentación, como figura destacada de la comunidad, se entiende a 

partir de que también era el “cazqui curaca” pero de la familia Reyna o Reina: lo que refuerza 

lo planteado por los actuales indígenas de esta familia que referenciaron que para esa época 

había una “figura importante en la familia”. 

Más aún, y volviendo a los dichos del diputado acerca de la gobernanza por una “especie de 



 

cacique”, es visible como la nominación y el uso de tal concepto implica una situación de 

desconocimiento del “otro”, no solamente en términos étnicos sino de representación política. 

Se recuerda que “cacique” es un término taíno que fue exportado y traspolado desde las Antillas 

por los sectores colonizadores –aquellos que tenían la posibilidad de escribir y construir 

realidad histórica– y que fue aplicado a las diferentes autoridades indígenas, sobre todo las 

políticas. Esta situación es entendible, ya que ese concepto recorrió y se afincó naturalmente en 

la cartografía colonial como metatérmino y metaétnico, designando y uniformando diferentes 

tipos de “jefaturas”, y por lo tanto, desentendiendo y negando la diversidad y especificidad del 

conquistado. Se refuerza, de esta manera, la idea que se viene erigiendo en otros lados de esta 

investigación: la acción de (re)nominar tuvo una intención que no debe desconocerse desde la 

disciplina histórica: dominar. Esta situación de negación del otro es asimilable en última 

instancia al epistemicidio, concepto del que también ya se ha hecho alusión como mecanismo 

de colonialidad. El desconocimiento del otro, habitante de la provincia y supuesto representado 

en la bicameral cordobesa, es elocuente y gráfico en las escuetas discusiones que se han 

reconstruido a partir del trabajo de archivo. 

 

 

 

VI.2. LA LEY DE 1881 

 

 

Como se dijo, la ley fue aprobada71. El proceso de desamortización de las tierras, si bien 

como fue demostrado había comenzado desde los inicios del siglo XIX, aceleraría su paso de 

manera agigantada. Pero ¿qué proponía la ley? ¿qué análisis se puede hacer de su articulado? 

¿cuál era el lugar que se les daba a los comuneros indígenas? ¿cómo repercutió en San Marcos 

y qué hicieron al respecto los indios e indias?. Como se ha sostenido a lo largo de toda la 

investigación, son infinitas las preguntas que se le pueden hacer a las fuentes, y en este caso a 

la ley. Vale una vez más este ejercicio de memoria, sinceridad y apertura. Aquí se darán algunas 

respuestas. 

La ley constaba de 20 artículos y su titulación ya es de por sí sugerente: “Ley mandando 

medir las tierras ocupadas por las Comunidades Indígenas” (ACHDCC, CLDA, p.859). Según 

esta forma de pensar y enunciar la realidad social del momento, las comunidades estaban 

                                                 
71 Ver en “ÍNDICE DE GRÁFICOS...” la transcripción completa del texto. 



 

“ocupando” su “tierra”. Se puede argumentar (y discutir, claramente) que la concepción 

cosmológica de los pueblos indígenas con respecto a la “tierra”, desde una ontología y 

epistemología otra, es radicalmente opuesta a la visión hegemónica y liberal. Esto es importante 

a tener en cuenta pero conlleva algunos problemas, de los que sólo se referenciarán algunos. 

Por un lado, como advirtió Lucas Palladino (s/f, p.6) la asociación indio-naturaleza desde una 

perspectiva “romántica” es una construcción y una representación de lo indígena que hay que 

emplazar en determinadas coordenadas históricas72. Por otro lado, en San Marcos, hay que 

recordar que el proceso de etnogénesis estuvo ligado a la conformación de un régimen particular 

de tenencia de tierra y usufructo de la misma, que dio cuenta de prácticas y una subjetividad 

abigarrada, y que fue determinado por las prescripciones de la formación social colonial, entre 

las que hay que señalar la “llegada” de indios de otras jurisdicciones a la comunidad como el 

caso de los “forasteros”, “allegados”, “trasladados”, etc. 

Volviendo a la ley, se observa que en su artículo primero proponía: “Autorízase al P[oder] 

E[jecutivo] para hacer mensurar, por medio del Departamento Topográfico las tierras ocupadas 

por las comunidades indígenas en todo el territorio de la Provincia”. Aquí, es posible 

dimensionar lo planteado en el capítulo anterior cuando se postulaba pensar la instrumentalidad 

no sólo de las instituciones –lo que visto desde el presente es una obviedad– sino también la de 

los dispositivos científicos y técnicos que operaban sobre una tierra ocupada por un “otro” no 

legítimo en términos de derecho, si se recuerda el aporte de Gardenia Vidal hecho al inicio del 

capítulo. De tal modo las mediciones y mensuras, como las próximas operaciones que se 

examinarán, podían realizarse con exactitud gracias a la naciente y flamante camada de 

agrimensores. 

Esta operación se complementaba con el trazado de “una Villa que se compondrá de 

manzanas de cien metros por costado, separadas por calles de quince y divididas por solares de 

veinte y cinco de frente, con el fondo que corresponda”73 y la confección de un plano, como 

prescribía la ley en su artículo 8. (ACHDCC, CLDA, p.859-860). Esta política cartográfica 

creada como condición de posibilidad para la desarticulación de las comunidades, puso especial 

énfasis en la construcción tanto del plano de la comunidad de San Marcos al que hace referencia 

la ley, como así también de los primeros mapas de la provincia de Córdoba (1866 y 1871) que 

daban cuenta de los indefinidos y precarios límites, y de la división departamental; mapeo 

                                                 
72 Esta perspectiva es tomada por Palladino de Ulloa, A. (2005), “Las representaciones sobre los indígenas en los 

discursos ambientales y de desarrollo sostenible”, en: Daniel Mato (coord.), Políticas de economía, ambiente y 

sociedad en tiempos de globalización. Facultad de Ciencias Económicas y Sociales, Universidad Central de 

Venezuela, Caracas, pp. 89-109. 
73 Ver mapa en “ÍNDICE DE GRÁFICOS...” En el que se destacan algunas de estas marcaciones modernas. 



 

posible a partir de la conjunción entre los saberes técnicos y científicos nacientes, y el 

Departamento Topográfico74. 

Asimismo se planteaba que el poder ejecutivo nombraría “una comisión compuesta por dos 

individuos” de la comunidad y del “vocal del departamento encargado, [sic] de la mensura para 

que proceda a levantar un padrón de todos los miembros de aquella” (ACHDCC, CLDA, p.860). 

Esta comisión debería encargarse de dar “gratuitamente un solar a cada miembro de la 

comunidad y reservar una o dos mas manzanas para plaza, casa Municipal, Iglesia, Policía y 

demas establecimientos públicos” (ACHDCC, CLDA, p.860). Si bien no se ha podido 

reconstruir las operaciones de compraventa en su totalidad, las fuentes orales han señalado, 

porque así lo han vivido internamente, que fueron muchas las familias que no fueron 

empadronadas, como también las que tuvieron que “irse” a principios del siglo XX –como el 

caso de Francisca Díaz y Timoteo Reyna– obligadas por la situación de desamortización de 

tierras. 

Como se analizó anteriormente fueron las políticas cartográficas las que dieron nuevos 

sentidos al espacio, intentando borrar no sólo lo abigarrado sino también las rugosidades75: la 

espacialización moderna, mediante la localización y distribución de artefactos construidos con 

ese fin, marcaron el territorio de manera singular. Ello no había pasado desapercibido para los 

ya referenciados Manuel Río y Luis Achával. Luego de los viajes científicos en los que se 

reconocía, inventariaba, clasificaba, media, y describía el territorio como modo de apropiación 

intelectual –operaciones científicas subsidiadas y avaladas institucionalmente por el estado 

como ha señalado Cechetto (2012, p.100-101)– los hacedores del manual de geografía 

provincial reparaban acerca de la presencia de esos elementos definitorios en términos de 

“progreso”: dando cuenta del ferrocarril, las calles “regularmente trazadas”, las plazas, 

“edificaciones modernas”, avenidas, hoteles, etc., en contraposición al pasado “primitivo” de 

las comunidades como “los ranchos”, que habían sido descritos como “poco distantes de los 

toldos indígenas” (Río y Achával 1905,  T. II, p.455). 

En consonancia con ese trazado modernizante, la ley decretaba en su artículo sexto que “el 

                                                 
74 El mapa de 1871 por ejemplo, como el mismo Departamento Topográfico declara es aproximativo, ya que la 

parte NE no había sido explorada, la parte al sur de Río Cuarto y la “más al oeste de la sierra grande” se hicieron 

con “datos no muy exactos” (ACHDCC, Mapa de División Departamental de la Provincia de Córdoba, 1871) 
75 La plaza a la que se refiere la ley, ex plaza General Paz, desde hace un tiempo ha sido renominada como 

Francisco Tulián, en honor al comunero indio que corporizó la recuperación de tierras a principios del siglo XIX: 

las fuentes orales, han afirmado que ese trazado que se venía describiendo, fue intencional: allí habría 

sugerentemente –según los encuestados– un cementerio indígena. Referencia simbólica no menor ya que la 

espacialización moderna invisibilizaría ese espacio sagrado, resimbolizándolo en la propia muerte de la comunidad. 

Cuestiones que deberían revisarse a  la luz de nueva documentación. 



 

resto de los terrenos, con esclusión [sic] de la parte cuestionada por los colindantes [debía ser] 

dividida en lotes rurales”, para que posteriormente la comisión –a la que se hacía referencia– 

los “sacará a remate [...] con la mayor publicidad posible”; posibilitando que esa subasta pública 

se haga a “la mayor postura”. Esta liquidación según se ha podido reconstruir tuvo lugar en el 

mes de mayo de 1894 (AHPC, Gobierno 1895, Tomo 23, f.3.r.), aunque no se tiene mayores 

precisiones. No obstante, según la ley se contemplaba la probabilidad de que existieran 

“comuneros ignorados” a los que se les daba “tres años” para “comparecer” ante “comisión 

sindical” nombrada por el poder ejecutivo para “la venta de los lotes y solares que hubiesen 

quedado sin distribuirse” donde no se “establezca Municipalidad” (ACHDCC, CLDA, p.860-

861). La comisión, rematadora, instrumentalizadora del despojo, estuvo integrada por 

 

los señores Félix de la P. Reyna y Augusto Tuchtfeldt [quienes] en comisión por decreto del P. 

Ejecutivo (...) [y] en compañia de Juan Antonio Tulián y Don Daniel Sosa procedieran a entregar la 

posesión de los lotes demarcados en el terreno perteneciente a la Comunidad Indígena de San 

Marcos a sus respectivos compradores en el remate público (AHPC, Gobierno 1895, Tomo 23, f. 

3.r.). 

 

Y hasta junio de 1895 habían hecho “entrega de veintiséis lotes” (AHPC, Gobierno 1895, 

Tomo 23, f.3.r.), restando en esa fecha la entrega de los restantes cuarenta y seis lotes (AHPC, 

Gobierno 1895, Tomo 23, f.5.r.). De lo anterior se desprende que fueron demarcados más de 

setenta lotes que ingresaron, en condiciones aún no conocidas, al mercado inmobiliario en el 

entresiglo que se viene analizando. Amén de ello, si se vuelve a la cita anterior es posible ver 

que algunos de los integrantes de la comisión fueron comuneros a los que ya se ha mencionado: 

Félix de la Presentación Reyna, quien como se dijo, había sido el cazqui curaca de la familia y 

un personaje destacado de la vida de la comunidad de indios de San Marcos, bautizaba cuando 

el párroco estaba ausente y cohesionaba la vida comunitaria mediante lazos de parentesco. Juan 

Antonio Tulián, el cazqui curaca mayor de la comunidad, y miembro de la familia que había 

estado al frente en los procesos de defensa territorial en la primera década del siglo XIX (Tell 

2012)76. Por su parte, si bien en la consulta a los libros de bautismo se ha reparado en la familia 

Sosa como parte de la comunidad, no se ha podido establecer mayores precisiones acerca de 

quién era Daniel Sosa, como así tampoco en ninguna de las otras documentaciones que se han 

examinado. Sí es presumible, siguiendo el esquema planteado por Mariela Tulián que haya sido 

el “representante” de la familia Sosa. Por último, del alemán Augusto Tuchtfeldt se había dicho 

                                                 
76 También se recuerda que en la actualidad la familia Tulián cuenta con personería jurídica del INAI (Instituto 

Nacional de Asuntos Indígenas), siendo la entrevistada Mariela Tulian la cazqui curaca de la comunidad al 

momento de escribir estas líneas. 



 

que había llegado a la comunidad probablemente unos años antes, y había contraído matrimonio 

con Clara Reyna. Estas consideraciones permiten examinar nuevamente la agencia comunera, 

como se hace en el siguiente apartado. 

 

 

 

VI.3. LA AGENCIA COMUNERA: ¿RESISTENCIA O ASIMILACIÓN? 

 

 

Peter Burke, al analizar el giro antropológico en la historia, ha sugerido que el término 

“comunidad es útil y problemático a la vez” ya que hay que “liberarlo del modelo durkheimiano 

consensual”, admitiendo que no es posible que “todo un grupo está imbuido de solidaridad”; 

más bien debe pensarse que la comunidad ni “es homogénea en sus actitudes” ni  “está libre de 

conflictos”77 (Burke, 2007, p.92). Esta advertencia está plagada de significados para el caso que 

se viene estudiando, ya que la ley desencadenó, como era de esperarse, acciones políticas en la 

comunidad, como se demostró en el apartado anterior. El objetivo es examinar con más detalle 

tales actos políticos, a la luz del trabajo en archivo, ya que se ha resaltado las estrategias de 

integración del colectivo, descuidando esferas más conflictivas. Y, es válido expresarlo así, ya 

que la desamortización de las tierras generó acciones no homogéneas entre los miembros de la 

comunidad. 

Como se dijo anteriormente, un grupo de indios e indias, quejándose ante el gobierno, 

hicieron un uso significativo de los canales de comunicación que había dispuesto el estado 

provincial para sus acciones, escribiendo la ya referenciada carta dirigida al ministro de 

gobierno Dr. Nicolás Berrotarán. En tal sentido, ya se ha aludido a la utilización de la palabra 

escrita y otras singularidades de la misiva como táctica. Sin embargo, es menester pensar otros 

“pliegues” o aparentes “discordancias” acerca del discurso de los indios e indias que firman la 

carta. 

Por un lado, en varios pasajes, se hace referencia –como se dijo– a la adscripción identitaria 

como “indios”, respondiendo a las inquietudes de la bicameral cordobesa, si se da crédito a las 

palabras de los damnificados. Y en este sentido dejan traslucir otra mirada con respecto a lo 

territorial al plantearle al ministro que 

                                                 
77 Sugiere Burke (2007) que es deseable en historia no darle prioridad exclusiva ni a lo consensual ni a lo 

conflictivo; ya que el énfasis en un análisis, generalmente obtura al otro. Esas advertencias las hace pensando en 

las interpretaciones históricas marxistas y durkheinianas como modelos historiográficos. 



 

 

ese hermoso valle que ha merecido el valor que tiene por el trabajo asiduo de los indios, pasará a ser 

propiedad  de unos cuantos pudientes estraños [sic] quedando así los hijos de este suelo en peores 

condiciones que el estranjero [sic] a quien ayer llamaron para cultivar nuestros campos pues hoy nos 

despojan de nuestras propiedades arrancando de nuestra alma el amor al trabajo y la esperanza de 

reunir el pan que con tanto sacrificio teníamos asegurado (AHPC, Gobierno 1895, f.137.r.). 
 

Como se aprecia los indios e indias se reconocen como “hijos de este suelo” y dueños de 

sus “campos” y “propiedades”, algo que puede ser considerado con lo apenas esbozado más 

arriba con respecto a la relación indio-tierra. Se puede objetar así que mientras la mirada estatal 

los juzgaba “ocupantes”, la mirada india al respecto era otra. Pero, amén de ello, vale decir que 

puede interpretarse cómo los comuneros y comuneras están comprendiendo las lógicas a las 

que está siendo sometida la tierra y sus vidas a partir de la puesta en marcha de esta política 

gubernamental. Esto es visible en varias partes de la carta, quizás la más evidente es cuando se 

reconoce que las tierras pasarán a ser propiedad de otros y que tales individuos son “extraños” 

a la comunidad. El que estos extraños sean “pudientes” no deja de resultar también significativo 

al menos para los indios e indias. Sin dudas, quiere resaltarse en el texto comunero, que los que 

se quedarán con las tierras no será “gente común”, sino más bien, que existe un “riesgo”. En el 

plano de los supuestos, es probable que los compradores, como ocurrió en La Toma y analizó 

Boixadós, hayan pertenecido a un grupo económico de peso (1999), aunque esta hipótesis, 

como la suspicacia india al respecto, deberán ser corroboradas en futuras investigaciones. 

Si se tiene en cuenta lo que se había planteado cuando se analizaba a la vivienda sería válido 

apuntar que el acto de discusión, redacción, envío y socialización de la carta, sería una 

interpelación directa al estado o una “forma de resistencia pública declarada” (Scott, 2010, 

p.234). Aunque es pertinente sugerir que este tipo de “resistencia”, como se analizará a 

continuación, no estaría al margen de la modernidad o sería su contraparte. Es decir, desde la 

óptica de Grossberg, tales acciones colectivas y performances políticas no se ubicarían 

contrarias a una estructura de poder bien establecida, sino, más bien, la integrarían (2003, p.150). 

Esta idea que en apariencia puede parecer contradictoria no lo es tanto si se reflexiona que 

los indios e indias afirman escribir con “el mayor respeto”, y se manifiestan “ovendientísimos” 

[sic] (AHPC, Gobierno 1895, f.137.r.): ¿Qué lectura y análisis se puede hacer al respecto? Si 

bien esta postura de “sumisión” sería contraria a la “resistencia” también sería justo recordar 

que había una apropiación del vocabulario y de la manera y de los canales legitimados para 

formular disconformidad, lo que allana el camino para pensar que la marginalidad, más que 

antagónica a la estructura de poder, fue una posibilidad o vector para canalizar acciones 

colectivas. Sosteniendo de esta manera la hipótesis de una “movilidad restringida”, como 



 

también se sugirió, desde la perspectiva de Grossberg (2003). Similares reflexiones se sacaban 

cuando se trataba de comprender las alianzas entre familias aparentemente antagónicas en sus 

intenciones y visiones con respecto a la tierra. 

En todo caso, los comuneros y comuneras vaticinaban para su futuro que si “el Señor 

Gobernador no cuida de nosotros en breve [la comunidad] será despoblada, quedando el trabajo 

de tanto pobre en manos extrañas y sin ninguna remuneración”78. Es perceptible, que no sólo 

se refuerza aquello que se proponía al plantear que los indígenas sabían cuáles eran las 

consecuencias, designios y alcances reales de la agencia estatal, sino también puede verse 

nuevamente el uso estratégico del lenguaje, asumiéndose como subalternos del gobierno, al 

recordar el “cuidado” que el gobierno debería dispensar a sus gobernados. Esta sutileza  india, 

más que reticente de acuerdo al análisis que se viene proponiendo, puede postularse como 

evidencia de acciones colectivas pendulares y en un contexto que si bien es adverso o con una 

“densidad específica” no deja de plantear posibilidades de “inversión” o y hasta “libertad” para 

determinadas acciones, si se piensa en lo planteado en cuanto a agencia y estructura Grossberg 

(2009, p.173) 

Otro de los pliegues que despiertan más preguntas que certezas, pero que puede imbricarse 

al tipo de reflexiones que se viene planteando, es el de los firmantes. Quienes rubrican la carta 

son cerca de cincuenta comuneros y comuneras; número para nada menor, que estaría dando 

cuenta de la disconformidad de gran parte de la comunidad por las políticas de expropiación 

que estaba llevando adelante el estado. Llama la atención que uno de los firmantes, 

representando “setenta derechos” es el ya conocido cazqui curaca Félix de la Presentación 

Reyna. Por un lado la mayoría de los firmantes lo hace por muchos menos derechos, siendo 

Félix uno de los indios que más derechos defiende79. 

La paradoja es que, como se demostró anteriormente, Félix Reyna fue miembro de la 

comisión “rematadora”, junto a Tuchtfeldt, Tulián y Sosa; quienes hicieron entrega de los lotes 

que habían sido rematados en mayo de 1894. Dos de ellos, Reyna y Tuchtfeldt, habían conferido 

un poder a “Don Felipe Crespo” ante escribano público 

 

para los siguientes objetos: Primero. Cobrar y percibir los honores que corresponden como 

miembros de la Comisión nombrada por el Gobierno de esta provincia para hacer entrega de los 

terrenos de la Comunidad de Indios de San Marcos vendidos en remate público” (AHPC, Gobierno 

1895, Tomo 23, f.1.r.). 

 

                                                 
78 Las bastardillas no son originales. 
79 Aunque hay otros indios que firmar por más derechos que Felix Reyna la gran mayoría, lo hace por un número 

bastante menor a los setenta de Reyna. 



 

Y es Crespo quien haciendo uso de este poder escribe al ministro de Gobierno, Justicia y 

Culto para pedir se aumente lo pagado a Reyna, Tuchtfeldt, Tulián y Sosa porque  “han tenido 

y tendrán en lo sucesivo que re-trazar las líneas divisorias de cada lote en particular por 

encontrarse estas casi borradas por la acción del tiempo y de los mismos vecinos” (AHPC, 

Gobierno 1895, Tomo 23, f.3.r.). En tal sentido y siendo el curaca del linaje Reyna uno de los 

encargados de hacer entrega de los terrenos a sus compradores: ¿cómo es posible que firme la 

carta reclamando que no se lleve adelante la expropiación siendo que era muy activo en la 

comisión de remate? 

Más interesante y complejo, desde el punto de vista paradojal y aparentemente 

contradictorio (y como atestigua la misiva del apoderado “Don Felipe Crespo”) es que los 

cuatro integrantes de la comisión, tuvieron que volver a marcar los terrenos porque era posible 

que los vecinos (y el paso del tiempo) hayan borrado esas líneas divisoras... ¿es posible 

interpretar que hayan sido éstas acciones colectivas? ¿o individuales?, ¿habrán sido algunos de 

los indios e indias firmantes de la carta? ¿otro grupo?, ¿o se debe pensar que la demarcación se 

debió a la acción del tiempo como sugiere Crespo? Tales interrogantes, como así otros que sería 

en vano reproducir para no responder, se sugiere, deben ser explicados a la luz de la teoría social 

que ponderaba Burke al principio del apartado. A su vez es verosímil también afirmar que estas 

acciones de los comuneros y comuneras, colectivas o individuales, reticentes o resistentes, 

sumisas o rebeldes, deben considerarse no singularmente sino en conjunto, como estrategias de 

negociación, adaptación y resistencia, que grafican aquella pendularidad dual de la política 

comunera que más arriba se sugería. 

En suma, y para el caso puntual de Félix de la P. Reyna, es interesante postular que “la 

mayoría de los subordinados consienten y obedecen no porque hayan internalizado las normas 

de los dominantes, sino porque habiendo una estructura de vigilancia, recompensas y castigos, 

consideran más prudente consentir” (Scott, 2000, p.228). En tal sentido, puede sostenerse que 

si bien la agencia estatal es performativa, la indígena, al menos en el caso que se está estudiando, 

también estructura, posibilita y hasta habilita la dominación ya que los indios e indias deciden 

habitar de distintos modos, y construir, no sin disputas, tal estructura, como sostienen Briones 

y Ramos para un caso similar (2016, p.55) y como se afirmó de acuerdo a lo propuesto por 

Grossberg (2003). 

Estas ideas de movilidad estructurada, y de abigarramiento o pendularidad en las prácticas 

terminan de comprenderse con un último ejemplo: en el “Inventario del armamento, libros y 

demás objetos pertenecientes a la jefatura política de Cruz del Eje”, con fecha de julio de 1895 



 

y que se expedía para el conocimiento del ministro Vivanco, se encontraba “una nota [de] 

N[oviem]bre 23 del [18]94 sobre [el] nombramiento de Teniente Coronel a D[on] Félix de la 

P[resentación] Reyna” (AHPC, Gobierno 1895, Tomo 22, f.4.v.). Ese “consentimiento personal” 

de Reyna, en términos de Scott, al decidir corporizar a una de las instituciones más hostiles para 

los sectores indios del periodo (recordar que la conquista del “Desierto” apenas había 

culminado unos años antes) y al presidir la comisión rematadora junto a dos comuneros más 

como Sosa y Tulián, deja de ser evidente cuando decide firmar la carta dirigida a Berrotarán. 

Esta contradicción aparente, es comprensible si se da cuenta de la dinámica y cambiante 

dialogicidad entre estructura y agencia desde la perspectiva que se viene adoptando. La agencia 

india, abigarrada y pendular, y la movilización estructurada de la comunidad, se explican tanto 

desde las actitudes de consentimiento, como de las de resistencia. 

Las fuentes orales, de esta manera confirmaron sutilmente esta afirmación: los 

descendientes de Timoteo Reyna y Francisca Díaz, se había dicho, habían tenido que abandonar 

la comunidad ya que no obtuvieron el “solar” que prescribía la ley para los empadronados. El 

“derrotero del despojo”, como bien podría llamarse al camino emprendido por ellos, los llevó 

a la ciudad a los barrios de “El Abrojal”, “Talleres” y “Argüello” de la ciudad de Córdoba. La 

familia de Mariela Tulián, si bien se quedó en San Marcos, denuncia la política estatal como 

política también de despojo, según comenta Mariela. En tal sentido sí hay certezas indiscutibles: 

la trama de los avatares y consecuencias de la ley desarmaron la tenencia en mancomún, 

condicionando no sólo la vida comunitaria de quienes habían obtenido el título individual –que 

tiende a aparecer, a modo de continuidad con el correr del siglo XXI – sino la de los que tuvieron 

que emprender otros rumbos, alejados del lugar que los había visto nacer o que habían elegido 

para vivir. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VII. LA LEGITIMACIÓN DE LA EXPROPIACIÓN A 

PARTIR DE UN PERIÓDICO DE LA ÉPOCA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 



 

VII.1. LA PRENSA CORDOBESA DEL PERIODO Y SU LUGAR DE ENUNCIACIÓN 

 

La liquidación se impone 

como una necesidad vital 

de nuestra situación económica 

 

El Porvenir, 7 de septiembre de 1892 

 

 

María Cristina Boixadós (2010) señala para el período analizado, algunas de las 

particularidades de la prensa cordobesa fueron su facciosidad, su rol activo en la lucha política 

y su capacidad de convertirse en herramienta de propaganda de los sectores que disputaban el 

poder estatal. Y la consideración de ello, ayudará a examinar no sólo la ideología como creación 

hegemónica de los grupos de poder, sino también la creación del mercado de tierras a partir de 

la prensa. Es necesario volver a repetir que en la ideología, como constructo hegemónico, 

subyacen relaciones sociales de poder, que desde la perspectiva de la colonialidad del poder y 

del saber, producirían y reproducirían la diferencia colonial. Por lo que es deseable evidenciar 

el locus de enunciación (Mignolo 2003) –lugar que compartía la prensa y los grupos políticos– 

teniendo en cuenta las posibilidades que dan el pensar esa imbricación entre ideología y 

sociedad a partir de la geopolítica del conocimiento, tal como ya se postuló. 

Con respecto a la visibilización de la creación del mercado de tierras luego de la 

desamortización de las tierras en mancomún de los indios e indias de San Marcos –uno de los 

objetivos de la investigación– es menester recordar tal configuración mercantil inmobiliaria no 

ha sido trabajada por la historiografía económica cordobesa, para el área de estudio. Salvo la 

investigación de Boixadós (2010) que investigó los alcances y la dinámica del despojo de la 

comunidad de La Toma en la ciudad de Córdoba, la historiografía cordobesa aún tiene una 

deuda con el noroeste cordobés. En contrapartida, Luis Tognetti ha señalado oportunamente 

cómo se dio el proceso nombrado en el sureste cordobés (2008, 2012a y 2013) lo que se 

constituye en un punto de partida para el análisis que sigue a continuación. 

Ante esas ausencias, y frente a la necesidad de mostrar cómo las tierras despojadas a la 

comunidad de San Marcos entran al mercado inmobiliario, se ha indagado el periódico El 

Porvenir, en el que si bien no se encontró el ofertorio de las tierras expropiadas a los comuneros 

y comuneras de San Marcos, se corroboró la publicación de la venta de las tierras expropiadas 

a otras comunidades indígenas de finales de siglo. En todo caso, se recuerda que para 1895 se 

están aún rematando los terrenos de San Marcos, como se sostenía cuando se analizaba la 

entrega de lotes por parte de la comisión integrada por Reyna, Tuchtfeldt, Sosa y Tulián. 



 

Amén de ello, y con respecto a la facciosidad de la prensa cordobesa del periodo, también 

es justo significar que si bien este sector era la voz de los grupos de poder, cuando había disputa 

entre facciones actuó de manera hegemónica frente a ciertos aconteceres; reforzando la idea de 

que “más allá de sus diferencias y polémicas políticas, objetivamente hablan desde un lugar 

social, desde una situación de clases, que es la misma para todos” (Vagliente, 2000, p.41) a lo 

que es justo agregar que ese lugar de enunciación es también el del colonialismo.  Con ello, se 

sugiere que esas facciones políticas y sus voceros comunicacionales actuaron conjunta y 

mancomunadamente desde un campo de poder en el sentido bourdesiano del término: como 

clase dominante pero también como pretendido grupo étnico monocultural en algunos procesos 

que aparecían como “naturales” del “desarrollo” y del “progreso”, liberal y modernizador. Es 

que la naturalización a partir de la producción hegemónica institucional y extrainstitucional de 

“identificaciones” “nacional/provinciales”, anclada/s en territorios específicos; y, por otro lado, 

la internalización/reproducción de las reglas del juego del liberalismo económico no fueron 

puestas en entredicho por voces contrahegemónicas que avizoraran otras posibilidades de 

desarrollo. Para expresarlo mejor, se puede argüir que en un  movimiento articulado, las 

alteridades nativas e inmigrantes –en las que se podría pensar,  subyace un “pensamiento 

fronterizo débil”, al decir de Mignolo (2003)– que quedaron subsumidas a la “argentina” o a 

las provinciales, fueron invisibilizadas a la par de la confección de un mercado de compraventa 

de tierras y de una cartografía republicana. Proceso de territorialización que hasta donde se 

tiene conocimiento, no contó con voces disidentes que de manera antisistémica pusieran en 

jaque esa confección territorial de exclusión 80 . Esa operación refuerza lo que ya ha sido 

abordado en otros capítulos de la investigación: cómo ciertos conocimientos sobre la realidad 

social deben ser pensados a partir de una cartografía del conocimiento, habilitando lecturas que 

posibiliten insertar en esa relación factual, miradas que descolonicen las subjetividades en torno 

a la espacialidad y el poder. 

Quizás sí, esa tarea contestataria fue posteriormente encarada por los inmigrantes (y también 

nativos, ahora en calidad de “argentinos”, “cordobeses”, “correntinos”, etc.) 81  ante las 

                                                 
80 En tal sentido si son significativas las resistencias planteadas a la regularización de tierras en el sureste cordobés 

por parte de tenedores de títulos “precarios” que no reconocían al estado a finales del siglo XIX como ente 

regulador de la vida cívica y económica como ha estudiado Tognetti (2012a). Un posible carril de análisis y estudio, 

adoptando esta perspectiva de “pensamiento fronterizo” “débil” o “fuerte”, sería aquel que indague las 

subjetividades de los inmigrantes en esta clave epistémica (Mignolo 2003) 
81  Es sugerente que se siga asegurando que corrientes como el anarquismo (y sus variantes como el 

anarcosindicalismo, el socialismo libertario, etc.) por citar quizás la más contrahegemónica de aquellas que 

postulaban otras formas de organización social en el periodo, ha sido exclusivamente una corriente de inmigrantes.  

Es verosímil que sectores “criollos” e indígenas (es muy difícil olvidarse que luego de la conquista de la Pampa-

Patagonia, y el Chaco muchos indios pasaron a formar parte de la clase obrera diluyendo mágicamente, su 



 

consecuencias sociales y las propias contradicciones del capitalismo y del llamado modelo 

agro-exportador. Aunque no puntualmente sus reclamos y discursos fueron direccionados al 

cuestionamiento del reparto de tierras o a la cuestión identitaria82. En consecuencia, las manos 

inmigrantes y nativas fueron las que sembraron no solamente aquellas semillas que harían de 

la economía argentina una de las dinámicas del periodo, sino también, abonaron un coro de 

voces discordantes frente al desarrollo económico y político de fines del siglo XIX y principios 

del XX. Lo que se quiere proponer a modo de hipótesis es que el proceso de construcción de la 

propiedad privada en términos liberales, si bien fue una tarea procesual y no lineal, fue aceptada 

e internalizada por la sociedad, de manera congruente a las asignaciones de identidades 

(nacional y provinciales); y en ello, no solamente las visiones y políticas emanadas desde el 

estado tuvieron significancia, sino también la prensa como grupo hegemonizante y 

condicionante del llamado “sentido común”. Esa naturalización de la sociedad liberal de 

mercado, es decir, la convicción ontológica de que el juego de la oferta y la demanda es la única 

forma de concebir las relaciones sociales –al menos en el periodo estudiado– puede ser señalada 

como parte de un movimiento mayor que tuvo incidencias en la larga duración.    

En el sentido expuesto, es pertinente apuntar que el análisis de uno de los periódicos 

cordobeses confirma esos supuestos en parte, ya que no se han encontrado voces disidentes de 

ese proceso articulado de confección de geografía estatal, mercado de tierras y producción 

identitaria83. Al contrario, la disponibilidad de tierras hacia la década de 1890 es creciente y 

ello es reflejado en la prensa analizada; y las miradas sobre los “otros” indígenas, se realizó 

desde un balcón paternalista en algunos casos, y monocultural en todos, como se demostrará a 

continuación. 

En este carril y antes de pasar al análisis del discurso de algunos periódicos, es dable y 

recomendable apuntar que tal tarea conlleva un sinnúmero de recomendaciones metodológicas 

que no se pueden desconocer; aunque tampoco es el propósito del trabajo profundizar las 

visiones al respecto. Ergo, quizás la que más sentido tiene al propósito de la investigación es 

aquella que advierte acerca de la prensa como aparato ideológico de primer orden y con 

capacidad condicionante (Cesano y Muñoz, 2010, p.23 y ss.). En tal sentido, si bien son 

                                                 
diferencia étnica en una de clase) hayan adherido a los ideales libertarios, pero aún son sectores que están 

invisibilizados a la hora de analizar el movimiento obrero y otros movimientos sociales de principios de siglo XX. 

Futuras investigaciones podrán echar luz acerca de estos supuestos. 
82 El denominado “Grito de Alcorta”, acontecido ya entrado el siglo XX se configuró a partir de ejes espaciales y 

de clase alejados de la realidad que se viene analizando. 
83 Restaría analizar la significancia, y relevancia que tuvieron para los sectores subalternos los periódicos como 

“tribunas” a la hora de establecer discursos discordantes con el modelo de sociedad que se estaba implantando. 



 

discutibles aquellas voces posmodernas que señalan que el discurso construye lo social y lo 

histórico, tampoco se puede desconocer que 

 

desde las estructuras de poder prevalecía un discurso tendiente a definir al conjunto de las 

poblaciones aborígenes como “salvajes e incivilizadas”, a las cuales era preciso “someter” para 

afianzar el pretendido progreso civilizatorio de la nación (Ortíz Bergia, 2015, p.36). 
 

Negar su capacidad incidencial y su evidente rol en la construcción de “la” realidad, es 

desestimable en términos históricos, más, si se sugiere que las tareas de marcaciones y 

rotulaciones étnicas, tuvieron en la prensa uno de sus paladines más acabados. Tampoco es 

desdeñable reconocer que si bien los análisis de discurso son complejos y multiformes, se debe 

contar con una de las claves en materia crítica que es la visibilización de las posibilidades que 

se formule y asiente una formación discursiva, y no otra: la historia aquí tiene para hacer un 

gran aporte. 

 

 

  

VII.2. “EL PORVENIR”: LAS VISIONES ACERCA DE LO “INDÍGENA” Y EL 

“PROGRESO” 

 

 

Como se aclaró, se presentarán a continuación algunas reflexiones y afirmaciones tras la 

consulta de un periódico de Córdoba: se habla de “El Porvenir”; diario católico cuya primer 

tirada a la sociedad cordobesa aconteció el 24 de septiembre 188684. Es imprescindible decir, 

antes de avanzar, que la compraventa de tierras e inmuebles del periodo, tuvo en esta 

publicación su lugar predilecto. En el periódico, de escasas páginas, la publicación de la venta 

de tierras ocupaba un gran porcentaje de espacio, siendo el resto ocupado por publicidades, 

reflexiones católicas sobre el proceso político y social, y finalmente por “Documentos 

Oficiales”, entre otras notas de poca significación. Esta decisión periodística e ideológica de 

publicar los documentos que el gobierno provincial emanaba en materia política, junto a la 

primera (la posibilidad de observar cómo se iba configurando el mercado inmobiliario) fueron 

la que perfilaron al periódico como atractivo desde el punto de vista de la indagación histórica. 

                                                 
84 “El Porvenir” fue de alguna manera la continuación de la postura católica instaurada por “El Eco de Córdoba”, 

nacido hacia 1862 y que deja de circular el mismo año en que hace aparición el  primer diario citado. Para más 

información acerca de la prensa se puede consultar el trabajo de Boixadós (2010) y Bischoff (2004). 



 

De allí que se priorizó al Porvenir sobre otras publicaciones de la época. 

Su director fue el presbítero Jacinto Roque Ríos y el diario tuvo una corta vida, ya que el 28 

de febrero de 1894 dejó de existir. Entre sus colaboradores destacados estaban los ingenieros 

ya citados en capítulos precedentes, Manuel Río –quien fue secretario de redacción– y Luis 

Achával, Juan Manuel Garro, y el presbítero Agapito Nogueira. Lo que posibilita y permite 

seguir pensando los vínculos sociales y las redes de poder como dispositivos configurantes de 

hegemonía. El diario fue una de las tribunas de los católicos contra los gobiernos laicizantes y 

liberales, particularmente contra el juarismo, como se sugirió en cuanto a las disputas políticas. 

Amén de ello, se consultaron ediciones que abarcan desde marzo a diciembre de 1892. Y se han 

encontrado algunos elementos sugerentes a la investigación, que se expondrán a continuación. 

En el diario del día nueve de octubre de 1892, a escasos días de la conmemoración de los 

cuatrocientos años de la llegada europea a América, se comunicaba en la sección de 

“Documentos Oficiales” un decreto del gobierno de Manuel Pizarro –gobernador autonomista 

desde ese año y quien había sido ministro de justicia, culto e instrucción pública de Julio A. 

Roca– mediante el cual se advertía que estando, 

 

próximo el día en que ha de celebrarse el cuarto centenario del descubrimiento de América, 

grandiosa y atrevida empresa, sin reproducción posible en los tiempos venideros (…) es deber del 

Gobierno Provincial asociarse a las fiestas en que el mundo civilizado ha de celebrar (…) rendir a 

la memoria de los héroes el tributo de gratitud de respeto y admiración a que se hicieron acreedores 

por sus proezas (…) que al nombre de Cristóbal Colón van inseparablemente unidos (…) el de la 

carabela Santa María (…) que la contemplación de esta escena grandiosa despierta un ferviente 

sentimiento religioso de adoración y gratitud (El Porvenir, 9 de octubre, 1892). 

 

Como es posible advertir, el nuevo centenario era una fecha que no pasaba inadvertida o 

desapercibida para el gobierno cordobés. La primera política era su visibilización y valoración 

positiva, dándole de esa manera, entidad histórica a partir de tan sólo el ejercicio de la memoria, 

proponiendo, en primera instancia, al recuerdo, como un hecho social. Se ha dicho mucho, en 

el campo historiográfico y en el de la filosofía, acerca los olvidos y la historia, los recuerdos y 

el presente. Vale la pena rescatar las reflexiones de María Lucila Svampa (2016) cuando 

sostiene: 

 

al distinguir qué se mantiene en la memoria y qué se olvida, se reconoce una determinada 

aproximación al pasado que asume por un lado, una indefectible selección, un “recorte”, respecto 

de los acontecimientos, y por otro, la fijación de un principio. (p.157). 
  

La socialización de fechas históricas o efemérides, desde dispositivos de poder –en donde 

la permanencia, la circulación y la reproducción de sentidos son inherentemente configurantes 



 

de un régimen de verdad– permite una visibilización tendiente a la cristalización en la memoria 

colectiva de ciertas fechas en detrimento de otras. Lejos de discutir la pertinencia, relevancia o 

utilidad de la efeméride per se, lo importante es destacar que los cuatrocientos años de la llegada 

de Europa a América como “acontecimiento”, no fue abandonado al olvido; todo lo contrario: 

es posible interpretar en esa acción una operación de rescate, que se juzga, es preciso visibilizar. 

Para los funcionarios de la época, convertir y resignificar una fecha histórica en una marca 

social indeleble y  perenne, a partir de su institucionalización, fue una manera de regurgitar al 

pasado colonial, en sintonía con el proceso modernizador. Ese intencional acto de adherir al 

cuerpo estatal provincial un designio y una relación con el pasado, y que lo regimentó en una 

dirección –deshabilitando otras posibles lecturas– no debe pasar desapercibido a la 

historiografía. De lo contrario, es posible que se naturalice desde el presente, la mirada pretérita 

de un grupo social –que agencia al estado en determinadas coordenadas históricas, sociales y 

geográficas–  ahistóricamente. Nuevamente es Svampa quien invita a reflexionar al respecto: 

“tal vez no exista instrumento alguno para borrar un acontecimiento de la cultura memorial de 

un cierto colectivo, pero sí quizá se pueda generar confusiones por la propagación y 

yuxtaposición de historias fragmentarias, fallidas y espurias” (p.206). 

Un segundo nivel de análisis permite adentrarse en otra práctica que se deriva del análisis 

de la fuente: el de la celebración. Más allá de la conmemoración, es decir lejos de la práctica 

del “recordar”, el fin era el transmutar ese recuerdo en una fiesta. El propósito de festejar o 

celebrar acontecimientos o fechas históricas conlleva, en su génesis más profunda, y cuando se 

habla de estados de reciente formación, la necesidad de legitimar históricamente cierto orden 

de las cosas. La adscripción “al mundo civilizado” como dice textualmente el decreto, en las 

antípodas de aquel mundo “bárbaro” o “atrasado” que en el imaginario del poder constituían 

“lo indio” o “lo indígena”, quizás sea uno de los pivotes desde donde se puede montar la 

postulación del estado racista que ya ha recorrido esta investigación. Evidentemente, la mayoría 

de los funcionarios e intelectuales, imbuidos en un espíritu evolucionista, excluyente y poco 

receptivo de la alteridad, pensaban de esta manera. 

Finalmente, se puede argüir que la fijación de efemérides en el cuerpo estatal catapultada 

por parte de un grupo de poder tan reducido y específico –en el que lo intelectual, lo científico, 

lo político, lo económico, el capital simbólico y el cultural tenían límites difusos– tuvo una 

finalidad fundacional desde el punto de vista de la construcción de un relato histórico que 

legitimaría ciertas prácticas, entre las que se puede pensar la expropiación. El decreto de Pizarro 

–como así también las leyes que condicionaban la vida de la comunidad de San Marcos y las 



 

demás comunidades–  muestra de esta manera no sólo al proceso modernizador, sino como se 

viene sugiriendo, su cara oculta: la colonialidad. 

Oscar Oszlak afirma, de manera clara y sintética que “...la expansión del aparato estatal 

deriva entonces del creciente involucramiento de sus instituciones en áreas problemáticas de la 

sociedad, frente a las que adoptan posiciones respaldadas por recursos de dominación” (Oszlak, 

1997, p.21). El puente entre historia e instituciones, modernidad/colonialidad y legitimación, 

consenso social y discursividad, fue pavimentado por políticas aparentemente inocuas –como 

la que se está presentando– que, tras ser puestas en contexto, pensadas e historizadas, revelan 

estas particularidades que se proponen como mojones desde donde realizar otros abordajes 

historiográficos. 

Cruzando ese puente, es posible que tenga más significado lo reproducido por El Porvenir, 

líneas más abajo, cuando continuaba comunicando los mandatos del gobierno provincial en su 

Artículo 1°: “Declárese feriado el día 12 del presente mes de octubre (…) debiendo permanecer 

desde la víspera izada al tope la bandera nacional en todos los edificios públicos de la provincia” 

(El Porvenir, 9 de octubre de 1892). Es conocido que años después, en 1917, el gobierno radical 

de Hipólito Yrigoyen haya decretado a nivel nacional el feriado del 12 de octubre como día de 

la “raza”. En este caso, el gobierno provincial aventajó al nacional sentando jurisprudencia en 

la materia, constituyéndose en un antecedente que aún no ha sido historiado hasta donde se 

tiene conocimiento, y, vinculando la épica de la conquista española con la idea de “nación”, 

simbolizada en el izamiento del pabellón nacional. Más allá de esta acotación discutible, el 

decreto provincial en su artículo quinto, agregaba que en memoria de esa proeza y empresa, y 

a partir de ese día 

 

el Departamento de la provincia denominado Anejos Norte será (…) denominado Colón, y se 

llamará el Departamento Anejos Sud, Departamento Santa María con exclusión de toda otra 

denominación en los actos oficiales y documentos públicos (El Porvenir, 9 de octubre de 1892). 

 

Como es evidente, la imposición de un nuevo sentido al territorio se realizó también a partir 

de una renominación departamental, operación que había iniciado tempranamente Roque 

Ferreyra, como se demostró. Ya se había analizado que las políticas de tierras, junto con las 

operaciones de deslinde, medición, amojonamiento y registro, construidas a partir de 

dispositivos científicos, técnicos, económicos –y pasibles a ser pensados como una tecnología 

de poder– habían sido uno de los mojones desde donde se había fabricado la espacialidad 

provincial. Ahora la operación de renominación complementaba no sólo esos propósitos, sino 

también en un sutil movimiento, esa mano invisible del estado liberal cordobés, cortaba el lazo 



 

con la denominación colonial. Con ese movimiento disruptivo (y creador de realidad) y al 

volver a nominar espacios territoriales muy tentadores para esa misma élite –desde el punto de 

vista de oferta y demanda– se reconfiguraba la imagen de “atraso” que conllevaba la 

nominación colonial, insertando, en esa nueva cartografía, al pasado colonial hispánico, 

regurgitado. Más que “atraso”, era ahora el “progreso” en ese acto mágico, quien quedaba 

ligado a una nueva territorialidad a partir de los nombres del “descubridor” de América y de 

una de sus “carabelas”85. El progreso, tironeaba al pasado, pero desde una nueva perspectiva, 

dándole la posibilidad de ingresar a un presente civilizado. En la primera página de El Porvenir 

del 12 de octubre de 1892 se leía: 

 
¡Gloria a Colón! Gloria al inmortal marino genovés que con su genio inspirado por el cielo hizo 

surgir de en medio de las inmensidades del Océano, un mundo nuevo para la civilización y para el 

Evangelio (...) [Siendo] América era un misterio para Europa. Ese Continente inmenso (...) estaba 

sumergido en las tinieblas del error, de la idolatría y hasta del salvajismo” (El Porvenir, 12 de octubre 

de 1892). 

 

Civilización y Evangelio. Es estimable que la mirada sobre el proceso de conquista y 

colonización que tenían las elites –no solo cordobesas– se complementaban con la animosidad 

con la que se pensaba al “otro” indígena. Numerosas son las investigaciones históricas que en 

las últimas décadas atestiguan y visibilizan esas percepciones que fueron creadas –como se 

aclaró en su oportunidad– en base a imaginarios y representaciones coloniales. Por ello mismo 

debe recordarse nuevamente la perspectiva del colonialismo interno como estructura colonial 

de larga duración basada en la colonialidad del poder. 

Más allá de ese desvío que se tomó para reafirmar la portación subjetiva de racismo de las 

clases hegemónicas –fruto de su no superada dependencia eurocéntrica, como se evidencia– 

que condicionaba el desarrollo de sus actividades sociales y económicas, hay que destacar que 

no se puede desconectar las prácticas políticas de esas percepciones con respecto al indígena. 

De allí que la desarticulación comunitaria, no solamente de San Marcos, sino de las restantes 

comunidades, no haya sido tema de debate en profundidad, como se demostró cuando se 

examinó el proyecto de ley de 188186. El consenso acerca de la expropiación, que era creado 

                                                 
85 Waldo Ansaldi y Verónica Giordano han reflexionando, recientemente, acerca de las relaciones entre la “historia” 

y los “equívocos”, afirmando que “la Santa María no era una carabela, sino nao” (2012, p. 64-65) 
86 Aunque hay ciertos indicios que podrían falsear esta aseveración ya que en algunas columnas del “Eco de 

Córdoba” se defendió a la comunidad del Pueblo de La Toma frente al despojo que estaba implementando el estado 

cordobés. Aunque, es posible que esta postura deba ser analizada e insertada conjuntamente con las demás 

discusiones que existieron entre católicos y liberales desde la tribuna que significaban los periódicos de la época. 

Lo que se sugiere es que quizás esa “defensa” sea un posicionamiento coyuntural y efímero de cara al momento 

político que se atravesaba. Al respecto ver CIICA (2009). 



 

desde el estado cordobés y que contaba entre sus instrumentos más importantes a la prensa, fue 

poco cuestionado más allá de la agencia comunera de algunas de las comunidades. 

 

 

 

VII.3. LA CONFORMACIÓN DEL MERCADO INMOBILIARIO EN BASE AL 

DESPOJO DE LAS COMUNIDADES EN “EL PORVENIR” 

 

 

Como se ha dicho ya en el capítulo en el que se abordó la configuración territorial, la 

formación del mercado de tierras está inherentemente relacionada con la expansión y movilidad 

de las fronteras externas e internas. Se postulaba que las fronteras internas eran aquellos 

bolsones en los cuáles persistían formatos de dominio territorial de un orden ajeno al que se 

estaba conformando: para el caso particular, las territorializaciones coloniales indígenas 

nominadas por el gobierno de Juárez Celman como “comunidades indígenas”. Aquí vale aclarar 

que si bien no es la intención analizar datos que podrían cuantificarse o emprender una reflexión 

de índole económica, sí es sugerente pensar que para que se consolidara ese mercado de 

compraventa inmobiliario del que se viene hablando, la ocupación de esos espacios “libres” o 

“vacantes” tendría que ir acompañada de la posibilidad de producción para el mercado local o 

internacional. En ese sentido, y recordando que el sur y sureste provincial han sido objeto de 

estudio ya, será importante en otra instancia visibilizar para el noroeste provincial las 

características de las operaciones y transacciones en torno a la tierra, las tendencias en cuanto 

a precios y la variabilidad o no de los mismos en un determinado periodo, las relaciones entre 

ofertas y demandas, las modalidades de pago, la existencia o no de fraccionamientos, las 

cuestiones ligadas al cambio de titularidad, y demás características propias de la historiografía 

económica. 

El aporte que se hará, vale volver a repetirlo, será mostrar el reflejo de esa configuración 

inmobiliaria en torno a las tierras de las comunidades que fueron desamortizadas, en el 

periódico El Porvenir; proponiéndose para ello la transcripción de los avisos en los que 

figuraban la venta de derechos y el examen de esas publicaciones. Para sorpresa, el porcentaje 

que ocupan la liquidación y ofertas de tierras en comparación con el resto de lo publicado en el 

diario (notas, editoriales, propagandas, etc.) es más que importante. Empero, vale decir, que 

esos ofrecimientos rebasaban las fronteras internas, publicitándose también terrenos, estancias 



 

y lotes de todo el territorio provincial. En el corpus periodístico analizado se mencionan ventas 

de inmuebles en los departamentos Anejos Norte y Sur87, que correspondían –como se mostró 

anteriormente– a los Departamento Colón y Santa María (las localidades más nombradas son 

la “estancia de Mendiolaza”, Argüello, Río Ceballos, Salsipuedes, Alta Gracia, Laguna Larga, 

y los Suburbios norte y sur). Y aquí vale tomar un desvío para seguir analizando cuestiones 

como la construcción hegemónica en torno al despojo. 

Como se decía, la conformación del mercado de tierras podía ser percibida también más allá 

del proceso descomunalizador: en las diferentes ediciones consultadas de “El Porvenir” se hace 

referencia a la venta o arriendo de inmuebles de los departamentos aledaños a la ciudad que 

recién nombramos y también a otros lugares más alejados. Ello, se puede corroborar en el 

amplio ofertorio de terrenos en el sureste provincial (recientemente incorporado como territorio 

provincial). En el año 1892, las tierras ofrecidas de esa región son las de los departamentos 

Marcos Juárez, Juárez Celman, Unión y el de Río Cuarto (Villa María, “Pedanía de Bell Ville”, 

Las Varillas, Río Cuarto, La Carlota, son algunas de las localidades nombradas por las fuentes), 

evidenciando lo que ya estudió Luis Tognetti para el sureste provincial (Tognetti 2008). 

Pasando a las tierras que habían pertenecido a las comunidades indígenas, se publicaron  

terrenos de la comunidad de La Toma –pegada a la ciudad de Córdoba, como se mencionó ya– 

de la comunidad de indios de Cosquín, Quilino y Soto. Castro Olañeta y Tell (2011) han 

planteado que hacia finales del siglo XIX sobrevivían aún 6 “antiguos pueblos de indios” o 

comunidades indígenas. Por lo que, en el corpus de publicaciones analizadas, es posible ver 

cómo más de la mitad de esas comunidades ya estaban en proceso de desamortización real. Para 

el caso de San Marcos, y como se demostró con el examen de la comisión de remate, ese proceso 

ya estaba también en pleno apogeo, ya que de cerca de setenta terrenos se habían entregado de 

veintiséis para 1895. 

Yendo al examen propuesto en sí, se dirá que en primera instancia, se transcriben las 

liquidaciones y remates de terrenos que habían pertenecido al Pueblo de La Toma, resaltándose 

en bastardilla –en todos los casos– la información que se juzga más destacable. Así el seis de 

septiembre de 1892, se promocionaba un 

 

Remate del Banco Hipotecario de la Provincia de Córdoba (...) Un sitio letra H situado en la manzana 

ciento veintiséis de los terrenos del Pueblo de la Toma, próximo a esta ciudad compuesto de 

veinticinco metros de frente al Naciente, por treinta y cinco metros y medio de fondo en el costado 

Norte, y treinta y siete en el costado Sud; lindando por este rumbo con propiedad de don José Gigena 

al Norte con la calle Rioja, al Este también con calle pública y al Oeste, con propiedad de don 

                                                 
87 Ambos departamentos antes de 1858 eran uno sólo denominado simplemente “Anejos”. 



 

Rodolfo Reyna (El Porvenir, 6 de septiembre de 1892). 
 

A su vez la casa de remate de Pedro Gordillo ofrecía otro terreno perteneciente a La Toma: 

 

El día siete de septiembre de 1892 a las dos P.M. N° hip. 18/1981? Un terreno en el Pueblo de la 

Toma, lote n°94 con superficie de 92 hectáreas y 3500 metros cuadrados linda por el Norte con el 

n°85, al Sud con el n°109, al Este con propiedades particulares y al Oeste con el n°98. (El Porvenir, 

6 de septiembre de 1892). 
 

El 12 de octubre de 1892, fecha más que significativa, se remataba otro terreno, también de 

considerables dimensiones: 

 

Hipoteca N°176- Un terreno y Establecimiento de campo con todo lo plantado y edificado en él 

ubicado en los terrenos pertenecientes á la Comunidad del Pueblo de La Toma, próximo á esta 

ciudad, y es el lote número ochenta y cinco, y consta de una superficie total de treinta y siete 

hectáreas, ochocientos cincuenta metros; lindando al Norte con el lote número ochenta y cuatro; al 

Este propiedad particular, al Sud con el lote noventa y cuatro y al Oeste con el ochenta (...) (El 

Porvenir, 12 de octubre de 1892). 
 

Nuevamente el Banco Hipotecario Nacional por resolución de su directorio llamaba a 

licitación para el arrendamiento de una estancia ubicada en el sud de la ciudad, cercana a La 

Calera de más de tres mil cuatrocientas hectáreas que lindaba en uno de sus límites “con 

derechos que fueron de los Indios del Pueblo de la Toma al norte” (El Porvenir, 20 abril de 

1892). Mientras que Juan Verdaguer publicitaba un “importante remate judicial” como un 

“verdadero regalo de año nuevo” rematando propiedades una de las cuales “es parte de los sitios 

de la Villa del Pueblo de la Toma” (El Porvenir, 27 de diciembre de 1892). 

Sería bastante latoso hacer cada una de las transcripciones del material encontrado con 

respecto a La Toma, porque corrobora una vez más lo planteado por el estudio de Boixadós 

(1999). Más, se decide seguir haciendo algunas de las transcripciones en relación a las otras 

comunidades para evidenciar el espíritu liquidador que reinaba en la provincia. 

Para el caso de la comunidad de indios de Cosquín, el dieciocho de noviembre de 1892 por 

disposición de la justicia se había anunciado el remate (para el día veinticinco de noviembre de 

ese mismo año) de siete derechos a los “terrenos de partes comunes pertenecientes a la 

comunidad de Cosquín con tres potreros alambrados, pirca y zanja del que mide 

aproximadamente ochenta hectáreas” además de “una plaza en construcción en los terrenos de 

la comunidad de Cosquín donde se ha cercado con alambre y pirca a una extensión de terreno 

de unos 15.000 metros cuadrados más o menos, avaluada toda esta propiedad en 500 pesos 

nacionales...” (El Porvenir, 18 de noviembre de 1892). 



 

En el caso de la Comunidad de Indios de Soto, vecina departamental de la comunidad de 

San Marcos, el día veinte de septiembre se ofertaban “168 derechos y dos propiedades en la 

Comunidad de Indios de Soto [en el] departamento Cruz del Eje [y cuya] tasación era de 12000 

pesos nacionales” (El Porvenir, 20 de julio de 1892). También en el noroeste y como último 

ejemplo, la casa de remate de Santillán Vélez: 

 

en público remate, en su casa de 9 de julio 27 y 33 [vendía entre otras propiedades] un derecho en 

la Comunidad de Quilino, departamento de Ischilin, con casa, chacras y potrerillos tasado en suma 

de dos mil doscientos pesos nacional (El Porvenir, 21 de septiembre de 1892). 
 

Tal y como se aprecia, la venta de tierras de comunidades indígenas estaba en un punto 

álgido que será necesario precisar, imbricando a las demás comunidades, en estudios posteriores. 

En tal sentido será necesario precisar, y como se sugería, variabilidad de precios, transacciones 

posteriores, fraccionamiento y demás elementos y operaciones que permitan una reconstrucción 

más acabada. Sí es posible preguntarse y responder superficialmente –ya que se nombró a 

Santillán Vélez– quiénes son los que venden las tierras. 

Por un lado el Banco Hipotecario, que monopolizaba más que otros en las fuentes 

consultadas este tipo de negocios, en la ciudad de Córdoba, liquidaba “terrenos”, “tierras” y 

“casas” en Pueblo San Vicente, barrio San Carlos, Alta Córdoba, en los Suburbios Norte, y en 

calles céntricas como Bolívar, Constitución (actual Rosario de Santa Fe), 9 de Julio, Avellaneda, 

etc., como se nombró. Habrá que recordar que la actividad bancaria había permanecido al 

margen de la legislación hasta la sanción de la ley del 4 de agosto de 1857, y después de un 

periodo de crecimiento –ligada al ingreso de capitales sustancialmente–, los bancos sintieron 

especialmente la crisis de 1890 (Tognetti, 1999, p.25 y ss.). 

Por otro lado existieron casas de remate de particulares como el caso de Dann y Luch, Pedro 

Gordillo, y Santillán Vélez Hnos. Al respecto de esta última, Gardenia Vidal (2014) ha 

explicado que Luis Santillán Vélez antes de la crisis del 90 había sido dueño de una “regular 

fortuna”, dedicándose luego de ésta a levantar una 

 

agencia de tierras y comisiones generales que se encargaba de la compra y venta de propiedades 

urbanas y rurales en Córdoba y otras provincias. Además se ocupaba de toda clase de comisiones 

comerciales y era martillero público. (p.128-129). 
 

Su actividad económica no lo había privado de sus preocupaciones políticas: siendo 

militante católico y del partido radical a principios de la década de 1890 pudo, sin mayores 

reparos, establecer otros lazos políticos más allá de lo ideológico ya que entre 1901 y 1908 



 

había sido legislador provincial en varias oportunidades por el PAN, en representación de 

diferentes departamentos entre los que estaba, llamativamente, Cruz del Eje. Tampoco debe 

pasar desapercibido que amén de ser uno de los oferentes de las tierras de las antiguas 

comunidades de ese departamento –como la de Quilino y Soto– había sido uno de los 

fundadores de la Sociedad Rural de Córdoba y quien favoreció la inserción a la vida social al 

ya conocido Augusto Tuchtfeldt, habitante de San Marcos (Gardenia Vidal, 2014, p.139). Ahora 

bien: ¿Qué relación había entre Tuchtfeldt y la publicación de la venta de tierras de Cruz del 

Eje? ¿Habrá ingresado el alemán a la comisión rematadora con tales intenciones? ¿Cómo 

interpretar la relación Santillán Vélez, Sociedad Rural y Tuchtfeldt?. Una vez más la legión de 

indagaciones e interrogantes hacia el pasado amenazan la síntesis histórica. Por lo que esas 

preguntas y otras, como tantas que han recorrido sinceramente la arquitectura del estudio, son 

las que revitalizan a la disciplina histórica, y la evidencian como indispensable. 

No obstante, y si bien se ha dicho bastante sobre las sugerentes tramas y vínculos entre la 

elite gobernante, comerciantes, e intelectuales, habrá que corroborar esas correspondencias 

sugeridas a la luz de nuevos estudios que pongan en debate otras perspectivas y fuentes, con 

respecto a San Marcos y las demás comunidades indígenas. Vale entonces conjeturar que los 

entramados de poder desde el ángulo modernizante –discursiva como materialmente– 

desdibujaban las fronteras de la ciudad imbricándose con el mundo rural, e irrumpiendo 

fronteras internas adentro, para la confección de otro tipo de relación con la tierra que sesgara 

la propiedad comunal y el abigarramiento. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VIII. EPÍLOGO: REFLEXIONES, FINITUD Y NUEVOS 

CAMINOS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

El recorrido fue largo. Las más de las veces la arenilla desgastante del tiempo y los 

pedruscos cotidianos conformaron el cimiento de paredes que parecían insuperables. Las menos, 

perfilaron días en el que la “tinta” corría fluida como agua de acequia o como el viento, ambos 

refrescantes del ego. Es obvio, y evidente a esta altura de las reflexiones, que los límites de la 

investigación son visibles; y a modo de pliegues en la formación de quien escribe, se 

constituyen en desafíos a ser superados en los años venideros, en otras instancias de formación 

académica. Pero tal periplo, fue inocultablemente satisfactorio. No sólo desde el punto de vista 

personal sino desde la perspectiva que aquí importa: la histórica, porque sin dudas, se pudieron 

dar respuestas a los principales interrogantes que la guiaban, a partir de lo que se entiende un 

profundo trabajo en archivos y, desplegándose auráticamente del corpus documental, un análisis 

teórico y epistemológico que acompañó tales indagaciones indiciales. 

De manera tal que las hipótesis que se plantearon al comienzo de la investigación, para dar 

prematuras respuestas a la problematización del objeto de estudio sirvieron como guías y marco 

referencial para las indagaciones que se realizaron, las que a su vez, fueron abriendo nuevos 

sentidos, puertas, tópicos y preguntas sobre la desamortización de tierras de la comunidad de 

indios, sobre todo a partir del diálogo que se instauró entre las fuentes escritas, la etnohistoria 

como perspectiva, y la historia oral. Este entrecruzamiento, dinámico y multidimensional, 

permitió evidenciar aún más la complejidad del objeto de estudio y las vinculaciones entre 

pasado, presente y futuro; reflexiones innegables del quehacer histórico. La autoadscripción del 

investigador y de su familia, si bien permitió el acceso a cierta información que resultó clave y 

rica desde el punto de vista histórico (y aún personal), más que facilitar el trabajo de 

reconstrucción del pasado, a veces, transmutó en pirca que tuvo que ser sorteada a partir del 

siempre difícil trabajo de objetivación de lo naturalizado y de reflexión en torno a las relaciones 

intersubjetivas que se fueron tejiendo en el proceso investigativo. El ejercicio de reflexividad, 

deseable siempre en quien investiga, no sólo cuando se analizaba criteriosamente lo recogido 

en el campo, sino también cuando se trabajaba con la documentación escrita, se erigió en meta, 

desafío y certeza. Fue la vela que permitió recorrer el mar de lo pretérito, construcción que 

tomaba entidad mientras se la construía, pero que a su vez mostraba su vida más allá de lo 

interpretado por el investigador. 

 Si bien es innegable que la propuesta territorial modernizante estatal configuró el espacio 

provincial; éste, al ser una construcción constante, no pudo ocultar ciertas “manchas”: la 

omisión de lo abigarrado en el espacio provincial es una suerte de explicación parcial de lo 

pretérito. La agencia india, pretendidamente ocultada por Río y Achával en sus viajes 



 

exploratorios y científicos –y posteriormente en la textura de Geografía de Córdoba–, en 

conjunción con la negación de la alteridad por parte del legislador Moyano en las discusiones 

previas a la aprobación de la ley (por nombrar sólo dos ejemplos), son tangentes por donde la 

idea de mestizaje se diluye y cobra fortaleza la perspectiva de la dualidad irresoluta. Excluida 

entonces, también para El Porvenir cuando celebraba la llegada de la civilización arrojando lo 

indio al pasado, estaba la agencia comunera; que hasta el momento había dado muestras de 

libertad de acción y vida, y había negociado con el estado su viabilidad en el proceso 

modernizante. Lo “indio” como experiencia colonial, y moderna, más que como identidad 

rigidizada/cristalizada por lo biológico y sanguíneo, apareció a partir de las acciones colectivas 

e individuales. 

El carácter inconcluso del proyecto moderno colonial, intentó sepultar esa agencia, pero 

contradictoria y performativamente la dotó de vida. La necesidad de otros y otras en 

condiciones de subalternidad, produjo a su vez una alteridad radical, rugosa y contradictoria, 

que evidentemente puede rastrearse a partir de cepillar la historia a contrapelo, como sugería 

Walter Benjamin. Este abigarramiento, se explica no sólo por la etnogénesis de San Marcos, 

sino por el propio recorrido histórico de la formación provincial de alteridad. Si bien esta última 

es una tesis fuerte, es presumible asumir que las articulaciones entre modernidad y colonialidad, 

conformaron un tipo de relaciones interétnicas, en el que la pendularidad, la negociación, la 

asimilación, la adaptación, el aggiornamiento y la resistencia como performance subalterna, 

fueron la regla. La irresolución del proyecto modernizador, al no asumir su lado oculto, 

revitalizó las prácticas indias en un contexto desfavorable como fue la desamortización de las 

tierras, y las evidenció como experiencias de larga duración. De tal manera, resultó visible una 

vez más la duración singular de la comunidad de indios, que desde siglo XVII viene recorriendo 

la geografía estatal como un silencioso viento que visibiliza y pone en jaque a la cartografía 

estatal. 

En el juego interétnico, las diferentes formas de concepciones, prácticas y utilizaciones del 

territorio, como las prácticas desplegadas en él (la política de tierras, el mapeo y las excursiones, 

la agricultura, el rancherío, las alianzas y la caza de pumas), evidenciaron superpuestamente la 

coexistencia y performatividad tanto del estado provincial, como de la comunidad, sin que una 

subsuma a la otra. Aunque claramente la agencialidad estatal, en la que subyace el monopolio 

de la fuerza y la prescripcionalidad del sentido común en torno a un orden hegemonizante, fue 

condicionante, y emergió benjaminianamente, en su carro triunfal. Las tierras se dividieron, la 

tenencia comunal desapareció, la titulación individual y la propiedad privada se desplegaron 



 

campantes por una comunidad que era una molestia en términos modernos. Sin embargo, como 

se acaba de decir, ciertas prácticas siguieron construyendo, subrepticiamente, lo comunitario; 

que se desplegó como una trenza invisible; punzando aún en la Córdoba del siglo XXI. En la 

actualidad desde la llamada reemergencia étnica, se están materializando proyectos 

comunalizadores y cohesionantes, que dan muestra desde la perspectiva de larga duración de 

una subjetividad dual y abigarrada, que vale nuevamente la aclaración: debe ser revisada. Este 

supuesto también se explica a partir de la propuesta de memoria étnica (Le Goff, 1991, p.33) o 

memoria colectiva que los entrevistados manifestaron, como así también en prácticas 

inexplicables desde una mirada de corta duración. 

Lo que se quiere enfatizar, articulada con esa permanencia larga, es que las relaciones 

interétnicas han sido de dominación y asimétricas, aunque los indios e indias más que 

internalizar, naturalizar y reproducir un conjunto de valores, ideas, nociones, políticas y 

disposiciones gubernamentales y/o hegemónicas, hicieron un uso consciente ellas, eligiendo 

qué y cómo tomar (y mostrar) lo que se evidenciaba como una obviedad dentro del desarrollo 

histórico. La figura de Félix de la Presentación Reyna es elocuente al respecto. Del examen y 

análisis del conjunto documental que lo vuelve a la vida, es visible cómo no sólo el estado (y el 

Ejército) sino otra estructura colonial como la Iglesia, son corporizadas por el indio; aunque la 

grieta a tal afirmación comienza a agigantarse con su decisión de firmar la carta que peticiona 

al gobierno una posibilidad de desarrollo distinto. No niegan las comuneras y los comuneros al 

estado, más bien, lo interpelan para que el proceso modernizador se haga con ellos dentro, 

contemplando su propia presencia y ontología, su alteridad y, fundamentalmente, el trabajo de 

años en la tierra. Sin embargo, desde la perspectiva abordada, la modernidad al no admitir la 

colonialidad del poder, no puede asimilar al otro en términos de interculturalidad. Esta 

perspectiva filosófica, como la postulación del abigarramiento son frutos de la reflexión del 

oficio de historiar, que más que lejano, estuvo acechante. La incesante búsqueda de categorías, 

modelos o tipos explicativos, como así también su producción fue constante para poder 

interpretar actitudes como la de Félix de la Presentación, Clara Reyna, Laurencio Reyna, y la 

de Juan Antonio Tulián que despertaron primeramente, en quién escribe, desasosiego, dudas y 

temores. 

Aquí, al menos en lo personal, radica la riqueza del proceso investigativo: en el desafío 

constante y las trabas a la hora de cotejar el trabajo de archivo con la teoría histórica y la teoría 

social, como así también con las capacidades creativas y propositivas personales, en su conjunto. 

La confirmación de un rosario de hipótesis de otros autores, como le gusta enunciar a Lila 



 

Caimari, era un riesgo. Pero fue sorteado, a partir de la intensa búsqueda de vectores que 

permitan explicar lo que se estaba, pavorosamente, descubriendo. Y aún más importante, ese 

riesgo fue superado por una propuesta explicativa, que con contradicciones y evidentes límites, 

puede dar cuenta del pasado de manera genuina. 

En consonancia con estas reflexiones, se pudo probar cómo la  incorporación de las tierras 

de las comunidades y de los comuneros indígenas al estado nación y a la estatalidad provincial, 

si bien se realiza a partir de la unívoca identidad política de ciudadanos88, y por ende de 

trabajadores, encuentra pliegues rugosos si se comprende que el cuerpo también es un territorio 

a ser conquistado desde lo moderno. La intención de tales dispositivos fue sepultar oficialmente 

la alteridad indígena, que sí había posibilitado la permanencia del régimen colonial. Pero se 

encontraron con resistencias sutiles, propias del ámbito de la infrapolítica. Sin embargo la 

“solución final” para el “problema” indígena llegó de la mano de la entrada del estado nación 

y del estado provincial al mercado mundial capitalista, como así también de la primorosa 

urgencia de éste último de sanear su economía convirtiendo a las tierras en recursos. El Código 

Civil y la ley de 1881 en este sentido legitimaron una forma de relación con la tierra que 

sepultaba otras posibles formas de concebir el territorio. Y aunque no se pudo corroborar 

quienes fueron los compradores de las tierras de la comunidad indígena de San Marcos, si se 

evidenció como para el año 1895, una buena parte de los lotes en que se había dividido las 

tierras habían sido “entregados” por la comisión sindical; en congruencia con la venta de tierras 

de otras comunidades. 

También la tesis ha permitido visibilizar cómo la construcción de territorio estuvo vinculada 

a los ámbitos científicos y académicos, que permitieron no sólo tal confección sino la creación 

de un sentido común en torno al mismo, materializado en una narrativa territorial hegemónica. 

Es por ello que otro de los aportes es aquel ligado a la diagramación espacial en la región 

noroeste, cuestión que ha sido descuidada por la historiografía cordobesa. Sin dudas, la 

interdisciplinariedad como periplo, allanó un camino que se iba construyendo a cada pequeño 

paso, mientras se entraba a un territorio denso, espinoso y gredoso.  

El camino queda abierto para que en futuras investigaciones, este autor u otros 

investigadores e investigadoras, puedan responder a las muchísimas preguntas que quedaron 

abiertas y que enhebran la investigación tanto en el cuerpo de la tesis, como en los innumerables 

                                                 
88 Parafraseando a Santiago Castro Gómez, se puede postular que la formación del ciudadano como sujeto de 

derecho sólo es posible dentro del espacio de legalidad definido por la constitución. Siendo su función jurídico 

política la de “inventar la ciudadanía”: creando un campo de identidades homogéneas que hicieron viable el 

proyecto moderno de la gubernamentabilidad (en Lander 2000). 



 

pies de página. El objeto de estudio, la comunidad de indios e indias de San Marcos, será 

mayormente accesible y comprensible para la historia, a medida que se ejercite aún más la 

reflexión y la apertura hacia otras ciencias y saberes, como se sugirió recién. La finitud de las 

respuestas aquí dadas, son el motor, para que pausada, sutil, y serenamente, se emprendan 

nuevos caminos, que a la postre, son caminos del pasado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

ÍNDICE DE GRÁFICOS Y ANEXO DOCUMENTAL 

 

 

 

Ficha Censal de 1895 

 

 

Apellido y nombre Años Soltero, casado o 

viudo 

Ocupación 

Reyna, Ubaldino 27 C Labrador 

Velázquez, Casimira 34 C  

Reyna, Josefa 25 C  

Velázquez, Carmen 13   

Velazquez, Félix 11   

Velázquez, Jesús 4   

Ochoa, Benedicto 17 S Labrador/jornalero 

Reyna, Laurencio 35 C Policia/empleado 

Pérez, Paulina 35 C  

Reyna, José Ignacio 2   

Pérez, Joaquín 12   

Sánchez, Jesús 12  labrador 

Riartes, Casimira 75 V hilandera 

Reyna, Rufino 10   

Reyna, Timoteo 35 C labrador 

Díaz, Francisca 30 C labradora 

Reyna, Florentino 30   

Reyna, Celestino 12 C labrador 

Bargas, Andrea 42 C lavandera 

 

Ref.: Elaboración propia en base al Censo de 1895 

 

 

 

 

 

 

 



 

Carta escrita por los indios e indias de la Comunidad Indígena de San Marcos al 

Ministro de Gobierno Nicolás Berrotarán 

 

 

Al S[eño]r Ministro de Gobierno Dr. N. M. Berrotaran 

Los que suscriben vecinos de este Departamento de Cruz del Eje en San Marcos  ante S[u] 

S[eñor] con  mayor respeto se presentan y exponen que la delineación de los terrenos de la 

Comunidad de los indios de San Marcos y las medidas tomadas a fin de llevarla a término, deja 

a una inmensa porción en la más completa inacción para el trabajo ya muchos abandonados o 

a la mendicidad o a una muerte segura. Esta porción es la parte más laboriosa de la provincia, 

pues está a la vista todo el terreno está fincado con huertas, viñas, alfalfas, y sembrados, 

formando por decirlo asó una colonia bien trabajada que satisface con religiosidad sus 

derechos. Hoy da comparación pues está destruida y si S[u] E[xcelencia] el Señor Gobernador 

no cuida de nosotros en breve será despoblada, quedando el trabajo de tanto pobre en manos 

extrañas y sin ninguna remuneración. Y la disposición de no pagarse mejoras en el terreno 

delineado para Villa abandona a sus dueños legítimos sin percibir un centavo pasando a manos 

de los que con ansias esperaban el deslinde para elegirse las mejores fincas de los pobres que 

no podrían salvarlas ya porque no tenían dinero o ya porque se les desechaba por la comisión 

formada para discernir los derechos como ha sucedido con muchos y con los que no contaban 

once años. Si señor ministro ese hermoso valle que ha merecido el valor que tiene por el trabajo 

asiduo de los indios, pasará a ser propiedad  de unos cuantos pudientes estraños [sic] 

quedando así los hijos de este suelo en peores condiciones que el estranjero a quien ayer 

llamaron para cultivar nuestros campos pues hoy nos despojan de nuestras propiedades 

arrancando de nuestra alma el amor al trabajo y la esperanza de reunir el pan que con tanto 

sacrificio teníamos asegurado. Llamamos a S[u] S[eñor] en nombre de la justicia haga conocer 

al señor gobernador nuestro justo reclamo.  Ampa[ilegible] tanta desgracia y justicia en los 

procedimientos de los encargados para estos, que todos son interesados a cuanto que los lotes 

de campo se nos dieran a los indios que hemos trabajado a fin de poder vivir honradamente 

[ilegible] trabajo y no se nos someta a un pequeño lote de donde nada podemos trabajar; 

hagase si es justo le pedimos la distribución de lotes en proporción lo que cada uno pueda 

satisfacer. Creemos que S[u] E[¿excelencia?] el señor gobernador no conoce nuestra situación 

triste y desesperante [ilegible] pues, con piedad sus ojos hacia con esta porción que también 

le ha sido encomendada a su recto Gobierno y recibirá las bendiciones fervientes de un 



 

nunmeroso pueblo que ha llegado al punto de creer que, después [hoja doblada] Dios sólo él 

podrá remediar sus males. Con tal motivo nos suscribimos sel señor ministro ovendientísimos 

[sic] S[u] S[eñor] (AHPC, Gobierno, Tomo 23, f.137.r. y f.137.v.). 

  

 

 

Ley General de Comunidades de 1881 

 

 

Ley mandando medir las tierras ocupadas por las Comunidades Indígenas 

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Córdoba, reunidos en Asamblea 

General, sancionan cn fuerza de LEY: 

Art. 1°. Autorízase al P. E. para hacer mensurar por medio del Departamento Topográfico 

las tierras ocupadas por las comunidades indígenas en todo el territorio de la Provincia. 

Art. 2°. Las cuestiones que se susciten sobre la mensura, con los poseedoresde las 

propiedades limítrofes se sustanciarán judicialmente con el Ministerio Público. 

Art. 3°. El P.E. nombrará en cada comunidad una comisión compuesta de dos individuos 

de ella y el Vocal del Departamento, encargado de la mensura para que proceda a levantar el 

padrón de todos los miembros de aquella. 

Art. 4°. Hecho el padrón y aprobadala mensura por el Departamento Topográfico, el 

Agrimensor delineará en cada comunidad y en el lugar que la comisión designe, una Villa que 

se compondrá de manzanas de cien metros por costado, separadas por calles de quince y 

divididas por solares de veinte y cinco de frente, con el fondo que corresponda. 

Art. 5°. La comisión dará gratuitamente un solar a cada miembro de la comunidad y 

reservará una o más manzanas para la plaza, casa Municipal, Iglesia, Policía y demás 

establecimientos públicos. 

Art. 6°. El resto del terreno con exclusión de la parte cuestionada por los colindantes, será 

dividida en lotes rurales de un mismo valor, en lo posible, y en número tal que sis nueve décimas 

partes sean iguales a los miembros de la comunidad. 

Art. 7°. Practicada la división de los lotes, la comisión, sacará a remate con 15 días de 

anuncios y con la mayor publicidad posible, un número de ellos igual al de los miembros de la 

comunidad, reservando la décima parte para atender a los reclamos de los comuneros 

ignorados. 



 

Art. 8°. El remate se hará a la mayor postura, sin previa tasación y tendrá lugar con la 

exhibición del plano en que figuran todos los lotes designados por su número de orden. 

Art. 9°. Los poseedores tendrán derecho a ser preferidos por el tanto en el remate y en su 

caso, podrán retener el lote o lotes que poseyeren hasta que el comprador les abone el valor 

de las mejores apreciado por la comisión. 

Art. 10°. Es lícito a los individuos extraños a la comunidad hacer postura en el remate. 

Art. 11°. Terminada la venta, la comisión dividirá la suma total del valor obtenido entre 

todos los miembros de la comunidad, entregando su parte en dinero a los comuneros que no 

hubiesen rematado lote alguno, e integrando en la misma forma, o cobrando a cada uno el 

déficit o el exceso que resultare entre el cociente y el precio de las adjudicaciones. 

Art. 12°. La comisión extenderá a favor de los comuneros, gratuitamente y en papel común, 

los respectivos títulos de propiedad, los cuales serán registrados en el Departamento 

Topográfico sin amolumento alguno, 

Art. 13°. Terminadas las cuestiones que se susciten sobre límites, los terrenos que resulten 

pertenecientes a las comunidades, serán distribuidos en la misma forma entre los comuneros. 

Art. 14°. En los lugares en que no se establezca Municipalidad, el P.E. nombrará una 

comisión Sindical que correrá con la venta de los lotes y solares que hubiesen quedado sin 

distribuirse. 

Art. 15°. Los comuneros ignorados y los ausentes que figuren en el padrón, perderán todo 

derecho sino compareciesen dentro de tres años ante la comisión Sindical, o ante la 

Municipalidad, a recibir los lotes o el importe del cociente que les corresponda. 

Art. 16°. Los comuneros ignorados que compareciesen dentro del término y justificasen su 

derecho ante la Municipalidad o comisión Sindical, después que estuviesen distribuidos todos 

los lotes reservados, para los de su clase, no tendrán derechos a reclamación alguna. 

Art. 17°. Las cuestiones que suscitasen sobre la inclusión en el padrón, serán resueltas 

administrativamente por la comisión encargada de hacerlo, por la Comisión Sindical o por la 

Municipalidad, según los casos, sin que haya lugar a reclamaciones judiciales. 

Art. 18°. El padrón de cada comunidad precedido de la presente ley será publicado en un 

diario de la capital por trinta días, y los tres años a que se refiere el artículo 15 se contarán 

desde la última publicación. 

Art. 19°. Si por la condición de los terrenos, no fuese posible dividirlos en tantos lotes 

rurales, como miembros de la comunidad, la comisión podrá limitar su número en la medida 

que lo exigen las circunstancias. 



 

Art. 20°. Comuníquese al P.E. Dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa de 

la Provincia, en Córdoba, a veinte y dos días del mes de Dbre. Del año mil ochocientos ochenta 

y uno. 

José A. Orgaz, F.J. Figueroa. Santiago Ruís (S. Del Senado) José del Viso (s. De la C. del 

D.D). 

 

 

Recortes del Periódico “El Porvenir” 

 

 

 

El Porvenir, 07 de Septiembre de 1892: Editorial del día de la fecha en la que se pone énfasis 

en la necesidad de la liquidación frente a la llamada “Crisis de los noventa”. 

 

 

 

El Porvenir, 10 de Septiembre de 1892: recorte que muestra el remate de un terreno de 

considerables dimensiones en el Pueblo de La Toma. 



 

 

 

El Porvenir, 12 de octubre de 1892: recorte donde se advierte acerca de las operaciones de 

mensura y división de la Comunidad de Soto, y el remate de los “lotes de campo” 

 

 

 

 

El Porvenir, 12 de octubre de 1892: recorte donde se visibiliza el remate de un derecho de la 

Comunidad de Quilino. 



 

 

 

El Porvenir, 09 de octubre de 1892: Recorte donde se reproduce el Decreto Provincial que 

declara al 12 de octubre como feriado y que cambia el nombre de los Anejos norte y sur por 

Santa María y Colón ente otras medidas tomadas frente a los cuatrocientos años del 

“descubrimiento” de América 



 

Recorte del Mapa Oficial de la Provincia de Córdoba, aprobado por decretos del 18 de 

diciembre de 1905 y de mayo de 1916. 

 

 

 

 

El recorte destaca a la izquierda la “Comunidad de Soto” y a la derecha la “Comunidad de 

San Marcos”. Relevándose algunas de las marcaciones que prescribía la ley de 1881. 

Observese cómo la línea de ferrocarril articula ambas comunidades en una cartografía 

abigarrada entre lo moderno y lo indio. 

 

 

 

 

 

 

 



 

ÍNDICE BIBLIOGRÁFICO Y DE FUENTES 

 

 

 

Fuentes Inéditas 

 

 

• ACHDCC, Compilación de Leyes, decretos, y demás disposiciones de carácter público 

dictadas en la Provincia de Córdoba, 1880-1881. 

• ACHDCC, Mapa división departamental 1871 

• ACHDCC, Mapa oficial de la Provincia de Córdoba  Aprobado por decretos del 18 de 

diciembre de 1905 y de mayo de 1916 

• ADCE, Bautismos, 1860-1904, Libros 1 al 12 

• AHLC, Acta de sesión de Diputados 1880-1881, L.10 

• AHPC, Gobierno 1895, Tomo 19 

• AHPC, Gobierno 1895, Tomo 22 

• AHPC, Gobierno 1895, Tomo 23 

• Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor, Periódico El Porvenir, 20/04/1892 

• Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor, Periódico El Porvenir, 20/07/1892 

• Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor, Periódico El Porvenir, 06/09/1892 

• Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor, Periódico El Porvenir, 07/09/1892 

• Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor, Periódico El Porvenir, 21/09/1892 

• Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor, Periódico El Porvenir, 09/10/1892 

• Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor, Periódico El Porvenir, 12/10/1892 

• Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor, Periódico El Porvenir, 18/11/1892 

• Centro de Documentación de la Biblioteca Mayor, Periódico El Porvenir, 27/12/1892 

• IJSUD, “Argentina, Censo Nacional, 1869”, database with images, FamilySearch. 

Https://familysearch.org 

• IJSUD, “Argentina, Censo Nacional, 1895”, database with images, FamilySearch. 

Https://familysearch.org 

• IJSUD, “Argentina, Córdoba, registros parroquiales, 1557-1974”, database with images, 

FamilySearch. Https://familysearch.org 

https://familysearch.org/
https://familysearch.org/
https://familysearch.org/


 

• Primer Censo de la República Argentina, verificado los días 15, 16 y 17 de septiembre 

de 1869, con la dirección de De La Fuente, D.G., (1872), superintendente del Censo. Buenos 

Aires, Imprenta del Porvenir,  Recuperado de http://censos1869-

1895.sociales.uba.ar/files/2014/05/Primer-censo-de-la-Rep%C3%BAblica-Argentina.-1516-y-

17-septiembre-1869-De-La-Fuente-D.-1872.pdf 

 

 

 

Índice Bibliográfico y Fuentes Editas 

 

 

• Aguiluz Ibargüen, M. y Ríos Méndez, N. (2006) [coord.[. René Zavaleta Mercado. 

Ensayos, testimonios y revisiones. México: FLACSO. 

• Ambroggio, E. (2013). Violencia, género y honor en la Córdoba borbónica: justicia y 

mecanismos informales de control social. Córdoba: Ferreyra Editor. 

• Ansaldi, W. (1997). “Una modernización provinciana: Córdoba 1880-1914.” Estudios. 

Recuperado de 

http://catedras.fsoc.uba.ar/udishal/art/una_modernizacion%F3n_provinciana.pdf 

• Ansaldi, W. y Giordano, V. (2012). América Latina: la construcción del orden. Tomo I: 

De la Colonia a la Disolución de la Dominación Oligárquica, 1° Ed., Buenos Aires, Ariel. 

• Arcondo, A. (1969). “Tierras y política de tierras en Córdoba”, Revista de Economía y 

Estadística,Tercera Época,Vol. 13, No. 3-4 : 3º y 4º Trimestre, Córdoba:. UNC: pp. 13-44. 

• Arcondo, A. (1992). El ocaso de la sociedad estamental Córdoba entre 1700 y 1760, 

Córdoba: UNC. 

• Azogue Guaraca, A. (2016). “Maneras de ser comunidad”, en Gazeta de Antropología, 

n°32, art.6, FLACSO, Ecuador. 

• Barela, L. (2009) [et.al.]. Algunos apuntes sobre la historia oral y cómo abordarla. 

Buenos Aires: Dirección General Patrimonio e Instituto Histórico. 

• Bartolomé, M. A. (2006). Procesos interculturales. Antropología política del pluralismo 

cultural en América Latina. México. Siglo XXI . 

• Basconzuelo, V. (2011). “Vínculos sociales y prácticas políticas en la frontera sur de 

Córdoba en una década clave: 1870-1880”, Antíteses. Recuperado de 

http://www.redalyc.org/html/1933/193321417007/ 

http://censos1869-1895.sociales.uba.ar/files/2014/05/Primer-censo-de-la-República-Argentina.-1516-y-17-septiembre-1869-De-La-Fu
http://censos1869-1895.sociales.uba.ar/files/2014/05/Primer-censo-de-la-República-Argentina.-1516-y-17-septiembre-1869-De-La-Fu
http://censos1869-1895.sociales.uba.ar/files/2014/05/Primer-censo-de-la-República-Argentina.-1516-y-17-septiembre-1869-De-La-Fu
http://censos1869-1895.sociales.uba.ar/files/2014/05/Primer-censo-de-la-República-Argentina.-1516-y-17-septiembre-1869-De-La-Fu
http://censos1869-1895.sociales.uba.ar/files/2014/05/Primer-censo-de-la-República-Argentina.-1516-y-17-septiembre-1869-De-La-Fu
http://catedras.fsoc.uba.ar/udishal/art/una_modernizacion%F3n_provinciana.pdf
http://catedras.fsoc.uba.ar/udishal/art/una_modernizacion%F3n_provinciana.pdf
http://catedras.fsoc.uba.ar/udishal/art/una_modernizacion%F3n_provinciana.pdf
http://www.redalyc.org/html/1933/193321417007/
http://www.redalyc.org/html/1933/193321417007/


 

• Becerra, M.J. (2008). “Estudios sobre esclavitud en Córdoba: análisis y perspectivas” 

en Los estudios afroamericanos y africanos en América Latina: herencia, presencia y visiones 

del otro, Buenos Aires, Córdoba: CEA, Programas de Estudios africanos, CLACSO. 

• Bechis, M. (1992). “Instrumentos metodológicos para el estudio de las relaciones 

interétnicas en periodo formativo y de consolidación de estados nacionales” en: C. Hidalgo y 

L. Tamagno (comp.) Etnicidad e identidad, Buenos Aires: CEAL. p. 82-108. 

• Bixio, B. (2009) [dir.]. Visita a las encomiendas de indios de Córdoba, 1692-1693, 

Tomo I, Córdoba: Centro de Estudios Históricos “Prof. Carlos Segretti”. 

• Bixio, B. y González Navarro, C. (2009), Mestizaje y configurción social. Córdoba 

siglos XVI y XVII, Córdoba, Ed. Brujas. 

• Bloch, M. (1982). Apología para la historia o el oficio del historiador, México: Fondo 

de Cultura Económica. 

• Boixadós, M. C. (2010). “La ciudad en disputa. Prácticas de enriquecimiento de la elite 

dirigente a fines del siglo XIX”. En Tcach, César (coord.) Córdoba Bicentenaria. Claves de su 

historia contemporánea, Córdoba: CEA, p. 37-70. 

• Boixadós, R. (1999). “Expropiación de tierras comunales indígenas en la provincia de 

Córdoba a fines del siglo XIX. El caso del pueblo de La Toma”. En Cuadernos de Historia, 

Serie Economía y Sociedad, N°2, p. 87-113 . 

• Bompadre, J. M. (2014). “Pueblos originarios de Córdoba: de la preterización a la 

constitución de sujetos con derechos”, Revista Deodoro. Gaceta de Crítica y Cultura. Año 4, 

N°45, UNC. Córdoba: p. 4-5. 

• Bompadre, J. M. (2015). Desmemorias de la Docta. De barbudos miscegenados a 

comechingones comunalizados: procesos contemporáneos de emergencia étnica en Córdoba, 

[Tesis doctoral], Córdoba: UNC, FfyH. 

• Bonfil Batalla, G. (1972). “El concepto de indio en América: una categoría de la 

situación colonial”. Anales de Antropología, N° 9:105-124. 

• Boyer, A. (2007). “Hacia una crítica de la razón geográfica”, Bogotá: Universitas 

Philosophica. Año 24. n°49, p. 159-174. 

• Briones, C. [comp.] (2008). Cartografías Argentinas. Políticas indigenistas y 

formaciones provinciales de alteridad. Bs. As. Antropofagia. 

• Briones, C. y Delrío, W. (2000). “Patria sí. Colonias también. Estrategias diferenciadas 

de radicación de indígenas en Pampa Patagonia (1885-1900)”, VI Jornadas Regionales de 

Investigación en Humanidades y Ciencias Sociales, Universidad Nacional de Jujuy. 



 

• Briones, C. y Ramos, A. (2016) [et.al]. Parentezco y política. Topologías indígenas en 

la Patagonia, Universidad Nacional de Río Negro,Viedma. 

• Burke, P. (2007). Historia y teoría social, Bs. As.: Amorrortu Ediciones. 

• Caimari, L. (2017). La vida en el archivo: goces, tedios y desvíos en el oficio de la 

historia, Buenos Aires: Siglo XXI Editores. 

• Castro Olañeta, I. (2006). “Transformaciones y continuidades de sociedades indígenas 

en el sistema colonial: en el pueblo de indios de Quilino, a principios de siglo XVII”, Ed. Alción, 

Córdoba. 

• Castro Olañeta, I. y Tell, S. (2011). “El registro y la historia de los pueblos indios de 

Córdoba entre los siglos XVI y XIX”. Revista del Museo de Antropología 4, Córdoba: UNC. 

• Cechetto, G. y Zusman, P. [comp.] (2012). La institucionalización de la Geografía en 

Córdoba. Contextos, instituciones, sujetos, prácticas y discursos (1878-1984), Córdoba: 

Universidad Nacional de Córdoba, p. 244. 

• Celton de Peranovich, D. (1982). La población de Córdoba en 1840. Mapa de la época, 

Córdoba: Junta Provincial de Historia de Córdoba. 

• Centro de Investigaciones del Instituto de Culturas Aborígenes. (2009). Hijos del Suquía. 

Los Comechingones del Pueblo de la Toma, actual barrio Alberdi, ayer y hoy, Instituto de 

Culturas Aborígenes, Córdoba. 

• Cesano J. y Muñoz, D. (2010). Inmigración, anarquismo y sistema penal. Los discursos 

expertos de la prensa. Córdoba y Buenos Aires, 1890-1910 (Protesta social, flujos migratorios 

y criminalización), Córdoba: Editorial Alción, p. 74. 

• Charney, P. (1988). “El indio urbano: un análisis económico y social de la población 

india de Lima en 1613”, Histórica, Vol XII. N°1. Texas: Universidad de Austin., p. 5-33. 

• De la Cadena, M. (2006). “¿Son los mestizos híbridos? las políticas conceptuales de las 

identidades andinas”, Universitas Humanística. N°.61, Bogotá: p. 51-84 

• Debernardi, N. (2011). “Sistema de dispersión de la formación discursiva sobre los 

pueblos originarios de las Sierras de Córdoba” en Sociedades de paisajes áridos y semi-áridos. 

Revista científica del laboratorio de arqueología y Etnohistoria de la Facultad de Ciencias 

Humanas, Año 3, Vol. IV. 

• Debernardi, N. (2012). “El reflejo del contexto histórico en el surgimiento de los 

comechingones como objetos de estudio” en Sociedades de paisajes áridos y semi-áridos. 

Revista científica del laboratorio de arqueología y Etnohistoria de la Facultad de Ciencias 

Humanas, Año 4, Vol. VII. 



 

• Delrío, W. (2002). “Indios amigos, salvajes o argentinos. Procesos de construcción de 

categorías sociales en la incorporación de los pueblos originarios al Estado nación (1870-1885)” 

en Nacuzzi, L., (comp..), Funcionarios, diplomáticos, guerreros: miradas hacia el otro en las 

fronteras pampa Patagonia, Sociedad Argentina de Antropología, Bs. As., p. 203-246. 

• Delrio, W. (2005). Memorias de expropiación. Sometimiento e incorporación indígena 

en la Patagonia (1872-1943). Buenos Aires: Editorial de la Universidad de Quilmes. 

• Delrio, W. y Soledad, M. (2013). “Procesos de comunalización, territorialización e 

invisibilización en el Este pampeano: Comunidad Eusebia Farías en Miguel Riglos”. Mendoza: 

XIV Jornadas Interescuelas/Departamentos de Historia. Departamento de Historia de la 

Facultad de Filosofía y Letras. UNC. 2-12. 

• Díaz Rementaria, C. (1995). “Supervivencia y disolución de la Comunidad de Bienes 

indígena en Argentina del siglo XIX”, Revista de Historia del Derecho “Ricardo Levenne” 

N°30, Bs. As., p.11-39. 

• Dimunzio, K. y García, C. (2007). Indagando en las dolencias de los esclavos: una 

aproximación a las fuentes para su estudio en la Córdoba tardo colonial, Comp. Adrián 

Carbonetti, Córdoba: Programa de Salud y Enfermedad, CEA, UNC, p. 13-20. 

• Elbirt, A. (2015). “Historias manchadas. Una antigenealogía del concepto de lo 

abogarrado en el área andina” en Estudios sociales del NOA, N°16, p.107-130. 

• Elden, S. (2010). Land, Terrain, Territory. Tierra, Terreno, Territorio. En, Progress in 

Human Geography. Durham University, UK. (Traducción: Avila Emanuel, Llorens, Santiago, 

Palladino Lucas, Cátedra de Epistemología de la Geografía. Departamento de Geografía. FfyH. 

UNC. Primera versión sujeta a modificaciones). 

• Endrek, E. (1966). “El mestizaje en Córdoba. Siglo XVIII y principios del siglo XIX”, 

Córdoba: UNC, Instituto de Estudios Americanistas. 

• Escobar Omhstede, A. (2012). “Presentación del Dossier: lo agrario en los siglos XVIII 

y XIX en la América Latina: pueblos de indios”, en Mundo Agrario, Vol. 13, N°25, La Plata: 

p.1-5. 

• Febvre, L. (1982). Combates por la historia, “Capítulo: Examen de conciencia de una 

historia y un historiador”, Ed. Ariel, Barcelona, pp. 15-35 

• Ferrero, P. V. (2017). “Adaptación y resistencia. Estructura interna, tributo y movilidad 

poblacional en los pueblos de indios de Córdoba en las últimas décadas coloniales”, 1° ed., 

CABA: Prometeo Libros. 

• Ferrero, R.  (1987). La mala vida en Córdoba, Córdoba: Editorial Alción. 



 

• Ferreyra, A. (2011). “La organización de la propiedad en la provincia de Córdoba: de la 

etapa de las autonomías provinciales al estado nacional, Argentina s. XIX”, América Latina en 

la Historia Económica, México, p. 177-207. 

• Ferreyra, A. (2012). “Tierra pública y tierra privada. Los precios de la tierra en la 

campaña cordobesa, 1820-1855”, III Congreso Latinoamericano de Historia Económica, 

http://www.aahe.fahce.unlp.edu.ar/jornadasdehistoriaeconomica/iiicladhexxiiijhe/ponencias/

Ferreyra.pdf/view?searchterm=None 

• Galo Luna Penna, G. (2014). “Trayectoria crítica del concepto de entnogénesis”, Logos. 

Recuperado de revistas.userena.cl/index.php/logos/article/download/473/pdf_27 

• Gelman, J. y Santilli, D. (2010). Crecimiento económico, divergencia regional y 

distribución de la riqueza. Córdoba y Buenos Aires después de la independencia, Nueva York: 

Latin American Research Review; vol. 45, p. 121 – 147. 

• Giacomasso, M. (2016). Patrimonio, discursividades y políticas culturales indígenas: 

una análisis del pueblo ranquel, San Luis, Argentina. RIDAA. Bs. As.: Univeridad Nacional 

de Quilmes. [Tesis Doctoral. Doctorado en Ciencias Sociales y Humanas] 

• Ginzburg, C. (1988). Morelli, Freud y Sherlock Holmes: indicios y método científico, 

En Eco y Sebeok. 

• Grossberg, L.[1996] (2003). “Identidad y estudios culturales: ¿no hay nada más que 

eso?, en Hall S. y Du Gay P. (eds.), Cuestiones de Identidad, Buenos Aires: Amorrortu, p. 148-

180. 

• Guber, R. (1991). El salvaje metropolitano. Reconstrucción del conocimiento social en 

el trabajo de campo. 1° ed., PAIDOS, Bs. As. 

• Halbwachs, M. (2004) [1950]. “Memoria colectiva y memoria individual”, en La 

memoria colectiva. Zaragoza: Prensas Universitarias de Zaragoza. 

• Hernández, A. (s/f). Breve reseña de antecedentes constitucionales en la provincia de 

Córdoba. Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba,. Recuperado de 

http://www.acaderc.org.ar/doctrina/articulos/artbrevehistoriaoconstitucionalprovcor 

• Hill, J. (1996). “Introduction: Ethnogenesis in the Americas, 1492-1992”. In: History, 

Power, and Identity: Ethnogenesis in the Americas, 1492-1992. Ed. J. D. Hill. Iowa City: 

University of Iowa Press. 

• Hobsbawm, E.y Ferrandis G. (1971). “De la historia social a la historia de la sociedad”, 

en Historia Social, No. 10, Dos Décadas de Historia Social, pp. 5-25 

• Jones, I. de y Rodríguez, L. (2005). “Introducción” en Lorandi, A. M. (dir.), Memoria 

http://www.aahe.fahce.unlp.edu.ar/jornadasdehistoriaeconomica/iiicladhexxiiijhe/ponencias/Ferreyra.pdf/view?searchterm=None
http://www.aahe.fahce.unlp.edu.ar/jornadasdehistoriaeconomica/iiicladhexxiiijhe/ponencias/Ferreyra.pdf/view?searchterm=None
http://www.aahe.fahce.unlp.edu.ar/jornadasdehistoriaeconomica/iiicladhexxiiijhe/ponencias/Ferreyra.pdf/view?searchterm=None
https://drive.google.com/file/d/0Bylej1GhaJcpQ0FQQkZVRElKa28/view?usp=sharing
http://www.acaderc.org.ar/doctrina/articulos/artbrevehistoriaoconstitucionalprovcor
http://www.acaderc.org.ar/doctrina/articulos/artbrevehistoriaoconstitucionalprovcor


 

Americana. Recuperado de 

http://antropologia.institutos.filo.uba.ar/sites/antropologia.institutos.filo.uba.ar/files/revistas/a

djntos/Memoria_Americana_13.pdf 

• Korstanje, M. (2011). “La matríz de la alteridad: la mito-poiesis como forma de 

construcción identitaria”, Revista de Antropología experimental. Recuperado de 

http://revistaselectronicas.ujaen.es/index.php/rae/article/view/1929/1679 

• Kropff, L. (2004). Mapurbes: jovenes mapuches urbanos, KAIRÓS, Recuperado de 

http://www.revistakairos.org/sitio-old/k14-archivos/laura%20kropff.pdf 

• Laguens, A. y Bonnin, M. (2009). Sociedades indígenas de las Sierras Centrales. 

Arqueología de Córdoba y San Luis, Córdoba: Museo de Antropología, Universidad Nacional 

de Córdoba. 

• Lander, E. (2000). La colonialidad del saber: eurocentrismo y ciencias sociales. 

Perspectivas latinoamericanas, Buenos Aires: CLACSO. 

• Le Goff,  J. (1991a). El orden de la memoria: el tiempo como imaginario, Barcelona, 

Buenos Aires, México: Paidos. 

• Le Goff, J. (1991b). Pensar la historia. Modernidad, presente, progreso. Paidós, 

Barcelona. 

• Lockhart, J. (1968). Spanish Perú, 1532-15560, Wisconsin, Madison: University of 

Wisconsin Press. 

• López, M. (2013). “Figuras intelectuales en Córdoba a fines del siglo XIX y comienzos 

del XX. Hacia una delimitación analítica de la fracción intelectual de la elite cordobesa”. En 

Anuario de la Escuela de Historia Virtual. Año 4, N°4, 2013, Córdoba: p. 118-132. 

• Mases, E. (2002). Estado y cuestión indígena, el destino final de los indios sometidos 

en el sur argentino (1878-1910), Prometeo, Entrepasados, Bs. As. 

• Mauss, M. (1979). “Ensayo sobre los dones, motivo y formas de cambios en las 

sociedades primitivas”, en Sociología y Antropología. Madrid, Tecnos: p. 155-258. 

• Mendoza Ontiveros, M. (2010). “El compadrazgo desde la perspectiva antropológica”, 

Alteridades. México, Texcoco, UAEM, 20 (40), p.141-147. 

• Meyer, E. y Olivera de Bonfil, A. (1971). “La Historia Oral. Origen, metodología, 

desarrollo y perspectivas”, Historia Mexicana, Vol. 21, No. 2, en su Vigésimo Aniversario (Oct. 

- Dec., 1971), p. 372-387. 

• Mignolo, W. (2002). “El potencial epistemológico de la historia oral: algunas 

contribuciones de Silvia Rivera Cusicanqui” en: Daniel Mato (coord.): Estudios y Otras 

http://antropologia.institutos.filo.uba.ar/sites/antropologia.institutos.filo.uba.ar/files/revistas/adju
http://antropologia.institutos.filo.uba.ar/sites/antropologia.institutos.filo.uba.ar/files/revistas/adju
http://antropologia.institutos.filo.uba.ar/sites/antropologia.institutos.filo.uba.ar/files/revistas/adju
http://antropologia.institutos.filo.uba.ar/sites/antropologia.institutos.filo.uba.ar/files/revistas/adju
http://revistaselectronicas.ujaen.es/index.php/rae/article/view/1929/1679
http://www.revistakairos.org/sitio-old/k14-archivos/laura%20kropff.pdf


 

Prácticas Intelectuales Latinoamericanas en Cultura y Poder. Caracas: Consejo 

Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO) y CEAP, FACES, Universidad Central de 

Venezuela. pp: 201-212. 

• Mignolo, W. (2003). Historias locales/diseños globales. Colonialidad, conocimientos 

sub3lner, M. (1970). “La corona española y los foráneos en los pueblos de indios de América”, 

Stockholm: Latinamerikanska-institutet i Stockholm. 

• Moyano, J. (2010). “El clivaje entre clericales y liberales en la política cordobesa entre 

1890 y 1930. Los alcances y conflictos entre la dirigencia”. En Tcach C.(coord.), Córdoba 

Bicentenaria. Claves de su historia contemporánea, Córdoba: Universidad Nacional de 

Córdoba. 

• Ortiz Bergia, M. J. [et al.]. (2015). Procesos amplios, miradas locales : una historia de 

Córdoba entre 1880 y 1955 / - 1a ed. - Córdoba : Centro de Estudios Históricos “Prof. Carlos 

S.A. Segreti”. 

• Oszlak, O. (1997). “La formación del estado argentino. Orden, progreso y organización 

nacional”, 1° ed., Ed. Planeta, Bs. As. 

• Otero, H., (1997). “Estadística censal y construcción de la nación: el caso argentino, 

1869-1914”, Boletín del Instituto de Historia Argentina y Americana “Dr. Emilio Ravignani” 

Tercer Serie. Bs. As.: 16 y 17, p.123-147. 

• Page, C. (2005). “Formación y desarrollo de las reparticiones oficiales de agrimensura, 

ingeniería y arquitectura. Profesionales con actuación en Córdoba, 1850-1900”- En Albarracín 

Godoy, M. Revista de la Junta Provincial de Historia de Córdoba, N°22, 1° Ed. Córdoba,  p. 

141-160. 

• Palladino, L. (s/f). “'Cuando el negro Ramón se viste de indio' Escenas de un cuerpo 

Comechingón en el marco de la autenticidad indígena en Córdoba”. Ponencia: Mesa tecnología 

del cuerpo, arte y perfomance. Córdoba: UNC. 

• Pavoni, N. (2000). “Las jefaturas políticas y su incidencia en el clientelismo rural: 

Córdoba 1870-1890”, Cuadernos de Historia, Serie Ec. y Soc., N°3, CIFFyH. UNC, Córdoba. 

p.113-167. 

• Pérez Zavala, G. (2005). “Oralidad y escritura: los tratados de paz entre el estado 

argentino y las tribus ranqueles”. Revista TEFROS. Vol 3. N°1. Recuperado de 

http://tefros.equiponaya.com.ar/revista/v3n1p05/completos/oralidad.pdf 

• Pérez Zavala, G. (2007). “La política interétnica de los ranqueles durante la segunda 

mitad del siglo XIX”.  Quinto Sol. Recuperado de 

http://tefros.equiponaya.com.ar/revista/v3n1p05/completos/oralidad.pdf


 

http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=23133480004 

• Pérez, L. (2015). Keu-Kenk. Política indígena en la Patagonia 1865-1965, 1ra Ed., 

Remitente Patagonia, Trelew. 

• Poloni Simard, J. (2000) “Historia de los indios en los Andes. Los indígenas en la 

historiografía andina: análisis y propuesta”. Anuario de IEHS. 

• Portelli, M.B. (2011). “Saberes modernos para políticas eficaces. El derecho laboral y 

el estudio del mundo del trabajo: Córdoba, 1906-1930”. En Población y Sociedad. Recuperado 

de www.poblacionysociedad.org.ar/archivos/18/P&S-V18-N2-Portelli.pdf 

• Presta, A. M. (2004). “La sociedad colonial: raza, etnicidad, clase y género. Siglos XVI 

y XVII”. En Tandeter, E. (dir.). La sociedad colonial. Buenos Aires. Sudamericana 

• Punta, A. I. (2001). “Córdoba y la construcción de sus fronteras en el siglo XVIII”, en 

Cuadernos de Historia, Serie Ec. y Soc., N° 4, Secc. Art., CIFFyH-UNC, Córdoba, pp. 159-194 

• Quijano, A. (1999). “Colonialidad del poder, cultura y conocimiento en América 

Latina”. En S. Castro-Gómez, O. Guardiola-Rivera, C. Millán de Benavides (eds.). Pensar (en) 

los intersticios. Teoría y práctica de la crítica poscolonial. CEJA, Santafé de Bogotá, p. 99-

109. 

• Rabboni, N. (2012). “El estado cordobés y la construcción de un relato del territorio 

provincial: la Geografía de la Provincia de Córdoba de Manuel Río y Luis Achával (1905)”, 

en Cechetto, G. y Zusman, P. (comp.). La institucionalización de la Geografía en Córdoba. 

Contextos, instituciones, sujetos, prácticas y discursos (1878-1984), Córdoba: Universidad 

Nacional de Córdoba, p. 135-151. 

• Radcliffe-Browm, A.R (1986). Estructura y función en la sociedad primitiva. Barcelona. 

Planeta-Agostini. 

• Ramos, A. M. (2009). Los pliegues del linaje. Memorias y políticas mapuches-

tehuelches en contextos de desplazamiento, Eudeba: Buenos Aires 

• Ratto, S. (2006). “Conflictos y armonías en la frontera bonaerense, 1834-1840”,. 

Entrepasados, Bs. As. 

• Río, M. y Achával, L. (1905). “Geografía de la Provincia de Córdoba”, Compañia Sud-

Americana de Billetes de Banco, Vol. I y II, Bs. As. 

• Rivera Cusicanqui, S. (2010). Ch’ixinakax utxiwa : una reflexión sobre prácticas y 

discursos descolonizadores, Tinta Limón, 1a ed., Buenos Aires . 

• Rivera Cusicanqui, S. (2015) Sociología de la Imagen, Miradas ch'ixi desde la historia 

andina, Buenos Aires: Tinta Limón. 

http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=23133480004
http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=23133480004
http://www.poblacionysociedad.org.ar/archivos/18/P&S-V18-N2-
http://www.poblacionysociedad.org.ar/archivos/18/P&S-V18-N2-


 

• Romano, S. (2002). Economía, sociedad y poder en Córdoba. Primera mitad del siglo 

XIX, Córdoba: Ferreira Editor. 

• Rustán, M. E. (2005). De perjudiciales a pobladores de la frontera. Poblamiento de la 

frontera sur de la Gobernación Intendencia de Córdoba a fines del siglo XVIII. Córdoba: 

Ferreyra Editor. 

• Rustán, M. E. (2010). “La administración borbónica y su política diplomática de 

frontera. Frontera sur de la gobernación intendencia de Córdoba del Tucumán en el prisma del 

tratado de ranqueles de 1796”. En Sociedades de paisajes áridos y semi- áridos. Revista 

científica del laboratorio de arqueología y Etnohistoria de la Facultad  de Ciencias 

Humanas, Año , Vol. II.2 

• Scott, J. (2000). Los dominados y el arte de la resistencia: discursos ocultos, México 

D.F.: Ediciones Era. 

• Spedding, A. (1998). “Contra-afinidad: algunas comentarios sobre el compadrasgo 

andino”, en Arnold, D. (comp.) Gente de carne y hueso: las tramas de parentesco en Los Andes. 

Estudios Andinos, CIASE, La Paz. 

• Svampa, M. L. (2016). La historia en disputa: Memoria, olvido y usos del pasado, 1° 

de., Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Prometeo Libros. 

• Tamagnini, M. (2016). “El sur de Córdoba en peligro. Acerca de la articulación entre 

ranqueles y refugiados unitarios (1841)”, Trabajos y comunicaciones. Recuperado de: 

http://www.trabajosycomunicaciones.fahce.unlp.edu.ar/article/view/TyC2016n43a07 

• Tamagnini, M. y Pérez Zavala, G. (2009). “El tratado de paz de 1796: entre la 

delimitación de la frontera sur cordobesa y el reconocimiento político de los ranqueles”, En 

Sociedades de paisajes áridos y semi-áridos. Revista Científica del Laboratorio de Arqueología 

y Etnohistoria de la Facultad de Ciencias Humanas, Año 1, Vol. 1, Río Cuarto, UNRC. 

• Tell, S. (2008). Córdoba rural. Una sociedad campesina (1750-1850), Buenos Aires: 

Prometeo Libros, 1era Edición. 

• Tell, S. (2012). “Conflictos por tierras en los 'pueblos de indios' de Córdoba. El pueblo 

de San Marcos entre fines del siglo XVII y principios del siglo XIX”, Andes. Recuperado de 

http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1668-80902012000100003 

• Tell, S. (2014). “¿Quiénes son los comuneros? Formación de padrones y división de 

tierras de las 'comunidades indígenas' de Córdoba, Argentina (1880-1900)”. En Estudios 

sociales del NOA, Dossier, N°14, 2014, p. 87-108. 

• Tell, S. (2015). “Campos en común, campos contenidos. Apropiaciones de la comunidad 

http://www.trabajosycomunicaciones.fahce.unlp.edu.ar/article/view/TyC2016n43a07
http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1668-80902012000100003
http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1668-80902012000100003


 

en Córdoba (siglo XIX)”, Bs. As: Revista de Ciencias Sociales, Segunda Época, año7, n°27, 

67-86. 

• Tognetti, L. (1999). “La banca provincial en la segunda mitad del siglo XIX”, Córdoba 

1860-1890, Travesía, N°3, pp.23-38. 

• Tognetti, L. (2008). “La compraventa y los precios de la tierra en el sureste de Córdoba 

1860-1880”, XXI Jornadas de Historia Económica, Asociación Argentina de Historia 

Económica, Universidad Tres de Febrero. 

• Tognetti, L. (2010). “Los derechos de propiedad en la frontera de Córdoba, Santa Fe y 

Buenos Aires a fines del siglo XIX”, Anuario de la Escuela de Historia Virtual, núm. 7, 

Córdoba, p. 107-131. 

• Tognetti, L. (2012a). “La disputa por el dominio del suelo en la región pampeana 

cordobesa, Argentina segunda mitad del siglo XIX”, Secuencia,n° 82, Ciudad de México: p. 

15-39. 

• Tognetti, L. (2012b). “La expansión de las profesiones y la implantación de la 

agrimensura y la ingenieria civil en la Universidad Nacional de Córdoba a fines del siglo XIX”. 

Saber y Tiempo, Bs. As., p. 41 a 66. 

• Tognetti, L. (2013). “Expansión territorial, privatización del dominio público y 

circulación de la propiedad en la frontera este, sureste y sur de Córdoba 1860-1880”. En 

Banzato, G. (dir.), (2013) Tierras rurales: políticas, transacciones y mercados en Argentina, 

1780-1914. Rosario: Prohistoria Ediciones, p. 123-148. 

• Troncoso Muñoz, A. (2011). Formas de exclusión al derecho de la propiedad de la 

población campesina indígena en Argentina. Una aproximación al pensamiento de Michel 

Foucault, Girona: Facultad de Lletres, Universitat de Girona. 

• Tulián, M. (2016). Zoncoipacha: desde el corazón del territorio. El legado de Francisco 

Tulián, CICCUS: Ciudad Autonónoma de Buenos Aires. 

• Tulián, M. y Palladino, L. (2015). “Revivir el territorio sagrado a los pasos de 

FranciscoTulián”, Revista del Departamento de Geografía, FFyH – UNC – Argentina. ISSN 

2346-8734 Año 3. Nº 5 -2º semestre 2015 Pp. 232–255. 

• Ulloa, A. (2005). “Las representaciones sobre los indígenas en los discursos ambientales 

y de desarrollo sostenible”, en: Daniel Mato (coord.), Políticas de economía, ambiente y 

sociedad en tiempos de globalización. Facultad de Ciencias Económicas y Sociales, 

Universidad Central de Venezuela, Caracas, pp. 89-109. 

• Vagliente, P. (2000). Indicios de Modernidad: una mirada sociocultural desde el campo 



 

periodístico en Córdoba, 1860-1880, Córdoba: Editorial Alción. 

• Velázquez Ramírez, A. (2013), “Espacio de lucha política: teoría política y el giro 

espacial”,  Argumentos, México: UAM-XOCHIMILCO, p. 175-195. 

• Vidal, G., (2006). “Ciudadanía y Asociacionismo. Los círculos obreros en la ciudad de 

Córdoba, 1897-1912”, en Revista Escuela de Historia. Recuperado de 

http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1669-90412006000100002. 

• Vidal, G., (2014). Reseña biográfica de dirigentes que interpelaron el mundo del trabajo 

en Córdoba 1900-1950 / Gardenia Vidal [et.al.] ; dirigido por Gardenia Vidal. - 1a ed. - Córdoba 

: Universidad Nacional de Córdoba. 

• Vilar, P., (1999). Iniciación al vocabulario histórico, Barcelona: HUROPE. 

• Viveiros de Castro, E. (2013). La mirada del jaguar: introducción al perspectivismo 

amerindio, 1° ed. Tinta Limón: Buenos Aires. 

• Wilde, G. (2013). “'Fuentes indígenas' en la Sudamerica Colonial y Republicana. 

Escritura, poder y memoria”, Corpus, Archivos virtuales de la alteridad americana, Vol. 3, N°1, 

CONICET, Universidad Nacional de San Martín, Argentina. 

• Yopo Díaz, M. (2012). “Políticas sociales y pueblos indígenas en Chile. Aproximación 

crítica desde la noción de agencia”, UNIVERSUM, N°27, Vol. 2, Universidad de Talca, Chile, 

p.187-208. 

• Zapata Silva, C. (2007). “Desplazamientos teóricos y proyectos políticos en la 

emergente historiografía mapuche y aymara”, en Estudios de Filosofía Práctica e Historia de 

las Ideas, Año 8, N°9, Mendoza, Argentina. 

• Zeberio, B. (2007). “Un mundo rural en transición”, Capítulo V, en Bonaudo, M. (dir.) 

Nueva Historia Argentina, Liberalismo, Estado y orden burgués (1852-1880), Tomo IV. Bs. 

As.: Sudamericana, 2°ed., p. 293-362. 

http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1669-90412006000100002

